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Presentación

Una de las razones que motivó a la administración distrital a 
emprender el proceso de modificación excepcional del Plan de Or-
denamiento Territorial, POT (Decreto 190 de 2004), fue –además 
de identificar dificultades operativas en la instrumentación de al-
gunos de sus componentes– la existencia de un nuevo entorno para 
el desarrollo del Distrito Capital, producto, entre otros aspectos, 
de los cambios registrados en la composición de la población y las 
transformaciones socioculturales, políticas y demográficas que ha 
sufrido la ciudad en los últimos diez años.

Estos aspectos plenamente identificados en Diagnóstico de ciu-
dad –documento de trabajo de la Secretaría Distrital de Planea-
ción– y que constituyeron parte de los aportes más importantes 
del sector social de la administración distrital, fruto de los análi-
sis realizados por diferentes colectivos en los que participaron el 
Consejo Territorial de Planeación Distrital, CTPD, el movimiento de 
mujeres y la Subsecretaría de Mujer, Géneros y Diversidad Sexual, 
constituyen un argumento para considerar que, pese a la presencia 
de lo social en el POT, el tema se encontraba “sin fuerza necesa-
ria, inmerso en objetivos, estrategias y políticas de diversa índole 
y nivel […] un tanto disperso, sin la preponderancia requerida, en 
algunos casos, sin el rigor indispensable en su tratamiento”i.

Como respuesta a la debilidad identificada, la Secretaría de Pla-
neación Distrital, a través de la Subsecretaría de Mujer, Géneros y 
Diversidad Sexual y con el apoyo de la Agencia Española de Coope-
ración Internacional para el Desarrollo, AECID, realizó un estudio 
desde la dimensión de género para revisar el Decreto 190 de 2004, 
mientras de manera paralela los demás sectores de la administra-
ción distrital aportaban al proceso de modificación excepcional del 
POT múltiples miradas y perspectivas, como el enfoque poblacio-
nal y el de derechos, entre otrosii.

i  Secretaría Distrital de Integración Social. Elementos de la propuesta social en 
el POT. Bogotá, junio de 2008.

ii El enfoque de ‘derechos humanos’, relacionados con derechos económico-
sociales (empleo, ingresos, vivienda, alimentación, educación, salud y medio am-
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De esta manera, los resultados obtenidos en el estudio Género 
y Plan de Ordenamiento Territorial permiten identificar y precisar 
no sólo vacíos desde la dimensión de género, sino también desde 
el enfoque poblacional, aspectos que deben ser pensados en la 
formulación de las políticas, las estrategias y los instrumentos del 
POT, considerando para ello los distintos atributos del territorio y 
las características poblacionales diferenciadas según género.

La presente publicación es el resultado de dicho estudio en el 
que se realiza una serie de análisis rigurosos de los vacíos encon-
trados en el POT, en términos de la dimensión de género, y cons-
tituye un llamado de atención a las políticas públicas distritales, 
en la medida en que su formulación, seguimiento y evaluación, no 
constituyen procesos neutrales sino que están atravesados por las 
condiciones sociales diferenciales y las posiciones de poder que 
determinan e identifican a mujeres y hombres en nuestra sociedad.

Tal como se reseña en el texto “la revisión del POT, desde el 
enfoque de género, buscaba identificar los aspectos diferenciados 
de la planeación territorial en hombres y mujeres con el objeto de 
aportar propuestas para el desarrollo de una región capital más 
equitativa desde el punto de vista social y de género, incluyente y 
sostenible, con base en un modelo de ciudad beneficioso para el 
conjunto de la ciudadanía”.

En ese sentido, el contenido de esta publicación amplía el marco 
de las discusiones sobre la equidad en el territorio, identifica otros 
vacíos desde la experiencia del derecho a la ciudad y expone algu-
nas inquietudes respecto a los usos diferenciados que mujeres y 
hombres hacen del espacio público y los demás atributos del suelo.

CRISTINA ARANGO OLAYA
Secretaria Distrital de Planeación

biente, por ejemplo); pobreza referida a acciones sobre individuos y familias en un 
entorno urbano determinado (nutrición, ingreso familiar, empleo, nivel educativo, 
aseguramiento, salud, servicios públicos, etcétera), hábitat y vivienda digna (ser-
vicios públicos, oferta de vivienda de interés social, ambiente saludable, calidad 
de vida, etcétera); seguridad humana (económica, alimentaria, medioambiental, 
personal, etcétera); crecimiento económico con desarrollo humano, referente a te-
mas de ingresos, crecimiento propobre, esperanza de vida, educación, alimentos, 
servicios públicos, movilidad; desarrollo humano, una vida prolongada y saludable, 
acceso a la educación y un nivel de vida decente, etcétera.
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El ‘género’ como categoría de análi-
sis hace visible la construcción cultural, 
histórica y simbólica de las identida-
des masculina y femenina, que definen 
conductas, normas de comportamiento 
y roles para cada uno de los sexos. Di-

chas identidades responden a relaciones de poder que sustentan 
las desigualdades sociales, políticas, económicas y culturales entre 
hombres y mujeres.

Hablar del enfoque de equidad de género es allanar el camino 
para corregir en la práctica las disparidades existentes entre varo-
nes y mujeres y posibilitar el acceso, en igualdad de condiciones, 
a los beneficios de los distintos ámbitos de la vida social. Las ac-
ciones ‘positivas’ o correctivas, son las destinadas a favorecer a las 
mujeres, o al colectivo social del que se trate, aplicadas en cual-
quier ámbito donde la desigualdad es manifiesta.

En este trabajo se hace énfasis en el concepto de género como 
categoría relacional en la que hablar de las mujeres implica, al 
mismo tiempo, hablar de los varones y la forma en que se cons-
truyen dichas relaciones en cada contexto histórico y social. Estas 
construcciones, si bien son diferentes en cada sociedad, tienen en 

Género, ciudad
y ciudadanía

¿Por qué y cómo pensar
la ciudad y su 

ordenamiento territorial
desde la perspectiva

de género?
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común la desigualdad entre varones y mujeres expresada en el me-
nor acceso de éstas a los recursos económicos, al poder político y 
a los derechos ciudadanos.

En este sentido, se asume la perspectiva de género como una 
posición política y ética que, en relación a la gestión del territorio, 
implica comprometerse con los intereses de ciudadanos y ciudada-
nas y garantizar su representatividad. Por ello promueve un enfo-
que de equidad de género en la formulación de las políticas públi-
cas, lo que significa reconocer las distintas condiciones de vida de 
hombres y mujeres, particularmente de las mujeres de los sectores 
de menor renta que requieren respuestas diferenciadas para cam-
biar sus condiciones precarias de vida y su posición subordinada 
en la sociedad.

Como señala Alejandra Massolo (2000), el enfoque de género 
aplicado a las políticas públicas implica, entre otros aspectos:

•	 Una forma de mirar y de pensar los procesos sociales, las 
necesidades y demandas, los objetivos y beneficios del de-
sarrollo.

•	 Una metodología de trabajo a favor del principio de equidad 
entre hombres y mujeres.

•	 Establecer una nueva relación entre el gobierno local y las 
mujeres, haciendo realidad la promesa de democratización y 
desarrollo al enfrentar simultáneamente la pobreza, la calidad 
de vida y la discriminación-subordinación de la mujer.

Es indudable que el enfoque de género ha incidido en diferentes 
ciencias sociales y se ha constituido en el eje central de trabajos 
que ponen en evidencia las limitaciones de los análisis y las inter-
pretaciones que desconocen las relaciones de género como consti-
tutivas de toda estructura social.

La organización del territorio expresa 
las relaciones sociales que en él se desa-
rrollan y los intereses de grupos y secto-
res con mayor o menor capacidad para 
hacer valer sus demandas. Las relacio-
nes de género, como parte constitutiva 

de las relaciones sociales, tienen también su expresión en el terri-
torio y en su ordenamiento. Un claro ejemplo de las concepciones 
implícitas sobre los roles de género se evidencia en el cuidado de 
las personas dependientes, el cual históricamente se ha asumido 

El género en el 
ordenamiento 

territorial
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como una responsabilidad casi exclusiva de las mujeres. Esto se 
traduce en el territorio en la falta o insuficiencia de servicios para 
atender dichas necesidades, lo cual trae consecuencias para las 
mujeres en el uso de su tiempo. Aspectos como los tiempos de 
desplazamiento de las mujeres para atender el cuidado y el trabajo 
remunerado, no son tenidos en cuenta de igual manera en las me-
diciones y los trazados del ordenamiento del territorio.

Distintos estudios teóricos y empíricos cuestionaron conceptos 
estatuidos y mostraron cómo la estructura de la ciudad, que res-
ponde a la división sexual del trabajo, se mantiene inalterable; al 
mismo tiempo que los roles de las mujeres se han modificado. La 
compatibilización del tiempo está íntimamente ligada con las dis-
tancias a recorrer, los medios y las condiciones para hacerlo. El 
desajuste entre la organización territorial y las necesidades de ac-
cesibilidad y movilidad de los sujetos que habitan la ciudad, en este 
caso las mujeres, incrementa las dificultades para compatibilizar 
los tiempos domésticos familiares y laborales remunerados, impac-
tando su calidad de vida y condicionando sus decisiones personales 
(Rainero, 2008).

En países en desarrollo, estos desajustes han llevado a la pos-
tergación de la maternidad/paternidad o a la decisión de tener 
un menor número de hijos o hijas, desequilibrando el porcentaje 
de población económicamente activa y pasiva. Esto ha implicado 
para muchos abordar la economía del cuidado1 como una res-
ponsabilidad social en la que el Estado debe y puede intervenir, 
garantizando infraestructura y servicios específicos distribuidos 
en el territorio.

“El modelo espacial urbano actual responde a las exigencias de 
las economías industriales, basadas aún en una división tradicional 
de los roles entre los dos sexos y en una estructura familiar tradi-

1 En los últimos años, desde la economía feminista, se ha puesto énfasis en el 
estudio de la llamada ‘economía del cuidado’, que refiere al espacio donde la fuerza 
de trabajo es reproducida y mantenida, incluyendo todas aquellas actividades que 
involucran las tareas de cocina y limpieza, el mantenimiento general del hogar y el 
cuidado de los niños, los enfermos y las personas con discapacidad. Un componen-
te importante de ésta se encuentra a cargo de las familias (en regímenes de bien-
estar de corte ‘familista’ como los que imperan en América Latina) y, en su interior, 
son las mujeres quienes históricamente se han encargado de desarrollar esas tareas 
no remuneradas. Ello se complementa con los servicios provistos por los sectores 
público y privado que componen la economía del cuidado remunerada, y también 
con los servicios que provee la comunidad y las ayudas informales entre hogares 
que forman parte de la economía remunerada y no remunerada (Salvador, 2007:4).
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cional. Por tal motivo predomina la atención al vehículo privado, la 
concepción del transporte público para priorizar el trayecto de la vi-
vienda al trabajo, la segregación de usos del espacio, los desarrollos 
de vivienda dispersos y sin cohesión social y la pérdida, en definitiva, 
de los valores tradicionales de la ciudad como espacio colectivo rico 
y diverso en posibilidades de intercambio social” (García, 1996).

La perspectiva de género permite incorporar factores clave a los 
análisis y las políticas urbanísticas:

•	 Una visión integral de los problemas y las necesidades que 
incluye la vivienda, los equipamientos, los transportes, etcé-
tera, como parte de un todo para garantizar una adecuada 
calidad de vida.

•	 Una concepción dirigida a la mejora cualitativa y localizada en 
los barrios donde se desarrolla la vida cotidiana.

•	 Una aceptación y un respeto a la diferencia entre las perso-
nas. Las mujeres parten de reconocer que no son un grupo 
uniforme y homogéneo, por eso se trata de dotar de igualdad 
de oportunidades a todos los ciudadanos, cualquiera que sea 
su sexo, raza o condición social.

•	 Un planteamiento de los cambios y las evoluciones que se es-
tán produciendo en las relaciones sociales y la necesidad de 
considerar sus repercusiones a nivel espacial (García, 1996).

En algunos países, entre los que se encuentra Colombia, uno de 
cada tres hogares está encabezado por mujeres. La población no 
es homogénea y plantea a la ciudad demandas heterogéneas. Esta 
diversidad requiere de cambios en las maneras de comprender y 
conceptualizar la ciudad, donde las categorías utilizadas para re-
ferirse a la población –aparentemente neutrales– excluyen no sola-
mente a las mujeres, sino también diferencias de edad, diferencias 
étnicas y diferencias que son resultado de transformaciones en la 
composición de los hogares.

El concepto ‘género’ apunta entonces a visualizar la sociedad 
como es: compleja, heterogénea y, por lo tanto, a innovar en las 
respuestas dando cuenta de los cambios y las transformaciones 
sociales. Permite también focalizar más equitativa y eficientemen-
te las inversiones y los recursos; es decir, diseñar las políticas ha-
bitacionales, la distribución de servicios y equipamientos, la movi-
lidad, los espacios públicos, atendiendo las demandas y las nuevas 
prácticas sociales que se incorporan en el tiempo. En síntesis, la 
ciudad, su estructura, no sólo refleja las relaciones sociales y de 
género, sino que contribuye a su reproducción.
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El espacio físico condiciona las formas de uso y las interaccio-
nes entre las personas. Las actividades ocurren en el espacio y éste 
a su vez, dependiendo de sus características y calidad, posibilita o 
reafirma un determinado comportamiento.

En el marco del desarrollo humano sostenible, el enfoque de 
género cobra cada día mayor importancia, en tanto el mismo no 
se puede lograr sin el reconocimiento de la contribución de las 
mujeres al proceso de desarrollo. Crecer económicamente, prote-
ger el medio ambiente y lograr la justicia social, sólo será posible 
con la participación equitativa de hombres y mujeres con iguales 
oportunidades.

La planificación con un enfoque de género requiere incorporar 
teorías, conceptos y herramientas metodológicas para trasladarlas 
a la práctica. El diseño de los espacios públicos, estrechamente 
ligado a la seguridad urbana y a la posibilidad de apropiación de 
los mismos por parte de las mujeres, es una de las condiciones 
que debe ser tenida en cuenta de manera relacional. Estudios rea-
lizados ponen en evidencia que la planificación territorial no puede 
prescindir de información fehaciente, que dé cuenta de las diferen-
cias de género en relación al uso del espacio urbano y los patrones 
de movilidad de mujeres y varones. Los sistemas de información 
requieren revisarse tanto en la forma de recolectar la información, 
como en el análisis y la interpretación de la misma.

La planificación física del territorio 
desde una óptica de derechos y de igual-
dad de oportunidades entre mujeres 
y hombres debe tener como condición 
cambios culturales que modifiquen la di-
visión sexual del trabajo entre varones y 
mujeres y avanzar en la búsqueda de un 
nuevo contrato social. El Estado y los go-

biernos locales tienen una responsabilidad para promover dichos 
cambios y la planificación del territorio es uno de los aspectos que 
puede contribuir a efectivizar los mismos.

Planificar la ciudad con enfoque de equidad de género parte de 
identificar los elementos físicos y sociales que obstaculizan y faci-
litan el acceso y la apropiación de la ciudad por parte de hombres 
y mujeres. En este sentido, podemos señalar seis aspectos a tener 
en cuenta a la hora de identificar impactos diferenciales para las 
mujeres en la ciudad.

Nuevos 
contextos para 
abordar el Plan 

de Ordenamiento 
Territorial
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A.	Cambios en la población económicamente activa 
(PEA)

La incorporación masiva de las mujeres al empleo en las últimas 
décadas, con una participación importante en el sector informal 
de la economía, viene representando nuevos retos que impactan 
la vida cotidiana de la sociedad, en tanto las mujeres continúan 
siendo las responsables casi exclusivas del ámbito doméstico, lo 
que les genera sobrecarga de trabajo y condiciona sus oportuni-
dades en el mercado laboral. En Colombia, entre los años 2004 
y 2005, la tasa global de participación total fue de 62,71%: par-
ticipación masculina 72,39% y femenina 54,67%. El crecimien-
to promedio de la población económicamente activa femenina ha 
sido de 0,57% mientras que la masculina ha sido 0,32% (Alvear-
Dalmazzo, 2007).

La incorporación de las mujeres al mercado laboral exige una 
organización diferente del tiempo, porque implica compatibilizar 
la vida familiar con la vida laboral o con las actividades de gene-
ración de ingresos, dentro o fuera de la casa. La relación trabajo 
y vivienda, las distancias a los puestos de trabajo, los horarios y 
los medios de movilidad, inciden en las decisiones personales de 
las mujeres, en las elecciones laborales de medio tiempo y, por lo 
tanto, menos remuneradas (Falú, Morey, Rainero, 2002).

Alterar esta división del trabajo no será posible si no se transfor-
ma un sistema cuyos valores son predominantemente monetarios, 
cuyo concepto de trabajo está referido solamente al considerado 
productivo, en el que la organización del trabajo en las empresas 
privadas o públicas no contempla la doble jornada de las mujeres 
integradas al mercado laboral. Por lo tanto, la planificación del uso 
del suelo del territorio pasa por reconocer la información acerca de 
la inserción de las mujeres en el mercado laboral y también en el 
trabajo informal.

B.	Persistencia de la división sexual del trabajo

El trabajo familiar ha sido, en las últimas décadas, motivo de 
minuciosa investigación y sistematización. Marina Bianchi ha cla-
sificado las tareas del hogar que realizan las mujeres en múltiples 
actividades: reproductivas (procreación, crianza, educación, socia-
lización), domésticas (mantenimiento de ropa, comida, compras, 
limpieza), burocráticas (relacionadas con los servicios y las institu-
ciones) y asistenciales (cuidado de las personas enfermas, ancia-
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nas o discapacitadas). Estas actividades no son contabilizadas en 
el volumen de la fuerza de trabajo de las personas económicamen-
te activas (Bianchi, 1994).

La organización del espacio tiene una estrecha relación con el 
uso del tiempo y en consecuencia con el aprovechamiento de las 
oportunidades que la ciudad ofrece y la democratización de las 
mismas. Por ello, la organización del territorio debe expresar y res-
ponder claramente a la doble presencia laboral en los espacios pri-
vado y público que tienen las mujeres y que determina su relación 
con la vivienda y el hábitat como principales usuarias –conside-
rando que la vivienda, en muchos casos, es también el único lugar 
de generación de ingresos– con la dotación de servicios públicos 
para la realización de funciones domésticas, con los equipamien-
tos sociales para educación, salud, espacio público, comercio; con 
la movilidad, con la seguridad ciudadana y con las condiciones 
ambientales de barrios y Unidades de Planeación Zonal.

Una ciudad con equidad de género es aquella que además de 
evaluar los costos económicos y de tiempo para acceder a las ac-
tividades urbanas, asume una responsabilidad social frente a las 
tareas reproductivas, brinda acceso a equipamientos para el cui-
dado de niños, niñas y personas dependientes; da soporte a las 
tareas domésticas –comedores, centros de apoyo y de vacaciones 
escolares–; garantiza la cercanía de la vivienda a centros educa-
tivos, servicios de salud y comercio local; provee la dotación de 
transporte público con cobertura interbarrial, rutas peatonales se-
guras, diseños del espacio público que contemplen la movilidad de 
las personas adultas con hijos e hijas, de personas mayores y con 
discapacidades, etcétera.

C.	Cambios en la composición de los hogares

En Bogotá la participación de los hogares monoparentales con 
jefatura femenina sobre el total de hogares, para octubre de 2003, 
representaba 30,9%, con un incremento de cinco puntos porcentua-
les a partir de 20012. De estos hogares, 28,6% tiene un hijo o hija y 
35,7% tiene tres y cuatro. La composición de los hogares afecta de 
manera diferencial al hogar encabezado por hombres o por mujeres 

2 Datos que se pueden ratificar en fuentes como el Departamento Nacional de 
Estadística, DANE, el  Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, y la 
Cámara de Comercio de Bogotá, CCB.
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y esto implica evaluar las demandas específicas de dicha población, 
tanto a nivel de la vivienda como de los servicios.

Las posibilidades de acceso a una vivienda y al pago de los ser-
vicios se ven reducidas en hogares a cargo de mujeres con trabajos 
menos remunerados o vinculadas al sector informal de la economía.

Al mismo tiempo que hay un aumento de hogares monoparen-
tales de mujeres con hijos o hijas a cargo, o personas dependien-
tes, aumentan los hogares unipersonales de adultas mayores. La 
pirámide poblacional de Bogotá evidencia que 53% de la población 
son mujeres y que a mayor tramo de edad se incrementa sensi-
blemente la población de mujeres. Esto es de suma importancia 
al momento de pensar en políticas de salud, vivienda, cuidados, 
jubilación o sistemas de ingresos mínimos, teniendo en cuenta el 
mayor grado de vulnerabilidad de las mujeres adultas mayores. 
Nuevamente, la localización de la vivienda en relación al acceso 
a servicios y movilidad requiere de información fehaciente que dé 
cuenta de la realidad poblacional y sus demandas.

D.	Las violencias hacia las mujeres y la inseguridad 
en la ciudad

A pesar de los bajos niveles de denuncia, las estadísticas sobre 
la afectación de la violencia hacia las mujeres, tanto en los espa-
cios privados como públicos, constituye una realidad que afecta 
el libre ejercicio de su ciudadanía. Sin embargo, estas violencias 
no se incluyen entre los delitos, ni son reconocidas en las políticas 
públicas, las estrategias o los proyectos de inversión vinculados a 
la seguridad ciudadana.

Las violencias hacia las mujeres, como la violencia de pareja, 
la violencia sexual, el maltrato y el acoso sexual en instituciones, 
componen una problemática con múltiples causas ligadas a los 
roles de poder y de género que conducen a la discriminación y al 
abuso de poder. La violencia constituye una forma de ejercer poder 
que se expresa en la estructura social y se reproduce en la familia 
y en otros subsistemas sociales (Weinstein, 1991).

Asimismo, desde hace ya más de una década, la seguridad de 
las mujeres en las ciudades se ha convertido, desde la perspecti-
va de género, en uno de los temas clave del urbanismo. Diversos 
estudios mostraron cómo el miedo a la violencia se convierte en 
limitación espacial y motivo de exclusión para las mujeres, quie-
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nes para disminuir riesgos, evitan salir a determinadas horas o 
circular por determinados lugares. Con base en encuestas a mu-
jeres sobre la percepción de sitios inseguros, se han comenzado a 
transformar parámetros de diseño y mantenimiento de los espa-
cios públicos en Canadá y Reino Unido, entre otros países (Mada-
riaga y Callejo, 2004).

Las mujeres en Bogotá sufren distintos tipos de violencia, tanto 
en el ámbito privado como en el público: son robadas en mayor 
proporción que los varones a la salida del trabajo y en los días 
de semana, son acosadas, manoseadas e intimidadas en sus tra-
yectos cotidianos y en el transporte público. De ahí que la oferta 
de servicios y su distribución en el territorio requieran diseñarse 
con base en información actualizada y diferenciada por sexo, que 
responda a la demanda real de atención y prevención, así como de 
acceso a la justicia.

Por otra parte, el mismo diseño y mantenimiento del espacio 
público, su mobiliario y el transporte público, puede ser un factor 
de inclusión o exclusión, de seguridad o inseguridad para la po-
blación en general y las mujeres en particular. En este sentido es 
importante conocer no sólo la violencia objetiva, sino la percepción 
de inseguridad y el temor que tienen iguales consecuencias para 
la autonomía y apropiación de la ciudad por parte de las mujeres.

E.	La feminización de la pobreza

Reconocer y hacer explícito que existen desigualdades entre los 
sexos en el acceso al mercado laboral, a los recursos productivos, a 
los activos generadores de ingresos, que limitan la autonomía eco-
nómica y el acceso a la toma de decisiones principalmente de las 
mujeres, es un primer paso para diseñar políticas que combatan 
la feminización de la pobreza, cuya característica es una marcada 
tendencia de mayor pobreza experimentada por las mujeres y los 
hogares a cargo de ellas (Madeiros y Costa, 2008). En Bogotá el 
fenómeno se agrava con la situación de las mujeres víctimas de 
desplazamiento forzoso.

La incidencia de la pobreza en Bogotá se presenta fundamental-
mente en los hogares con jefatura femenina (Saavedra, 2005). En 
Colombia, la mayor parte de las personas que viven en situación de 
pobreza son mujeres y niñas. Las mujeres no sólo ganan en prome-
dio 15% menos que los hombres, en trabajos de igual responsabili-
dad, sino que, de acuerdo con las últimas informaciones del DANE 
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en 2008, el desempleo femenino duplica al masculino, mientras 
en razón del conflicto armado, a partir del año 2001, aumenta el 
número de hogares con jefatura femenina a 30,9%.

F.	 Discriminación de género en los ámbitos de 
participación ciudadana

Si entendemos la participación como un proceso activo enca-
minado a transformar las relaciones de poder y que tiene como 
intención estratégica incrementar y redistribuir las oportunidades 
de los actores sociales de tomar parte en los procesos de toma 
de decisiones (Portal y Recio, 2003), podemos afirmar que en el 
caso de las mujeres la participación no es igualitaria con los hom-
bres, no obstante los derechos políticos ganados. Como afirman 
las autoras, la división y las connotaciones de los espacios público 
y privado condicionaron y continúan impidiendo el ejercicio de la 
participación y de la democracia plena.

La participación ciudadana de las mujeres se ve limitada por 
los mecanismos y las reglas de juegos establecidos, horarios, ti-
pos de representatividad, priorización de temas, etcétera, defini-
dos según las lógicas masculinas y también por la sobrecarga de 
trabajo que enfrentan. Asimismo, en determinadas áreas como 
la planificación de la ciudad, las mujeres han estado ausentes de 
las decisiones que condicionan su vida cotidiana. La participación 
ciudadana de las mujeres es una de las estrategias fundamen-
tales a promover para lograr una ciudad equitativa e incluyente. 
Desde el gobierno local se deben garantizar los procedimientos 
y las condiciones que garanticen la participación de las mujeres 
en las decisiones que conciernen a la organización del territorio, 
participación entendida como la posibilidad de incidencia y no 
como mera presencia.

El análisis de los contenidos del Plan 
de Ordenamiento Territorial, POT, se rea-
lizó buscando identificar cómo se abor-
da en éste la categoría ‘población’, si 
se trata de una categoría neutral o bien 
incluye, además de las diferencias socia-
les, un enfoque de género y otras dife-
rencias al interior del colectivo poblacio-
nal como las etarias, étnicas, referidas a 
condiciones de discapacidad y a diversi-

Análisis de 
un Plan de 

Ordenamiento 
Territorial desde 
un enfoque de 
género: el caso 

de Bogotá
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dad sexual, y si éstas se expresan en los objetivos, las estrategias, 
las políticas y los programas.

Luego de describir los componentes de los capítulos y títulos 
seleccionados del POT, se hace una lectura desde la perspectiva 
de género que busca abrir una reflexión y brindar algunos elemen-
tos que se pueden tener en cuenta para lograr un ordenamiento 
territorial de la ciudad en el que sean reconocidas y atendidas las 
necesidades de hombres y mujeres en igual medida.

Objetivos, marco general y áreas de actuación 
estratégica

Para los propósitos de este análisis se abordó la revisión de los 
contenidos del POT mediante la lectura crítica del Decreto 190 de 
2004, que compila las disposiciones contenidas en los Decretos Dis-
tritales 619 de 2000 y 469 de 2003, y del Documento Técnico de 
Soporte que aporta bases para comprender los diagnósticos que 
respaldan el POT, en su formulación inicial y en la revisión llevada a 
cabo en el año 2004.

El componente orientado a la construcción de la región Bogotá 
- Cundinamarca se basa en una necesaria visión integral del terri-
torio y su interdependencia ambiental, económica y social de la re-
gión de Cundinamarca y de las demás regiones que garantizan una 
sostenibilidad compartida. Comprende ocho objetivos, mediante 
los cuales se busca establecer un sistema de ciudades en red, con 
un centro especializado y compacto, evitando la conurbación y pro-
curando mejorar la “seguridad alimentaria, facilitar y viabilizar las 
estrategias orientadas a garantizar la seguridad ciudadana, la se-
guridad humana y la sostenibilidad económica y ambiental de largo 
plazo”. Propone, a su vez, la construcción de un hábitat sostenible, 
integrando el entorno natural con la vivienda, los equipamientos, la 
accesibilidad a los servicios públicos y la movilidad.

Objetivos del POT

1. Planear ordenamiento territorial a largo plazo.

2. Pasar de un modelo cerrado a un modelo abierto de or-
denamiento territorial; de red de ciudades que mejore su 
seguridad alimentaria, ciudadana y humana y la sosteni-
bilidad económica y ambiental.
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3.	Vincular la planeación del Distrito Capital al Sistema de 
Planeación Regional.

4.	Controlar los procesos de expansión urbana en Bogotá y 
su periferia.

5.	Avanzar a un modelo de ciudad región diversificado, con 
un centro especializado de servicios.

6.	Reconocimiento de la interdependencia del sistema ur-
bano y el territorial rural regional y de la construcción de 
la noción de hábitat en la región.

7.	Desarrollo de instrumentos de planeación, gestión ur-
banística y de regulación del mercado del suelo para la 
región.

8.	Equilibrio y equidad territorial para el beneficio social, 
con miras a disminuir factores generadores de pobreza, 
exclusión social y desigualdad de la población.

Estos objetivos dan cuenta de un modelo integrado de ciudad, 
cuya concepción reconoce que el desarrollo y el crecimiento eco-
nómico dependen en gran medida del mejoramiento en los índices 
de seguridad ciudadana y de seguridad humana de la población 
presente y futura de Bogotá, así como de la adecuada distribución 
de la presión migratoria en el espacio regional. Tal modelo amplía 
la noción de hábitat sostenible a partir de lograr una adecuada 
interrelación entre el territorio biofísico, las formas socioculturales 
de apropiación y el proceso de asentamiento y localización de la 
población, logrando un mejor diálogo e interdependencia entre el 
entorno natural con la vivienda, los equipamientos, la accesibilidad 
a los servicios públicos y la movilidad.

En el marco de la Ciudad - Región, se plantea que el Distrito 
promoverá la integración del mercado inmobiliario mediante acuer-
dos para la localización de vivienda, equipamientos, de servicios 
públicos y el desarrollo de proyectos que impulsen la generación 
de empleo, para lo cual se propenderá por el mejoramiento de las 
condiciones de conectividad y accesibilidad entre los diferentes 
centros urbanos y el Distrito Capital. En ese mismo sentido, se 
propone disminuir factores generadores de pobreza, exclusión so-
cial y desigualdad de la población mediante desarrollo de vivienda 
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social, mitigación de riesgos, dotación de equipamientos de acuer-
do con la demanda, atención a las causas que generan segregación 
espacial. Además, propone la inclusión de variables sociales en los 
instrumentos y procesos de planificación.

El marco general del componente regional hace énfasis en la 
búsqueda de un desarrollo equilibrado y sostenible del territorio en 
los aspectos económico, ambiental y social, que permita la crea-
ción de nuevas ventajas competitivas para la región, su goberna-
bilidad, la seguridad ciudadana, la reducción de la pobreza y el 
equilibrio en el ordenamiento territorial.

Áreas de actuación estratégica en el marco 
de una agenda regional

El POT define las siguientes áreas de actuación estratégica:

1.	Gestión de proyectos económicos regionales.

2.	Conservación, restauración y aprovechamiento sostenible 
de los recursos naturales regionales y del medio ambiente.

3.	Movilidad inteligente.

4. Servicios públicos según líneas de política de desconcen-
tración de hábitat.

5.	Vivienda y equipamentos, integrando servicios y activida-
des económicas.

6.	Planeamiento ambiental y territorial para la región, aten-
diendo necesidades biofísicas y socioeconómicas del te-
rritorio.

7.	Sistemas de información para la región para monitorear 
la sociedad, su economía y avances.

8.	Fortalecimiento de la institucionalidad y de la participa-
ción social.

9.	Seguridad alimentaria, modernización del sector agrope-
cuario.
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Con lupa de género

Los anteriores planteamientos, comprendidos en los objeti-
vos y el marco general del Plan, si bien en términos neutros 
podemos considerarlos positivos en sus alcances, no tienen in-
corporado un enfoque de género que exprese propósitos hacia 
logros de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

Desde un enfoque poblacional y de género, cabe preguntar-
nos: ¿cómo se logran los propósitos planteados, hacia quienes 
están dirigidos, a quienes favorecen?, ¿cómo se pueden disminuir 
factores generadores de segregación y pobreza, exclusión social 
y desigualdad de la población y lograr la seguridad humana y ciu-
dadana, la sostenibilidad económica y ambiental de largo plazo, 
de manera que hombres y mujeres en sus distintas posiciones 
económicas y sociales, de edad, condición física y ascendientes 
étnicos, queden incluidos en términos de igualdad?

Con el objeto de resolver estos interrogantes, vemos nece-
sario acercarnos a una definición de los conceptos de seguri-
dad humana y ciudadana mencionados en los objetivos y, desde 
este marco, identificar cómo la segregación y la exclusión social 
tienen expresiones diferentes según se trate de hombres y mu-
jeres. Lo anterior con el fin de determinar sus alcances e iden-
tificar la orientación de políticas y estrategias específicas en el 
POT que contribuyan a modificar condiciones de inequidad en 
el territorio, las cuales se traducen en desigualdades sociales y 
de género.

En el Informe de Desarrollo Humano de 1994, la seguridad hu-
mana se definió de manera amplia como “ausencia de temor y 
ausencia de carencias” y es caracterizada como “la seguridad 
frente a amenazas crónicas tales como el hambre, la enferme-
dad y la represión, al igual que la protección contra interrup-
ciones súbitas y dañinas en los patrones de la vida diaria, sean 
éstas en los hogares, en el trabajo o en las comunidades”. Poste-
riormente se describieron las cuatro características básicas de 
la seguridad humana: ser universales, interdependientes en sus 
componentes, centradas en las personas y mejor garantizadas 
mediante prevención (PNUD, 2008).

La aparición del concepto de seguridad humana responde, 
sobre todo, a dos nuevas ideas formuladas hace no más de 15 
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años: a) la seguridad debe centrarse en las personas; y b) la 
seguridad de las personas se ve amenazada no sólo por la vio-
lencia física, sino también por otras amenazas a su subsistencia 
en condiciones de dignidad. A estas ideas habría que añadir una 
tercera referida a los medios: la seguridad no puede alcanzarse 
mediante la confrontación y las armas, sino mediante la coope-
ración y la política (Pérez de Armiñon, 2006).

La seguridad humana, al menos tal como la definió el PNUD 
y la entiende el ‘enfoque amplio’ de la misma, tiene una dimen-
sión cuantitativa, referida a la satisfacción de las necesidades 
materiales para garantizar la subsistencia física de las personas 
tales como las de alimentación, cuidados de salud, vivienda o 
educación, y abarca también una dimensión cualitativa, consis-
tente en una serie de aspectos vinculados al valor de la dignidad 
humana tales como la participación en los asuntos de la comu-
nidad, el control sobre la propia vida, la autonomía personal, 
etcétera. En consecuencia, las amenazas a la seguridad humana 
se han identificado en siete categorías principales:

•	 Inseguridad económica
•	 Inseguridad alimentaria
•	 Inseguridad en materia de salud
•	 Inseguridad personal
•	 Inseguridad ambiental
•	 Inseguridad de la comunidad y cultural
•	 Inseguridad política

Ahora bien, los Estados son, muchas veces, causantes de la 
inseguridad humana, no obstante ser quienes deben garantizar 
la misma, en la medida que las políticas públicas no tienen en 
cuenta factores que vulneran a determinados grupos poblacio-
nales al no reconocer condiciones de vida diferentes. El no reco-
nocimiento de situaciones diferenciadas se traduce en desigual-
dad, ya sea social o de género.

La exclusión social, por su parte, hace referencia a formas de 
necesidad material y debilidad social relacionadas no sólo con la 
pobreza y la destitución en términos económicos, sino también 
con vínculos familiares y sociales, vivienda, servicios de apoyo y 
de integración social, educación y formación, desempleo tempo-
ral y marginalización social. La exclusión social no aparece por 
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azar; sus causas son estructurales: desempleo, discriminación, 
crecimiento del empleo inseguro o inestable y del trabajo mal 
remunerado, un sistema de prestaciones inadecuado y, en oca-
siones, punitivo, y políticas de gobierno que crean y sostienen la 
pobreza y la exclusión social. Además, muchos de sus efectos, 
como la enfermedad, no tener vivienda, ni acceso a servicios y 
movilidad, crean sucesivamente situaciones que atrapan a las 
personas en la pobreza3.

Es así como las circunstancias que determinan la exclusión 
de hombres y mujeres son diferentes y están circunscritas a los 
roles sociales. A un hombre, la pérdida del trabajo puede con-
ducirlo a una situación de marginalización social, económica 
y humana, en tanto que las mujeres, dado que tienen dobles 
roles sociales –el determinado por el mercado de trabajo y el 
rol de madres y cuidadoras de personas dependientes–, están 
sujetas a mayores factores de exclusión. Es así que la falta de 
servicios públicos y equipamientos para la atención de las per-
sonas dependientes las afecta directamente a todas y no sólo a 
las mujeres en riesgo de convertirse en marginales; aunque, por 
lo general, los grupos más vulnerables son los que acceden de 
manera desigual al mercado de trabajo y a los servicios y equi-
pamientos sociales.

La segregación, por su parte, tiene una expresión clara en la 
espacialidad: dónde viven unos y otros, cuál es el acceso a ser-
vicios y equipamientos, qué niveles de integración en los usos 
de la ciudad existen. La percepción de inseguridad ciudadana, 
que afecta más a mujeres que a hombres, está motivada, entre 
otros factores, por la segregación y la exclusión en el uso de los 
espacios públicos, que se traducen en desconfianzas entre unos 
y otros, estigmatización, etcétera.

La política pública puede contribuir a reducir inequidades, 
desigualdad, exclusión y segregación, actuando sobre cada uno 
de sus componentes: i) el nivel socioeconómico; ii) la ubicación 
espacial y iii) el acceso a bienes y servicios (UNAL, 2007), com-
ponentes relacionados con el acceso a los equipamientos, al es-
pacio urbano y a una mejor distribución del ingreso en la ciudad.

En relación con  la anterior argumentación, podemos concluir 
que las nueve áreas de actuación estratégicas del POT son per-

3 Ibíd.
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tinentes para mejorar y facilitar condiciones de vida de las mu-
jeres, en la medida que se cuente con información que permita 
conocer sus problemáticas específicas y se actúe en consecuen-
cia con dichas necesidades.

Como ya hemos señalado, desde el enfoque de género, las 
actuaciones prioritarias deben apostar a la superación de los 
obstáculos que limitan el acceso de las mujeres al trabajo en 
condiciones de equidad, mediante servicios y equipamientos 
que reduzcan sus sobrecargas de responsabilidades, sistemas 
intermodales de transporte que les permitan ahorrar tiempo y 
recursos en condiciones seguras, acceso a un hábitat digno y 
seguro y a un ambiente saludable.

Es importante hacer énfasis en la necesidad de contar con 
sistemas de información con enfoque de género, por lo que se 
resalta como una de las áreas de actuación estratégica y priori-
taria definidas en el POT.

Claves para incorporar la perspectiva de género

El Sistema de Información para la Región y el Distrito Capi-
tal debe desarrollar herramientas que apoyen la toma de deci-
siones. Un primer nivel fundamental de avance en este sentido 
es conocer cómo está conformada la población y cuáles son 
sus necesidades específicas. Esto implica reformular algunas 
de las categorías de análisis utilizadas para recabar dicha in-
formación y que justifican los diagnósticos en los que debieran 
basarse las políticas, los programas y los proyectos.

Por ejemplo, la Encuesta de Calidad de Vida y los estu-
dios sectoriales específicos que sustentan el POT y los Planes 
Maestros, contienen información desagregada por sexo, pero 
ésta no es interpretada en los análisis y las conclusiones que 
llevan a revisar y redefinir las políticas.

Para implementar los objetivos de construcción compartida 
de la región Bogotá - Cundinamarca, es fundamental contar 
con información que permita: identificar condiciones laborales 
de las mujeres en la región y nivel de oportunidades u obstácu-
los para su incorporación a la micro producción agrícola y a la 
producción agroindustrial, a los sistemas de comercialización 
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y la disminución de riegos laborales y ambientales en el tra-
bajo en zonas rurales y urbanas en la región; contar con datos 
de mujeres que se desplazan a Bogotá y a la región diariamen-
te, horarios y tipo de actividad que desempeñan, condiciones 
de traslados, seguridad y horarios del transporte; determinar 
situación de la vivienda, midiendo déficits cuantitativos y cua-
litativos frente a riesgos de desastres, además de otras varia-
bles que es necesario precisar en relación con niveles de edu-
cación, pobreza, ingresos, acceso a equipamientos, etcétera.

Al respecto, además, se propone incluir variables desagre-
gadas por género en los diferentes sistemas de información 
que generan los criterios técnicos de decisión para la planifi-
cación y la realización de intervenciones sobre la Ciudad - Re-
gión, con énfasis en la problemática de seguridad ciudadana.

En cuanto a los objetivos, es necesario que el enfoque de 
género quede incorporado de manera explícita en los objetivos 
del POT, para que luego se traduzca en las políticas, los pro-
gramas y los proyectos, los cuales deben ser coherentes con 
los mismos. Para ello se hacen algunas recomendaciones:

•	 Incluir un nuevo objetivo que incorpore explícitamente la 
equidad de género en el POT, buscando consolidar la se-
guridad humana con equidad de género como base de 
los procesos de actuación sobre el territorio de la Ciudad 
- Región.

•	 El Distrito deberá promover de manera prioritaria las 
actuaciones que permitan prevenir las amenazas súbi-
tas y crónicas que afectan a la ciudadanía, atendiendo 
a la especificidad de género con la que se presentan 
respecto de los diferentes sectores y grupos sociales. 
De igual manera, establecerá mecanismos de actua-
ción que contribuyan eficientemente a la regulación y el 
control del riesgo, poniendo atención especial sobre los 
sectores de población que presentan mayores niveles de 
vulnerabilidad.

•	 Considerando los elevados niveles de inseguridad para 
las mujeres respecto de los demás sectores sociales en 
el territorio, motivados por las violencias por razones de 
género, se adoptarán medidas especiales que mejoren 
sus oportunidades de disfrute y aprovechamiento de los 
diferentes espacios de la Ciudad - Región.
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•	 Se propone modificar el objetivo 8 (equilibrio y equidad 
territorial para el beneficio social), incluyendo de manera 
explícita la equidad de género en los puntos de este ob-
jetivo que refieren a disminuir la pobreza y la exclusión, y 
a la provisión de servicios y equipamientos accesibles a 
toda la población.
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Red de ciudades, 
nuevo modelo 

de ordenamiento 
del Distrito Capital

Para realizar el análisis de los ajustes al modelo de ordenamien-
to basado en la red de ciudades, se tomaron las políticas generales 
del POT del Distrito Capital y dentro de este título se revisaron 
específicamente las políticas generales y las estrategias de ordena-
miento para el Distrito Capital.

Las políticas del POT están orientadas 
fundamentalmente a la recuperación del 
río Bogotá y las fuentes hídricas, la pre-
servación de áreas rurales, la recupera-
ción del medio ambiente, los cerros, los 
humedales y las quebradas del Distrito 

Capital, la atención de la demanda de vivienda social y equipa-
miento en áreas de expansión, la consolidación de la ciudad cons-
truida y la integración regional mediante una movilidad eficiente.

Estos propósitos están expresados en las siguientes políticas 
sectoriales:

•	 Políticas ambientales
•	 Políticas de competitividad
•	 Políticas de hábitat y seguridad humana

Políticas 
generales para el 

Distrito Capital
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•	 Políticas de movilidad
•	 Políticas de dotación de equipamientos
•	 Políticas de dotación de servicios públicos domiciliarios
•	 Políticas de recuperación y manejo del espacio público
•	 Políticas de información para la planeación y el ordenamiento
•	 Políticas para el área rural

Se presta especial atención a las políticas de hábitat y seguri-
dad humana, movilidad, dotación de equipamientos, recuperación 
y manejo del espacio público, e información para la planeación y 
el ordenamiento.

Las políticas de movilidad y de espacio público se considerarán 
aquí en términos generales y se retomarán de manera específica en 
el análisis de los planes maestros, no por considerarlas menos im-
portantes, sino porque no existen estudios específicos que permitan 
caracterizar la demanda poblacional desde un enfoque de género.

El objetivo de toda política es la orientación general sobre un 
área específica y está sustentada por una visión y concepción del 
problema de que se trate en el largo plazo. Su ámbito de actuación 
es una jurisdicción amplia (en este caso, el Distrito Capital y la 
región). Por lo tanto, desde el punto de vista de género, las políti-
cas debieran orientarse a resolver la desigualdad entre hombres y 
mujeres y expresar dicho principio en su definición. Desde esta óp-
tica analizaremos las políticas establecidas en el POT, que hemos 
priorizado.

A.	Políticas de hábitat y seguridad humana

En cuanto al desarrollo de la política de hábitat, el POT define en 
su artículo 9 que “el Distrito promoverá la realización de acciones 
conjuntas en el territorio regional encaminadas a la construcción 
de un hábitat sostenible a partir de lograr una adecuada interrela-
ción entre el territorio biofísico, las formas socioculturales de apro-
piación y el proceso de asentamiento y localización de la pobla-
ción. Con este objetivo se promoverá el desarrollo de actuaciones 
que integren el entorno natural con la vivienda, los equipamientos, 
la accesibilidad a los servicios públicos y la movilidad”.

La política de hábitat y seguridad humana integra la oferta 
de viviendas a la oferta de movilidad, espacio público y equipa-
mientos dotacionales de salud, educación, recreación, seguridad, 
justicia, movilidad local y servicios públicos domiciliarios. Esta 
política busca:
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1.	Promover un ordenamiento de la vivienda basado en los prin-
cipios de seguridad humana.

2.	Promover la urbanización legal mediante acciones preventi-
vas, orientadas a ofrecer alternativas económicas viables.

3.	Dar seguridad jurídica a los propietarios, poseedores y tene-
dores de viviendas en barrios ya legalizados.

4.	Proteger el patrimonio ambiental distrital y regional, contro-
lando la localización de asentamientos humanos en zonas de 
riesgo mediante la autorregulación.

5.	Lograr la equidad entre urbanizadores y constructores, com-
pradores de vivienda y la ciudadanía.

6.	Velar por la investigación y definición de programas para pro-
mover que las viviendas y los barrios mejoren sus condicio-
nes ambientales, sanitarias y de ecoeficiencia.

Con lupa de género

El tema de vivienda y hábitat es particularmente sensible para 
las mujeres ya que son ellas, fundamentalmente, quienes reali-
zan en el contexto familiar las principales funciones que tienen 
lugar en la vivienda y su entorno, vinculadas a la reproducción, 
al cuidado y la recuperación de la fuerza de trabajo: protección 
y cobijo, alimentación e higiene, educación y socialización, ade-
más de la construcción de redes sociales en el contexto barrial. 
Estas funciones se ven facilitadas o dificultadas dependiendo 
de las posibilidades de acceso a servicios públicos y sociales 
de cuidado infantil, educación y salud, entre otros, además, de-
pendiendo de la seguridad de la tenencia y la calidad espacial y 
ambiental de la vivienda.

Sin embargo, con base en el análisis de la información de dis-
tintas fuentes que a continuación se presentan, se constata que 
las mujeres, especialmente las más pobres, se enfrentan a una 
serie de limitaciones para el acceso a viviendas y hábitats dignos.

Como ya señalamos, “la incidencia de la pobreza en Bogo-
tá se presenta fundamentalmente en los hogares con jefatura 
femenina. El 43% de los hogares pobres con jefatura femenina 
tienen niños menores de siete años. El 37,5% de las mujeres je-
fas de hogar son propietarias, en contraste con el 53% para los 
hogares con jefatura masculina y los ingresos familiares de las 
primeras son el 19% más bajos que en aquellos con jefaturas 
masculinas” (Serna, 2008).
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Respecto a la estratificación socioeconómica, el grupo fami-
liar tipo se ubica en la localidad de Ciudad Bolívar, donde pre-
dominan los estratos socioeconómicos uno y dos4. En cuanto al 
tamaño del grupo familiar, se asume que está compuesto por 
cuatro personas: la madre y tres descendientes. Por tiempo de 
residencia en la ciudad, hablamos de descendientes de inmi-
grantes. Su actividad económica es de ventas ambulantes o es-
tacionarias, con capital de trabajo, y en lo referido a tenencia de 
los inmuebles que habitan, 63,5% de las mujeres jefas de hogar 
no son propietarias.

En cuanto a redes sociales, se encuentra que las personas 
amigas, vecinas, comerciantes del barrio donde residen o fami-
liares, son una estrategia para la supervivencia. El apoyo que re-
ciben de esos miembros de la sociedad se refleja en la atención 
de los menores de edad y las personas enfermas o de la tercera 
edad, y en la obtención de créditos para cubrir los gastos de la 
canasta de alimentos.

En la localidad de Chapinero, donde predomina un estrato 
medio, 34,7% de los hogares tiene ese tipo de jefatura femeni-
na5. A diferencia de Ciudad Bolívar, la escolaridad corresponde a 
estudios universitarios completos, con posgrado o no. El tamaño 
del hogar es de tres personas; la actividad económica y posición 
ocupacional corresponden a trabajadora independiente.

La peor situación en materia de servicios se localiza en Ciu-
dad Bolívar, para educación en Santa Fe; en lo que tiene que ver 
con composición del hogar, Chapinero y Barrios Unidos compar-
ten el peor desempeño; y en calidad de vivienda, la peor situa-
ción es la de Barrios Unidos6.

Según el Sistema Unificado de Información sobre Violencias y 
Delitos, SUIVD, de la Secretaría de Gobierno de Bogotá D.C., en 
entrevistas en Tunjuelito, se destaca el papel de la mujer cabeza 
de familia que “no tiene dónde irse y no tiene cómo pagar una 
pieza”. También, el caso de la mujer cabeza de familia que es 
arrendadora pero no le pagan el arrendamiento: “los inquilinos 

4 En Colombia los niveles socioeconómicos de la población están subdivididos 
por estratos con base en el nivel de ingresos. El estrato uno es el de menores ingre-
sos y va ascendiendo hasta el estrato seis, de mayores ingresos.

5 Datos de la Encuesta de Calidad de Vida de Bogotá, 2007.
6 Ibíd.
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se instalan en la pieza, consumen servicios pero no cancelan, y 
a partir de allí vienen una cadena de enfrentamientos verbales 
que desemboca en violencia física. En estos casos, generalmen-
te, el marido es mantenido o se trata de mujeres sin maridos. La 
mujer está sola con sus hijos”.

Asimismo, la violencia asociada a la vivienda es una proble-
mática a considerar. Estudios del SUIVD (2007) expresan que en 
el contexto de las violaciones y abusos en la vivienda, protago-
nizados por conocidos, principalmente familiares, sobresalen: 
bajos niveles económicos, altos niveles de hacinamiento, inqui-
linatos.

La peor situación en materia de servicios se localiza en Ciu-
dad Bolívar, asimismo encontramos un porcentaje importante 
de hogares monoparentales con mujeres a cargo correspondien-
tes a los estratos sociales más bajos y que no son propietarias 
de la vivienda. Estos datos orientan acerca de la localización y la 
priorización de acciones.

La necesidad de mejorar la vivienda o su localización es el 
principal motivo de cambio de lugar de residencia, seguido por 
razones familiares y problemas económicos. Otros motivos, 
como el riesgo de desastre natural, problemas de violencia o 
necesidades de educación, son más frecuentes en localidades 
como Ciudad Bolívar, Sumapaz y La Candelaria. Las localidades 
donde se presenta el mayor desplazamiento al interior de las 
mismas son San Cristóbal, Sumapaz y Usme, las cuales tam-
bién presentan el porcentaje más alto de cambio por problemas 
para pagar el arriendo o la cuota de amortización, sugiriendo 
que los bajos niveles de ingresos repercuten en una alta movili-
dad de vivienda. Los hogares con hacinamiento crítico coinciden 
con las localidades más afectadas: Sumapaz (8,2%), Ciudad Bo-
lívar (7,6%), Santa Fe (5,2%) y Usme (4,6%).

El análisis de las localidades muestra que los mayores por-
centajes de movilización ocurren en Engativá, donde los prin-
cipales motivos para desplazarse son el “mejoramiento de la 
vivienda o su localización” y “razones familiares”. Asimismo en 
esta localidad los hogares con jefatura de mujer son 39%, con 
jefatura de mujer sin conyugue son 30,8% (25.000 hogares) y 
10% con hijos o hijas menores de 18 años. La segunda locali-
dad con mayor porcentaje de personas que han cambiado su 
sitio de residencia es Kennedy, donde las causas principales son 
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las mismas que en el caso anterior. Una de las localidades con 
menores tasas de movilización es Barrios Unidos, que a su vez 
se destaca por el peor desempeño en relación a calidad de la 
vivienda. Sería necesario profundizar para complementar la in-
formación anterior respecto a la composición de los hogares en 
relación específicamente con movilidad por razones de vivienda 
y calidad de la misma.

La cantidad de viviendas deshabitadas en determinadas lo-
calidades es: 468 en Chapinero, 238 en Teusaquillo, 173 en 
Barrios Unidos, 172 en La Candelaria, 172 en Santa Fe, 170 
en Suba, 143 en Usaquén, 130 en Antonio Nariño, 112 en San 
Cristóbal, 118 en Fontibón, 109 en Engativá, 97 en Kennedy, 95 
en Tunjuelito, 76 en Usme y 55 en Bosa.

Estos datos deben ser considerados a los fines de definir 
políticas de vivienda, teniendo en cuenta que algunas de las 
localidades que se mencionan tienen problemas marcados en 
este tema.

Claves para incorporar la perspectiva de género

Competir con la oferta de vivienda ilegal como propone la 
política de hábitat, implica desarrollar estrategias diversifica-
das que den respuesta a los distintos arreglos familiares, fa-
milias monoparentales a cargo de mujeres, familias extensas, 
hogares unipersonales, como también a las distintas posibili-
dades de generación de ingresos. Esto implica la implementa-
ción de programas contra la indigencia y la pobreza, y ofertas 
diferenciadas de acceso a la tenencia segura de la vivienda: 
subsidios para vivienda en arriendo, mejoramiento barrial y 
de la vivienda, recuperación y redensificación de edificaciones 
localizadas en zonas centrales o intermedias, con destino a 
hogares monoparentales con hijos o hijas pequeños y/o per-
sonas mayores, que privilegien la cercanía a servicios, amplia-
ción de subsidios para hogares con ingresos informales que 
minimice la dependencia del crédito bancario, entre otras.

La política de hábitat del POT contrasta con la política 
nacional de vivienda y hábitat para compra de vivienda nue-
va, centrada principalmente en familias vinculadas al empleo 
formal, en la medida que se basa en una fórmula financiera 
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que reúne cuota inicial (10% como mínimo), subsidio estatal 
o distrital (40% para la vivienda prioritaria) y crédito ban-
cario. Esta fórmula deja por fuera del acceso a la vivienda a 
la mayor cantidad de familias vinculadas al empleo informal 
que en Bogotá representa a 60% de la población, de la cual 
60% son mujeres.

Cabe destacar que las localidades de Ciudad Bolívar, Santa 
Fe, Usme y Sumapaz son donde hay más hacinamiento y la 
demanda de vivienda y servicios es más acuciante y coincide, 
además, con los mayores porcentajes de mujeres jefas de ho-
gar en situación de pobreza y con empleos informales. Esta 
información resulta clave para precisar la orientación de las 
políticas de hábitat que debe ser diversificada con distintos 
tipos de intervenciones.

La política de hábitat requiere, además, articularse con 
políticas de superación de pobreza, ya que el acceso a la vi-
vienda y al hábitat está directamente relacionado con ingresos 
y capacidad de pago familiares. No obstante, el concepto de 
vivienda digno debe desligarse de la capacidad de pago de las 
personas.

B.	Políticas de movilidad

Se orientan a mejorar la productividad de la ciudad y la región 
mediante acciones coordinadas sobre los subsistemas vial, de 
transporte y de regulación y control del tráfico, con el fin de garan-
tizar proyectos eficientes, seguros y económicos, que tiendan a la 
generación de un sistema de transporte de pasajeros urbano regio-
nal integrado y a la organización de la operación del transporte de 
carga para mejorar su competitividad en los mercados nacionales 
e internacionales.

Para el efecto, las inversiones en proyectos de recuperación, 
mantenimiento, adecuación y construcción de infraestructura vial 
y de transporte, deberán responder según el POT a las siguientes 
directrices:

1.	Priorizar las inversiones en proyectos que completen la malla 
vial arterial e intermedia y el sistema de espacio público ya 
construidos, para mejorar la conectividad entre el centro, las 
centralidades y la región.
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2.	Priorizar los recursos para mejorar, adecuar y construir vías y 
equipamientos de integración, en las áreas donde se realicen 
operaciones estratégicas de integración urbana y regional.

3.	Destinar eficientemente los recursos captados por la apli-
cación de los instrumentos de financiación derivados de las 
actuaciones urbanísticas, con particular referencia a la parti-
cipación en las plusvalías, las compensaciones por parquea-
deros y cesiones al espacio público, así como al aprovecha-
miento económico de este último, para mantener, adecuar y 
construir la malla vial de la ciudad y los equipamientos de 
integración.

Con lupa de género

Las políticas de movilidad deben estar orientadas no sólo a la 
eficiencia de los mercados sino que deben procurar facilitar las 
actividades de la vida cotidiana de las personas, realizando una 
interconexión adecuada en distancias, tiempos y costos desde 
los niveles locales a los niveles regionales según la demanda. No 
obstante, éstas deben ser, a su vez, resultantes de la interacción 
con otras políticas de usos de suelo que relacionen de manera 
eficiente las zonas de producción, vivienda y servicios.

En El futuro de la movilidad de Bogotá, cuadernos del informe 
de desarrollo humano (2006), se afirma que “entre el ingreso y 
movilidad hay una clara interacción. El ingreso condiciona la 
capacidad de movilidad pero la movilidad condiciona a su vez el 
ingreso. El pobre puede perder oportunidades laborales porque 
no tiene el dinero suficiente para transportarse de un sitio a 
otro, sin movilidad no es posible ampliar el espacio de las capa-
cidades, inmovilidad es sinónimo de exclusión”.

Desde un enfoque de género, el primer señalamiento a rea-
lizar es que el desconocimiento sobre el patrón de movilidad 
de las mujeres de Bogotá, población que constituye 52% de la 
misma, no permitiría cumplir con la premisa de entender la de-
manda para organizar de forma eficiente la oferta. Es necesario 
comenzar a cubrir este vacío con estudios específicos que den 
cuenta de la misma para evitar posibles factores de desigualdad 
y exclusión.

Si bien la Encuesta de Calidad de Vida 2005 identificó las per-
sonas entrevistadas por sexo, las conclusiones resultantes no 



43
Una ciudad al alcance de las mujeres

dieron cuenta de las diferencias en los usos. De igual manera, la 
encuesta Cómo avanza el Distrito en Movilidad, 2007, realizada a 
la ciudadanía por la Veeduría Distrital, tampoco tuvo en cuenta 
las demandas específicas de varones y mujeres sobre la movi-
lidad en la ciudad, ya que los resultados aparecen agregados.

Claves para incorporar la perspectiva de género

Con el objeto de lograr avanzar en una movilidad que asegu-
re mejoramiento de calidad de vida, competitividad e igualdad 
de oportunidades, es necesario:

•	 Profundizar en estudios sobre la utilización del transpor-
te público por parte de los grupos poblacionales que con-
forman la ciudad, haciendo una clara diferenciación de 
género que pueda determinar las demandas a ser tenidas 
en cuenta por el Plan Maestro de Movilidad en cuanto a 
cobertura interbarrial, rutas peatonales seguras, diseños 
del espacio público que contemplen la movilidad de las 
personas adultas con niños y niñas, de personas mayores 
y con discapacidades, etcétera.

•	 Impulsar estudios que den cuenta de la movilidad de las 
mujeres especialmente de los sectores sociales de baja 
renta, muchas de quienes, como ya vimos, están insertas 
en el sector informal de la economía, se trasladan con 
niños, niñas y cargas y sólo tienen como opción el trans-
porte público.

•	 Profundizar en el conocimiento de los viajes originados 
por “oficios del hogar” y la accesibilidad a los servicios y 
equipamientos que esto implica y que no necesariamente 
se asocian a los ejes viales principales sino a la red vial 
intermedia y local.

•	 Considerar la seguridad del transporte público en todos 
sus componentes, vías, esperas, unidades de transporte, 
y específicamente vinculada a los distintos tipos de vio-
lencia que se ejercen contra las mujeres en los mismos 
y producir información específica que aporte datos feha-
cientes que orienten acciones de políticas.

•	 Elaborar protocolos de transporte para que todos los pro-
yectos consideren la dimensión de género y cuenten con 
una representación de género para llegar a esta conside-
ración.



44
Red de ciudades, nuevo modelo de ordenamiento del Distrito Capital

C.	Políticas de dotación de equipamientos

Es objetivo de estas políticas mejorar el nivel de vida de los 
habitantes de la ciudad y la región a través de fortalecer la es-
tructura urbana, la red de ciudades de la región, el centro, las 
centralidades y las áreas estratégicas de integración regional, con 
base en la adecuación de la oferta de equipamientos en relación 
con la localización de la demanda, de los déficits existentes y de 
la mejor distribución en función de la adecuada integración con 
la región.

En el marco de la estrategia de ordenamiento que se adopta en 
el Plan de Ordenamiento Territorial y con el objeto de fortalecer la 
estructura de centralidades como base de la estrategia de ordena-
miento, el POT contempla las siguientes acciones:

1.	Conformar una red de equipamientos jerarquizada que res-
ponda a las exigencias sociales, funcionales y a la confor-
mación de la estructura urbana propuesta, en un modelo de 
ciudad región, que contribuya a mejorar la calidad de vida de 
sus habitantes.

2.	Localizar nuevos equipamientos de alta jerarquía en el centro 
y las centralidades de mayor rango, de acuerdo con su fun-
ción en la estrategia de ordenamiento del Distrito Capital y de 
la ciudad región: centralidades de integración internacional 
y nacional y centralidades de integración regional y urbana, 
con el fin de aprovechar sus condiciones de accesibilidad ac-
tual y potencial y sus ventajas comparativas como núcleos de 
integración territorial.

3.	Localizar nuevos equipamientos de escala urbana y zonal, 
con el fin de potenciar el ordenamiento y las funciones de 
centralidad en zonas estratégicas dentro de los barrios re-
sidenciales, tanto en la red de centralidades urbanas, como 
en aquellas de nivel zonal que se identifiquen en el proceso 
normativo mediante UPZ.

4.	Apoyar las acciones de mejoramiento integral de barrios, me-
diante la localización de equipamientos de carácter zonal y 
vecinal en áreas periféricas, atendiendo no sólo al cubrimien-
to de servicio que se preste, sino a la condición del equipa-
miento como elemento de integración comunitaria.

Las entidades encargadas de la formulación de cada plan maes-
tro de equipamientos deberán elaborar sus respectivos planes de 
conformidad con las directrices trazadas en este plan de ordena-
miento.
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Con lupa de género

La dotación de equipamientos a distintas escalas, como ya 
explicitáramos en el marco conceptual de este documento, es 
vital para el mejoramiento de la calidad de vida y también para 
apoyar el desarrollo de las actividades de la vida cotidiana y la 
ampliación de oportunidades para las mujeres.

La incorporación masiva de las mujeres al empleo en las úl-
timas décadas, con una participación alta en el sector informal 
de la economía, viene representando nuevos retos que inciden 
en la vida cotidiana, dada la necesidad de compatibilizar la vida 
familiar con la vida laboral o con las actividades de generación 
de ingresos, dentro o fuera de la casa.

La resolución de las contradicciones que afectan la vida co-
tidiana de todos y todas para compatibilizar responsabilidades 
en el mundo privado y público, común a todas las sociedades, 
se ha venido resolviendo por parte de la población a partir de 
estrategias individuales y familiares: contratación de servicios 
privados, recurrir al apoyo de otros familiares para el cuidado de 
los niños y niñas (madres, hermanas, hijas mayores, elección de 
trabajos de medio tiempo por parte de las mujeres).

Los resultados de la Encuesta de Calidad de Vida 2007 arrojan 
una razón de dependencia por edad para el Distrito Capital de 
47. Esto es: hay 47 personas en edad de dependencia por cada 
cien personas económicamente productivas. Al desagregar la 
dependencia se encuentra que 38 de estas personas son niños, 
niñas y jóvenes menores de 15 años y nueve son adultos mayo-
res de 65 años.

Usme, Ciudad Bolívar y Sumapaz presentan la mayor depen-
dencia de niños, niñas y jóvenes menores de 15 años. Las locali-
dades con mayor porcentaje de población infantil (cero a cuatro 
años) son Ciudad Bolívar y Usme por encima de 10%. Sumapaz, 
Usme, Ciudad Bolívar y Bosa tienen porcentajes de niños y niñas 
superiores al 15%. El tiempo promedio que dedica la madre al 
cuidado de niños y niñas menores de cinco años es de nueve ho-
ras o más, especialmente los fines de semana. Estas localidades 
requerirían ser priorizadas en los servicios de cuidado infantil y, 
en consecuencia, verificar la existencia de este servicio y la pre-
visión del mismo en los planes maestros de equipamiento. Se-
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gún datos de SUIVD (Rompiendo el Silencio), 28% de los meno-
res vive con su madre (hogares con un único adulto). Asimismo, 
cruzar este dato con las localidades donde hay mayor población 
infantil y el nivel socioeconómico de los hogares, posibilitará 
políticas más ajustadas de priorización de servicios.

Teusaquillo y Barrios Unidos presentan la mayor dependen-
cia por ancianidad (14), seguidas por Chapinero (13), Antonio 
Nariño y Puente Aranda (12). En las localidades de Teusaquillo, 
Barrios Unidos, Puente Aranda y La Candelaria habitan los ma-
yores porcentajes de población de adultos mayores. Se requiere 
profundizar el análisis de la demanda de posibles servicios y 
equipamientos específicos para este grupo etario. Asimismo, 
es un aspecto a tener en cuenta en las decisiones de renova-
ción urbana de la Zona Centro. Este dato requeriría conocer el 
diagnóstico poblacional de la Zona Centro y sus características 
socioeconómicas. Las personas adultas mayores son, por lo ge-
neral, mujeres solas, quienes podrían ser sujetas de políticas 
específicas de vivienda, atención en salud, etcétera.

En relación a las personas dependientes adultos y adultas 
mayores, como ya señaláramos cuando nos referimos a la trans-
formación de la composición de los hogares, la estructura po-
blacional de Bogotá al 30 de junio de 2007 posibilita visualizar 
claramente cómo a mayor tramo de edad se incrementa sensi-
blemente la población de mujeres. Esto es de suma importancia 
al momento de pensar en políticas de salud, vivienda, cuidados, 
jubilación o sistemas de ingresos mínimos, teniendo en cuenta 
el mayor grado de vulnerabilidad de las mujeres adultas mayo-
res. La ECV (Encuesta de Calidad de Vida) discrimina la depen-
dencia de niños y niñas por mujer, pero no la dependencia de 
mayores de 64 años, o sea por ancianidad. En este sentido sería 
importante indagar las personas mayores dependientes por en-
fermedad o discapacidad que por lo general están a cargo de 
mujeres y que se sumarian a las horas de cuidado de menores.

La dependencia arriba señalada adquiere mayor relevancia 
cuando cruzamos dichos datos con la situación socioeconómi-
ca de la población y de las mujeres en particular. Los datos 
muestran las brechas en la inserción ocupacional de las mujeres 
respecto a los varones. De igual manera, esto tiene un correlato 
con la menor disponibilidad de tiempos de las mujeres con hijos 
o hijas pequeños, por lo cual las acciones destinadas a la provi-
sión de servicios de cuidado son relevantes.
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Claves para incorporar la perspectiva de género

Se propone abordar la dotación de equipamientos, particu-
larmente los de bienestar social, desde una óptica diferente a 
la meramente asistencial dirigida exclusivamente a los secto-
res más vulnerables.

Una política de equipamientos con enfoque de género debe 
estar centrada, además, en el reconocimiento de la división 
sexual del trabajo como obstáculo para la igualdad de oportu-
nidades para las mujeres. En dicha política, la maternidad y el 
cuidado de niños y niñas y de personas dependientes deben 
ser asumidos como responsabilidades sociales.

En este sentido, el gobierno local debe garantizar la dis-
tribución equitativa de servicios de proximidad en el territo-
rio: cuidado infantil y de personas discapacitadas y mayores 
dependientes, comedores y centros de apoyo escolar y vaca-
cional. Asimismo, considerar la vinculación de centros edu-
cativos, servicios de salud, cuidado de niños y niñas y equipa-
mientos de seguridad ciudadana, con las rutas de transporte 
público.

Esto requiere de estudios específicos de la demanda en la 
ciudad, tipos y funciones de nuevos equipamientos y la identi-
ficación de posibles fuentes de recursos y articulación con Se-
cretarías diferentes a la de Integración Social, para garantizar 
la dotación de equipamientos que apoyen la incorporación de 
las mujeres al empleo. Al mismo tiempo, definir metas progre-
sivas que prioricen los estratos más carenciados, avanzando 
sucesivamente hacia un cubrimiento más amplio de oferta que 
pueda cubrir otros estratos sociales.

Entre los nuevos equipamientos es necesario considerar los 
concernientes a la atención y prevención de las violencias de 
género hacia las mujeres en la ciudad, que requieren también 
una nueva concepción en su tratamiento y en la respuesta a 
través de servicios especializados, tema que será ampliado en 
el tercer capítulo del presente documento.

Otro aspecto a considerar es el de la población con limita-
ciones físicas permanentes. En Bogotá asciende a 3% la po-
blación con limitaciones o impedimentos para la movilidad de 
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manera libre e independiente. Este dato, registrado por la Vee-
duría Distrital en la encuesta Cómo avanza el Distrito en movili-
dad 2007 y en relación a la necesidad de transporte público, lo 
anotamos en este apartado vinculado al equipamiento, porque 
esta población se suma a la población dependiente que requie-
re de otro adulto para su cuidado.

En este mismo sentido, cabe destacar que los últimos go-
biernos distritales7 han implementado algunos nuevos equi-
pamientos que apoyan el avance en la equidad entre hombres 
y mujeres, entre los que podemos mencionar: las Casas de 
Igualdad de Oportunidades, Casas Refugio para Mujeres Mal-
tratadas, Casas Respiro para Cuidadoras de Personas Disca-
pacitadas, centros comunitarios y comedores, los cuales de-
ben incorporarse a la red de equipamientos del POT.

D.	Políticas de espacio público

Entre sus políticas, el POT establece la política sobre recupera-
ción y manejo del espacio público. La política de espacio público 
se basa en la generación, la construcción, la recuperación y el man-
tenimiento del espacio público, tendientes a aumentar el índice de 
zonas verdes por habitante, el área de tránsito libre por habitante, 
su disfrute y su aprovechamiento económico, bajo los siguientes 
principios que orientan el Plan Maestro de Espacio Público:

1.	El respeto por lo público.
2.	El reconocimiento del beneficio que se deriva del mejora-

miento del espacio público.
3.	La necesidad de ofrecer lugares de convivencia y ejercicio de 

la democracia ciudadana y de desarrollo cultural, recreativo 
y comunitario.

4.	El uso adecuado del espacio público en función de sus áreas 
y equipamientos a las diferentes escalas de cobertura regio-
nal, distrital, zonal y vecinal.

5.	Responder al déficit de zonas verdes de recreación pasiva y 
activa en las diferentes escalas local, zonal y regional.

6.	Garantizar el mantenimiento del espacio público construido, 
mediante formas de aprovechamiento que no atenten contra 
su integridad, uso común y libre acceso.

7 Bogotá sin Indiferencia 2004-2008 y Bogotá Positiva 2008-2012.
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7.	La equidad en la regulación del uso y aprovechamiento por 
diferentes sectores sociales.

8.	Orientar las inversiones de mantenimiento y producción de 
espacio público en las zonas que presenten un mayor déficit 
de zonas verdes por habitante, con especial énfasis en los 
sectores marginados de la sociedad.

9.	Recuperar como espacio público las rondas de los cuerpos de 
agua privatizadas.

Con lupa de género

La relación de las mujeres con el espacio público aparece 
mediada por distintos factores; el recurso tiempo, la seguridad 
para transitar y permanecer en los espacios, y las condicionan-
tes sociales y culturales que le asignan o inhiben determinados 
comportamientos. Asimismo, a estas mediaciones que respon-
den a su condición de género es necesario sumar condicionan-
tes compartidas por otros colectivos sociales, como la edad, o 
las discapacidades físicas.

Diferentes estudios señalan las diferencias en los modelos in-
ternalizados en varones y mujeres referidos a su ubicación en el 
espacio público. La dimensión política del espacio público tiene 
su correlato con la dimensión físico espacial que se manifiesta 
en las opiniones y percepciones acerca de la autorización de 
presencias y ausencias en el espacio público para unos y otras; 
estereotipos de género que están en la base de las percepcio-
nes que aún hoy prevalecen, aunque se manifiesten de distinto 
modo (la mujer en el espacio de la casa y el varón en la calle), 
y de las actividades posibles de realizar en el espacio público, 
asignadas desde los valores predominantes a uno y otro sexo 
(Rainero y Rodigou, 2004).

El equipamiento y mobiliario urbano de los espacios públicos 
es un factor que estimula o inhibe determinadas prácticas en 
dicho espacio. Espacios sin infraestructura es posible que gene-
ren espacios deshabitados; por otra parte, espacios con ciertos 
equipamientos, como por ejemplo, vegetación, asientos, juegos, 
senderos peatonales, instalaciones deportivas, resueltos con ca-
lidad estética y funcional, estimulan el tránsito y la permanencia 
y facilitan las interacciones entre las personas. Sin embargo, 
se ha observado que la lógica del equipamiento o mobiliario 
urbano descuida las demandas de la diversidad de población 



50
Red de ciudades, nuevo modelo de ordenamiento del Distrito Capital

que potencialmente los utiliza y responde a patrones genéricos. 
Ejemplo de esto son las instalaciones para deportes masculinos 
priorizadas sobre otras infraestructuras posibles.

Otro factor relevante asociado al espacio público es el temor 
y la inseguridad que experimentan las mujeres basado en da-
tos objetivos de los que dimos cuenta cuando referimos a las 
violencias de género. Como bien señala Bofill (2008), las muje-
res deben negociar día a día la apropiación del espacio público, 
particularmente por la inseguridad que les representa. Si bien 
las personas deben tener la libertad de poder transitar la trama 
urbana a cualquier hora del día y de la noche, factores como la 
falta de alumbrado y las dificultades en la accesibilidad pue-
den hacer que un espacio público resulte poco placentero, poco 
atractivo y poco seguro para una parte de las personas, sobre 
todo para las mujeres.

Claves para incorporar la perspectiva de género

Se propone que la política de espacio público considere ex-
plícitamente la equidad en el uso del mismo, no sólo desde el 
punto de vista social sino también de género, previendo los 
estudios específicos que den cuenta de los obstáculos para el 
uso y la apropiación del espacio público por parte de las mu-
jeres, los equipamientos y el mobiliario urbano necesarios, las 
actividades culturales que promuevan la convivencia y el uso 
mixto de los espacios. De igual manera, se propone que dicha 
política contemple la seguridad de los mismos a través de su 
diseño y servicios de apoyo específicos para la prevención de 
delitos y violencias de género.

E.	Políticas de información para la planeación y 
el ordenamiento

“Para planear y garantizar el cumplimiento de los objetivos, 
el Sistema de Información Distrital deberá incluir los datos e 
indicadores que permiten integrarlo al Sistema de Información 
regional”8.

8 Decreto 190 de 2004, Plan de Ordenamiento Territorial.
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Con lupa de género

Respecto a esta política, quisiéramos solamente enfatizar 
los aspectos ya señalados para el Sistema de Información defi-
nido en las áreas de actuación estratégica del POT, en el senti-
do de la importancia de contar con la implementación de una 
política de información para la planeación y el ordenamien-
to desde un enfoque de género que permita tomar decisiones 
efectivas de largo plazo para el mejoramiento de condiciones 
de vida, equitativamente para hombres y mujeres desde sus 
diversas situaciones específicas (etarias, físicas, étnicas, so-
ciales, sexuales).

Podemos agregar que la CEPAL9 ha realizado importantes 
avances sobre sistemas de información estadística con enfoque 
de género de las principales dimensiones sociales en las que se 
expresan las desigualdades de género del Programa de Acción 
Regional para las Mujeres de América Latina y el Caribe 1995-
2001 y la Plataforma de Acción de Beijing, que es necesario 
tener en cuenta, a la hora de perfeccionar un sistema de infor-
mación para la región y el Distrito Capital.

Claves para incorporar la perspectiva de género

Se propone fortalecer los sistemas de información del Dis-
trito en función de permitir la identificación de las necesidades 
específicas de la población en el territorio, desde una perspec-
tiva poblacional con enfoque de género.

Desagregar por sexo todos los datos referidos a los estudios 
de coberturas e impactos de la planeación en hombres y muje-
res de acuerdo a condiciones etarias, físicas, étnicas, sociales, 
sexuales y discapacidad, en relación con la movilidad, el acce-
so a la vivienda y los servicios y equipamientos de bienestar 
social, el uso del espacio público, la seguridad ciudadana, las 
condiciones ambientales, entre otras.

9 CEPAL, Comisión Económica para América Latina, División de Asuntos de Gé-
nero. http://www.eclac.cl/cgi-bin/getProd.asp?xml=/mujer/noticias/paginas/3/ 
29273/P29273.xml&xsl=/mujer/tpl/p18f-st.xsl&base=/mujer/tpl/top-bottom-
estadistica.xsl.
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Complementar el manejo de las cifras desagregadas por sexo 
con análisis especializados de género que den cuenta de las ne-
cesidades y los impactos diferenciados en el uso de la ciudad.

Desarrollo de indicadores de género para evaluar los avan-
ces en la equidad de género en el territorio.

Que los sistemas de información integren las violencias de 
género como un factor determinante hacia la prevención de las 
condiciones de seguridad del espacio público.

“El Territorio del Distrito Capital se 
ordena en el largo plazo según una es-
trategia que se implementará bajo tres 
principios básicos: el primero, la protec-
ción y tutela del ambiente y los recursos 
naturales y su valoración como sustrato 
básico del ordenamiento territorial; el 
segundo, el perfeccionamiento y optimi-

zación de la infraestructura para la movilidad y la prestación de 
servicios públicos y sociales para todos los ciudadanos del Distri-
to Capital en perspectiva regional, y el tercero, la integración so-
cioeconómica y espacial de su territorio urbano-rural a nivel inter-
nacional, nacional y con la red de ciudades prevista para la región 
Bogotá - Cundinamarca y departamentos vecinos”.

Estos principios comprometen decisiones de ordenamiento te-
rritorial en tres estructuras superpuestas e interdependientes: la 
estructura ecológica principal, la estructura funcional de servicios 
y la estructura socioeconómica y espacial. Tales decisiones afectan 
de forma integral e interdependiente todo el territorio urbano, de 
expansión y rural del Distrito Capital.

En este texto se abordan las tres estructuras propuestas para el 
ordenamiento territorial buscando identificar, para cada uno de los 
componentes que las integran, los aspectos más relevantes desde 
un enfoque de género y la información requerida que debiera sus-
tentar el mismo.

A.	Estructura ecológica principal

Está constituida por una red de corredores ambientales localiza-
dos en jurisdicción del Distrito Capital e integrados a la estructura 

Estrategia de 
ordenamiento 
para el Distrito 

Capital, principios 
básicos
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ecológica regional, cuyos componentes básicos son el sistema de 
áreas protegidas, los parques urbanos, los corredores ecológicos y 
el área de manejo especial del río Bogotá. Por sus valores ambien-
tales, paisajísticos y culturales, los elementos que hacen parte de 
la estructura ecológica principal se constituyen en el sustrato de 
base para el ordenamiento de la ciudad. “La recuperación, preser-
vación, integración y tutela son las determinantes que gobiernan la 
regulación que se fija para cada uno de ellos. Los cerros orientales 
y el río Bogotá, conjuntamente con los suelos rurales del Distrito 
Capital, conforman un continuo ambiental y protegido alrededor de 
la ciudad, cuya finalidad principal es evitar los procesos de conur-
bación con los municipios vecinos”10.

Con lupa de género

Desde el enfoque de género, la recuperación y protección de 
los recursos ambientales como el río Bogotá, las cuencas, los 
humedales y el ecosistema rural del Distrito y la Región, aportan 
a la sostenibilidad de la vida misma en relación a mejores condi-
ciones de salud y a la mitigación de los riesgos de desastres na-
turales, que tienen un fuerte impacto en mujeres, niñas y niños 
que viven y permanecen mayor tiempo en las zonas afectadas 
por deterioro ambiental.

El manejo de los residuos sólidos como el vertedero de Doña 
Juana, por ejemplo, viene presentando problemas que se han 
venido agravando para la población que vive en sus alrededores.

Asimismo y de acuerdo con lo expresado por las mujeres de 
los barrios, los humedales y las zonas de rondas que han sido 
recuperados caen rápidamente en nuevos ciclos de deterioro 
debido a que no cuentan con condiciones seguras para su apro-
vechamiento, con usos recreativos y pedagógicos y son general-
mente invadidos por habitantes de la calle11.

No es posible separar el tema ambiental de las personas que 
habitan una región y de los impactos que su manejo causa en la 
población y particularmente en las mujeres, las niñas y los niños.

10 Decreto 190 de 2004, Plan de Ordenamiento Territorial.
11 Programa Regional Ciudades sin Violencia hacia las Mujeres, Ciudades Se-

guras para Tod@s. Bogotá. Red Mujer y Hábitat (LAC), Red Nacional de Mujeres 
Colombia. Localidad de Suba. UNIFEM-AECID.
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“Tanto el sistema de género como el medio ambiente, de-
bido a su amplitud, son temas transversales y suelen consi-
derarse como problemas que atañen a todos los sectores de 
la planificación del desarrollo, además de tener relación entre 
sí” (Rico, 1998). Este hecho demanda la adopción de enfoques 
multisectoriales y multidisciplinarios. Frente a esta situación, 
el desafío consiste en identificar, para luego priorizar, las áreas 
en que estas temáticas se podrían apoyar recíprocamente, 
identificar las modalidades de acceso, uso y control de los re-
cursos naturales por parte de las mujeres y el impacto de los 
problemas ambientales sobre su salud, su trabajo, su tiempo y 
su calidad de vida.

Claves para incorporar la perspectiva de género

Las estrategias, los programas y proyectos de inversión 
deben fortalecer de manera efectiva la protección y recupe-
ración del medio ambiente –río Bogotá, cuencas, humedales, 
ecosistema rural–, teniendo en cuenta las siguientes conside-
raciones:

•	 Se requiere la medición de impactos ambientales sobre 
la población por género y condiciones de vulnerabilidad.

•	 Garantizar la calidad y seguridad ambiental con el ma-
nejo técnico eficiente de sistemas de disposición de ba-
suras en la ciudad, minimizando riesgos de salud para 
las mujeres, las niñas y los niños que habitan barrios 
colindantes.

•	 La situación que enfrentan hoy ciudades como Bogo-
tá frente al cambio climático obliga a complementar la 
construcción de mapas de riesgos a partir de sistemas 
de información con enfoque de género, que permitan vi-
sualizar impactos específicos en la población y también 
potencialidades para la superación de los mismos.

•	 Establecer en el POT políticas y programas prioritarios 
hacia un sistema de prevención y atención de desastres 
y emergencias en la ciudad, que a partir de la etapa de 
prevención, permita disponer de información y formación 
general. Y también un tratamiento diferencial entre muje-
res y hombres “teniendo en cuenta las exclusiones socia-
les, culturales, económicas, políticas, etarias y étnicas” 
(Saavedra, 2008).
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•	 Desarrollo de acciones educativas en torno a la preven-
ción de desastres naturales e implementación de equipa-
mientos de prevención y atención de desastres.

•	 Vinculación del manejo y la protección de recursos na-
turales con el Plan Maestro de Espacio Público y el Plan 
Maestro de Seguridad, que permita la preservación y el 
uso recreativo, pedagógico y en condiciones seguras, de 
los humedales y corredores ambientales por parte de mu-
jeres, niños, niñas y personas discapacitadas. Implemen-
tación de un sistema de administración de los mismos, 
que vincule a los colectivos sociales de los alrededores, 
colegios y mujeres principalmente hacia el aprovecha-
miento de estos recursos.

B.	Estructura funcional y de servicios

Está conformada por los sistemas generales de servicios públi-
cos, de movilidad y de equipamientos, cuya finalidad es garantizar 
que el centro y las centralidades que conforman la estructura so-
cioeconómico y espacial y las áreas residenciales, cumplan adecua-
damente sus respectivas funciones y se garantice de esta forma la 
funcionalidad del Distrito Capital en el marco de la red de ciudades.

Con lupa de género

Las funciones en áreas residenciales y centralidades están 
directamente relacionadas con el quehacer de las mujeres en las 
ciudades: actividades en la vivienda y su entorno a partir de las 
tareas domésticas y el cuidado de personas dependientes, acti-
vidades comunitarias para el mejoramiento barrial y el cuidado 
de la salud, actividades en el traslado de niños y niñas y la reali-
zación de compras y trámites y actividades laborales, por lo que 
la provisión y el adecuado funcionamiento de los servicios pú-
blicos, los equipamientos y la movilidad, facilitan u obstaculizan 
la vida cotidiana de las personas, en particular de las mujeres.

En este contexto, la movilidad cumple una función crucial en la 
ampliación o disminución de oportunidades para las mujeres. Las 
dificultades de tiempos de recorridos y espera, distancias a reco-
rrer, costos y seguridad en la movilidad, inciden directamente en 
estas múltiples funciones que cumplen las mujeres en la ciudad.
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Claves para incorporar la perspectiva de género

Como ya señalamos respecto a la política de dotación de equi-
pamientos, es necesario que dentro de la estructura funcional y 
de servicios, los equipamientos de bienestar social, educación y 
salud tengan componentes más definidos hacia la compatibiliza-
ción de la vida familiar y la laboral, mediante la incorporación y 
el fortalecimiento de una red de equipamientos locales, cercanos 
a la vivienda, que socialicen el cuidado de las personas (niñas, 
niños, personas mayores o discapacitadas) a cargo fundamen-
talmente de mujeres (economía del cuidado) y que permitan a 
éstas liberar tiempo productivo y para el descanso.

Asimismo, debe priorizarse el acceso a dichos equipamien-
tos de los estratos uno, dos y tres, que son los más afectados 
por la dependencia con el transporte público y los menores 
ingresos.

Los altos niveles de dependencia por edad (47 personas en 
edad de dependencia por cada cien personas económicamente 
productivas, de las cuales 38 son menores) que encontramos 
en las distintas localidades de Bogotá, con base en la Encues-
ta de Calidad de Vida 2007, arrojan luz sobre la necesidad de 
considerar los tiempos de cuidado y que debieran traducirse 
en servicios y equipamientos específicos distribuidos de forma 
equitativa en las distintas zonas de la ciudad, con horarios de 
funcionamiento y localizaciones accesibles.

Es necesario sistematizar la información disponible en las 
entidades responsables del equipamiento urbano, para anali-
zar la distribución en el territorio de los servicios de cuidado 
infantil, la accesibilidad a los mismos, el servicio que prestan, 
la población que atienden, focalizados específicamente en las 
localidades con mayor índice de dependencia por puerilidad y 
sector socioeconómico.

Se requiere profundizar diagnósticos y análisis de la de-
manda de posibles servicios y equipamientos específicos para 
los grupos etarios de mayor edad, en relación con servicios 
requeridos según localidades y sector socioeconómico.

Tal situación debe tenerse en cuenta principalmente en 
las decisiones de renovación urbana de la Zona Centro. Las 
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personas adultas mayores son, por lo general, mujeres solas, 
sujetas de políticas específicas de vivienda, atención en sa-
lud, etcétera.

La propuesta de distribución del equipamiento en el territo-
rio según los objetivos del POT (promover centralidades) debe 
ser evaluada atendiendo a estas especificidades y garantizan-
do los criterios de accesibilidad y cercanía de los servicios a la 
población, teniendo en cuenta la distribución territorial de la 
demanda para priorizar proyectos.

Los distintos componentes de la estructura funcional y de 
servicios, y en particular los mencionados, deben integrar 
en su definición los impactos diferenciales de género que 
garanticen su consideración en los planes maestros respec-
tivos12.

C.	Estructura socioeconómica y espacial

La estructura socioeconómica y espacial está constituida por el 
centro y la red de centralidades que concentran actividades eco-
nómicas y de servicios, que se disponen sobre todo el territorio 
del Distrito Capital para garantizar el equilibrio urbano y rural en 
prestación de servicios, la cohesión social, la integración de la ciu-
dad a diferentes escalas y el desarrollo económico para todos los 
habitantes del Distrito y de la región. Sus propósitos son:

•	 Equilibrar usos del suelo y distribución de espacios y servicios 
en función de incremento de la competitividad.

•	 Diseñar y priorizar intervenciones selectivas de mayor esca-
la que articulen proyectos de infraestructura, equipamien-
to, espacio público y espacio privado, que desempeñen un 
papel direccional en el reordenamiento de los sistemas ge-
nerales.

•	 Fijar una política de dotación de equipamientos, buscando el 
fortalecimiento de la estructura de centralidades como base 
del modelo de ordenamiento.

12 Decreto 190 de 2004, Plan de Ordenamiento Territorial: art. 19, Sistema de 
Movilidad; art. 20, Sistema de Equipamiento; art. 21, Sistema de Espacios Públicos.
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Con lupa de género

Garantizar el desarrollo económico de todos los habitan-
tes del Distrito y de la región implica necesariamente conocer 
cómo está distribuida la PEA en el territorio, dónde y en qué 
tipo de actividades se ubican hombres y mujeres, cuáles son 
los obstáculos o limitaciones dados por factores de seguridad, 
movilidad o recargo de tareas domésticas o cuidado de perso-
nas dependientes que enfrentan las mujeres para vincularse o 
permanecer en la esfera productiva, qué tipo de apoyos y de 
dotación de servicios y equipamientos se requieren para ga-
rantizar las condiciones de seguridad y la ampliación de opor-
tunidades.

El empleo femenino se ha consolidado principalmente en la 
rama de servicios (42%) y en el comercio (14%). En el sector in-
formal se ocupa 70% de la población subempleada, siendo igual 
la proporción para hombres y mujeres. Dentro de este sector, 
55% de las mujeres y 56% de los hombres son trabajadores por 
cuenta propia y están ubicados en el trabajo doméstico 7,8% de 
los informales subempleados, de los cuales 15% son mujeres y 
0,7% son hombres (Alvear y Dalmazzo, 2007).

Equidad en el empleo: el caso de Colombia

Según datos del DANE, la mayor parte de las mujeres que 
integran la PEA femenina y que trabajan son obreras o em-
pleadas de empresas particulares (DANE, Encuesta Continua de 
Hogares 2007).

La Candelaria, Teusaquillo y Engativá, en su orden, consti-
tuyen las localidades que presentan los niveles más altos de 
jefatura de hogar femenina de la ciudad, los cuales llegan a los 
niveles de 40,3%, 39,2 % y 39% de hogares con jefatura feme-
nina, respectivamente.

Las localidades con mayores brechas de género en cuanto a 
participación laboral son Kennedy, Ciudad Bolívar y Bosa. Les 
siguen Usme, Rafael Uribe y San Cristóbal.

Por otra parte, esto contrasta con que en Teusaquillo y Usa-
quén las mujeres tienen mayores niveles de estudio que los varo-
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nes, pero las tasas de participación en el mercado laboral son 20 
puntos inferiores que los hombres13.

Claves para incorporar la perspectiva de género

Es necesario identificar la participación de mujeres en ac-
tividades productivas ubicadas en las centralidades, con el fin 
de garantizar accesibilidad, seguridad y cercanía a equipa-
mientos de cuidado.

Construir mapas que den cuenta del empleo ligado a la vi-
vienda (vivienda productiva), que en Bogotá tiene una magni-
tud importante de generación de ingresos, por lo general, en 
cabeza de mujeres.

Distribución equitativa de equipamientos de responsabili-
dad social vinculados a la economía del cuidado, a diferentes 
escalas que permitan aplicar criterios como el de equidistan-
cia; esto es distancias mínimas y máximas entre los lugares 
donde viven las personas, las zonas donde se realizan activi-
dades cotidianas como trabajo y estudio con el acceso a los 
servicios sociales.

Posibilitar una movilidad eficiente y segura entre la región 
y el Distrito Capital y redes de equipamientos de cuidado de 
personas dependientes, para facilitar el acceso de las mujeres 
a las fuentes de empleo.

Priorizar la localización de equipamientos de cuidado de 
niños, niñas y otras personas, así como equipamientos de pro-
tección y atención a víctimas de violencias de género, en sitios 
cercanos a terminales de buses, Transmilenio, metro y tren de 
cercanías, vinculados a centralidades.

Establecer una red de centros de capacitación y formación 
para el trabajo que cuenten con equipamientos para el cuida-
do de niños, niñas y personas dependientes, y priorizar la loca-
lización de los mismos en sitios donde las mujeres presenten 
carencias educativas y se encuentren centralidades.

13 Alcaldía Mayor de Bogotá. Boletín de Prensa SDP No 11. Oficina Asesora de 
Prensa y Comunicaciones. 2009.
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El artículo 61 del Decreto 469 de 
2003 establece los Programas Priorita-
rios de Ejecución del Plan de Ordena-
miento Territorial. Los recursos a que 
hace referencia ese artículo se desti-
narán prioritariamente a los siguientes 
programas:

1.	Consolidación y sostenibilidad de los sistemas generales del 
Plan de Ordenamiento Territorial

2.	Consolidación del centro de la ciudad y de la red de centrali-
dades del Distrito Capital

3.	Articulación física y virtual con el comercio nacional e inter-
nacional

4.	Aumento del índice de seguridad humana
5.	Sostenibilidad ambiental
6.	Corresponsabilidad en la eficiencia del gasto público y cofi-

nanciación de la plataforma para la competitividad
7.	Fortalecimiento del Sistema de Planeación Regional y Distrital
8.	Plataforma de ciencia y tecnología para la competitividad in-

dustrial, agroindustrial y agrícola

Sobre la base de los temas centrales de género identificados en 
este estudio y partiendo de la definición que un programa implica 
intervenciones específicas, con presupuesto asignado y priorida-
des a corto plazo, se identificó como de mayor pertinencia para 
el análisis el punto 4, que establece como programa prioritario el 
aumento del índice de seguridad humana14.

El programa Aumento del Índice de Seguridad Humana articula 
los siguientes ocho subprogramas:

1.	Desarrollo de la política de hábitat
2.	Ejecución de planes maestros de equipamientos
3.	Ejecución de planes maestros de servicios públicos domici-

liarios
4.	Ejecución del Plan Maestro de Espacio Público
5.	Formalización del empleo informal y protección a población 

vulnerable
6.	Participación para la seguridad ciudadana
7.	Concertación para la ubicación de infraestructuras e instala-

14 Decreto 469 de 2003, artículo 65.

Inversión y 
ejecución 

prioritaria del POT: 
programas 
prioritarios
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ciones de servicios públicos domiciliarios con economías de 
escala regional

8.	Consolidación de una estrategia para evitar la generación de 
nuevos riesgos y la mitigación de riesgos existentes

Estos subprogramas articulan los siguientes proyectos:

•	 Vivienda nueva en suelo urbanizado y equipado
•	 Mejoramiento integral de barrios legalizados
•	 Titulación de predios en desarrollos legalizados
•	 Circuitos en corredores de movilidad local
•	 Construcción y adecuación de parques y andenes en estratos 

uno, dos y tres
•	 Reasentamiento de familias localizadas en zonas de alto ries-

go no mitigable

Con lupa de género

Las principales amenazas a la seguridad humana se vin-
culan a una serie de circunstancias entre las que se destacan 
la debilidad de la democracia, el aumento de la pobreza y la 
inequidad y, en forma creciente, la violencia urbana y la crimi-
nalidad.

Estos aspectos, si bien en términos generales están contem-
plados en el programa que analizamos, deben ser precisados 
en lo referente a los compromisos con la equidad de género y 
priorizados a través de programas y subprogramas que hagan 
énfasis en aspectos específicos que son más sensibles para las 
mujeres en relación con su seguridad desde el punto de vista de 
género, como son: el acceso al empleo formal, la salud, la segu-
ridad en la tenencia de la vivienda, el acceso a equipamientos 
y servicios de proximidad, la seguridad ciudadana frente a las 
violencias de género en el espacio privado y público, y la segu-
ridad ambiental.

Como ya hemos señalado, un aspecto fundamental para to-
mar decisiones y priorizar inversiones que sean incluyentes y 
promuevan la equidad, es conocer la situación específica de los 
distintos colectivos sociales diferenciados por género, teniendo 
en cuenta las necesidades y los posibles impactos que pueden 
generar las intervenciones en el territorio.
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Claves para incorporar la perspectiva de género

Como hemos visto, la organización del espacio tiene una es-
trecha relación con el uso del tiempo y, en consecuencia, con 
el aprovechamiento de las oportunidades que la ciudad ofrece 
y la democratización de las mismas. La organización del terri-
torio debe expresar esta vinculación y los alcances cuantitati-
vos y cualitativos de la seguridad humana.

Los programas prioritarios deben explicitar un enfoque de 
equidad de género.

A los ocho subprogramas priorizados es necesario agregar 
uno que establezca la ejecución del Plan Maestro de Seguri-
dad y la necesidad de realizar ajustes al mismo tiempo que 
incluyan el tratamiento específico a las violencias de género.

Vincular la seguridad ciudadana al Plan Maestro de Espacio 
Público y al Plan Maestro de Movilidad, de acuerdo con las 
recomendaciones referidas al análisis específico de estos dos 
temas.

Puesta en marcha, con bases en los estudios ya identifi-
cados, de ajustes al Plan Maestro de Equipamiento para un 
cubrimiento amplio del cuidado de niños, niñas y personas 
dependientes, vinculado a centralidades.
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América Latina y el Caribe es la región 
más urbanizada del mundo en desarrollo 
con 77% de su población viviendo en ciu-
dades (Informe 2008-2009 UN HABITAT), 
demandando vivienda, servicios públi-
cos, equipamientos, derechos humanos 
y seguridad ciudadana. Algunas explica-
ciones a esta dinámica social están re-

lacionadas con las fuertes migraciones internas y externas por la 
búsqueda de mejores oportunidades, la modificación continua de 
los patrones de producción, distribución y consumo dentro de las 
nuevas dinámicas de la globalización, las crisis económicas y los 
conflictos internos. En las ciudades hoy se concentran la econo-
mía del mundo, los intercambios financieros, las industrias, los 
hospitales, las universidades, las telecomunicaciones, los centros 
de poder político y cultural, conjunto de factores que las personas 
identifican como generadores de oportunidades y símbolos de pro-
greso y calidad de vida.

Sin embargo, las ciudades, y especialmente las latinoamerica-
nas, han crecido sin planificación, extendiéndose hacia las áreas 
rurales y zonas de protección ambiental, propiciando la concen-
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tración de riqueza y expulsando a los pobres hacia las periferias, 
lo que ha significado la creación de asentamientos urbanos en pre-
carias condiciones sociales, de habitabilidad y salubridad, y una 
marcada segregación territorial, social y de género que promueve 
desintegración social, exclusión, fragmentación, deterioro ambien-
tal, persistencia de inequidades e incremento de inseguridad urba-
na. Bogotá, a pesar de los esfuerzos de los últimos gobiernos, no 
escapa a esta caracterización.

En este contexto, las mujeres han jugado un rol en los proce-
sos de urbanización a través de su participación constante como 
eficaces gestoras barriales de la vivienda y los servicios públicos y 
sociales. Sin embargo, están sujetas a una serie de restricciones 
como ciudadanas y a constantes situaciones de violencias y agre-
siones en la ciudad.

Hoy la preocupación por la seguridad ciudadana vinculada a la 
seguridad humana es un tema central en las agendas de los gobier-
nos de las ciudades y forma parte de las agendas públicas, pero 
su enfoque tradicional ha estado caracterizado por concebir la se-
guridad ciudadana como la seguridad del Estado, principalmente 
orientada contra hechos denominados delictivos en los cuales la 
violencia de género, es decir, la que se ejerce hacia las mujeres por 
el solo hecho de serlo, no es considerada.

En consecuencia, un enfoque de seguridad ciudadana integral 
debe dar cuenta de la seguridad desde un enfoque de derechos 
humanos, que entiende la inseguridad como toda amenaza a la 
integridad y realización humana y que está en función de la satis-
facción de las necesidades humanas (PNUD, 2008). El enfoque de 
seguridad ciudadana como la libertad de los ciudadanos y ciuda-
danas tiene dos dimensiones: la objetiva, que es la victimización; y 
otra subjetiva, que es la sensación o percepción de inseguridad por 
medio del temor, la angustia y el miedo.

En esta segunda dimensión, la percepción de inseguridad es 
más alta para las mujeres que para los hombres. Para el caso de 
Bogotá, 61% mujeres y 55% hombres perciben la ciudad como 
insegura. Esta realidad es compartida por otras ciudades, por 
ejemplo, Medellín, donde las cifras corresponden 73% a mujeres 
y 57,4% a hombres (Universidad de Antioquia, 2008). Estas dife-
rencias entre mujeres y varones se reiteran en distintas ciudades 
latinoamericanas, como lo demuestra el estudio realizado en 2002, 
del que da cuenta el siguiente gráfico.
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Percepción de la inseguridad
Mujeres y varones

Fuente: Programa Indicadores Urbanos de Género - Instrumentos para la Go-
bernabilidad Urbana (2002) CICSA, Red Mujer y Habitat, UNIFEM (Oficina 
Regional para Brasil y Cono Sur).

La dimensión real objetiva hace referencia a las violencias ur-
banas que se han denominado delitos, se registran en el espacio 
público y las cuales se puede identificar claramente una víctima 
y un agresor, por ejemplo, robos, hurtos, homicidios, violaciones, 
maltratos de pareja, acoso sexual, atracos, etcétera.

La dimensión subjetiva tiene distintas explicaciones. Lucía Da-
mmert (2007) hace especial énfasis en el temor de las mujeres a 
la violación, al abuso sexual, a la transgresión de su territorio más 
íntimo, el cuerpo. Es decir, el temor de las mujeres a la violación de 
su cuerpo actúa como un dispositivo cultural que invade los otros 
temores a ser agredidas.

Otra interpretación desde el paradigma simbólico, según Hollan-
der (2001), sugiere que el mayor temor de las mujeres frente a los 
hombres es consecuencia de las construcciones tradicionales de 
género, en las que “culturalmente se espera que las mujeres sean 
vulnerables y los hombres no tengan temor, o incluso sean agresi-
vos”. De acuerdo con esta interpretación, deberíamos indagar por 
los códigos culturales de los contextos donde analicemos la per-
cepción de inseguridad de las mujeres. Por tal razón, el temor y la 
sensación de inseguridad son pautas que se transmiten por la so-
cialización, a través de instituciones como la familia, la escuela, la 
iglesia y el Estado, utilizando los medios de la cultura y la política.



68
Las ciudades, la seguridad urbana y la perspectiva de género: análisis del Plan Maestro de Seguridad

Las explicaciones precedentes evidencian la necesidad de valori-
zar la dimensión subjetiva de la seguridad ciudadana, la experien-
cia subjetiva de las mujeres ante la violencia que se manifiesta en 
la percepción de temor e inseguridad, como parte de una compren-
sión holística de ésta.

La violencia contra las mujeres y la percepción de inseguridad 
están íntimamente relacionadas con su posición subordinada en 
la organización social, su falta de acceso al poder, reforzada por 
un sistema de normas androcéntricas que estableció un status quo 
desfavorable para su desarrollo personal y social.

Cuando los análisis de seguridad urbana consideran –a partir de 
cifras desagregadas por sexo y georreferenciadas en la ciudad– las 
violencias que afectan a las mujeres en el espacio privado, violencia 
intrafamiliar, abuso sexual, acoso laboral, violencia física, psicoló-
gica, económica y además las que ocurren en el espacio público, 
entre otras, las encuestas sobre la victimización en relación con la 
percepción de temor e inseguridad cambian considerablemente, 
dando como resultado niveles más altos de victimización de las 
mujeres. Entonces la percepción de inseguridad empieza a tener 
un sustento real y cuantitativamente significante.

Las políticas y estrategias impulsadas por las autoridades es-
tán orientadas principalmente a los temas delictivos vinculados 
a robos a la propiedad u homicidios y desconocen las violencias 
contra las mujeres como un componente primordial de la insegu-
ridad ciudadana. Las violencias contra las mujeres en la casa y 
en el espacio público tienen características distintas a los demás 
hechos delincuenciales y están vinculadas a la cultura patriarcal y 
las relaciones de conflicto y poder entre los géneros y también al 
desconocimiento de los derechos por parte de las mismas muje-
res, las cuales invisibilizan o minimizan las violencias de pareja y 
las agresiones sexuales en contra de ellas mismas. Esto da como 
resultado un bajo nivel de denuncias, potenciado además por la 
escasa respuesta de la justicia.

Las situaciones de orden sexual no son reconocidas como deli-
tos, no son visibles a la población en general y son subestimadas 
o no tenidas suficientemente en cuenta por funcionarios y funcio-
narias policiales o de justicia. Incluso las entidades especializadas 
en violencia intrafamiliar minimizan causas y efectos y promueven 
arreglos entre víctima y victimario por medio de la conciliación, 
método que en numerosos casos no resuelve el problema de base 
y, por el contrario, lo agrava.
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Los avances de las mujeres en la participación económica y so-
cial se contraponen a la persistencia de roles e imaginarios res-
pecto al ser mujer, que se expresan justamente en los hechos de 
violencias y agresiones de género.

Si analizamos las situaciones concretas por las que atraviesan 
las mujeres, encontramos varias explicaciones relacionadas con la 
diferenciación de los distintos tipos de violencias, causas, lugares, 
horarios y victimarios que afectan a hombres y mujeres y que es 
necesario incorporar en las políticas:

En relación a las causas de la violencia: hombres y mujeres 
son socializados de manera diferente frente al espacio público. 
Hay hacia las mujeres una transmisión cultural de peligro o mie-
do a través de cuentos, historias, advertencias, como no salir de 
noche o no salir solas. Se trata de roles tradicionales que subya-
cen en la conciencia, a pesar de la incorporación de las mujeres 
al mundo público. Así, se considera que lo público es masculi-
no y lo privado, femenino. Las mujeres deben volver temprano 
a casa y deben vestirse de determinada manera, de lo contrario 
son acusadas de exponerse y provocar. Espacios públicos como 
callejones, parques, zonas verdes, son normalmente apropiados 
por varones para juegos deportivos, encuentros de galladas, etcé-
tera. Otra causa es que mujeres y varones naturalizan la violencia 
de género.

En relación a los hechos de violencia: las mujeres están expues-
tas a mayores posibilidades de agresiones y violencias de tipo 
sexual, incluyendo agresiones no tipificadas: expresiones verbales 
ofensivas, manoseos, ‘rastrilleos’, hechos de violencias en el es-
pacio público que son un continuum de la violencia sexual y de la 
violencia de pareja en el hogar. La baja denuncia de estos hechos 
incide en la interpretación que la percepción de violencias se debe 
a imaginarios culturales solamente. Los hombres, por su parte, son 
en mayor medida víctimas y victimarios de homicidios.

En relación a las condiciones del espacio público: de acuerdo 
con múltiples testimonios, situaciones relacionadas con el diseño 
urbano, como estacionamientos, túneles, puentes, pasadizos o ca-
llejones, terrenos baldíos, débil o nula iluminación, son motivo de 
exclusión y temor para las mujeres más que para los hombres, so-
bre todo por temor a la agresión sexual. También las usuarias del 
transporte público están expuestas a conductas agresivas, como 
manoseos y situaciones de violencia sexual.
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Por lo tanto, al interpretar el fenómeno de la percepción de in-
seguridad en las ciudades, es imprescindible presentar un marco 
conceptual desde un enfoque de género que tenga como premisa 
principal que la percepción de inseguridad y el temor son diferen-
tes entre hombres y mujeres y deben comprenderse dentro de un 
espacio complejo de relaciones tanto objetivas como subjetivas. 
Para ello, es necesario establecer un referente metodológico de 
investigación que contemple herramientas cuantitativas y cualita-
tivas. En la actualidad son pocos los estudios con este énfasis en 
América Latina15.

Los impactos de la violencia, como también del temor y la per-
cepción de inseguridad, no han sido suficientemente evaluados. Al-
gunos estudios muestran los costos en el sistema de salud pública, 
el menor porcentaje de salario que ganan las mujeres víctimas de 
violencia y fundamentalmente las autoexclusiones y restricciones 
personales de las mujeres, producto del temor que atentan contra 
su autoestima y seguridad y al mismo tiempo que modifican su 
vida cotidiana dejando de frecuentar determinados lugares o circu-
lar en determinados horarios.

El Informe Mundial sobre la Violencia en el Mundo (2002), elabo-
rado por la Organización Panamericana de la Salud, OPS, y la Or-
ganización Mundial de la Salud, OMS, señala que según encuestas 
de todo el mundo, entre 10% y 69% de las mujeres manifiesta 
haber sido agredida físicamente en algún momento de su vida. En 
Bogotá, 49,6% de las mujeres reconocen haber sido alguna vez 
violentadas por un varón.

La violencia de género se basa en las relaciones desiguales de 
poder entre hombres y mujeres en detrimento de las últimas, lo 
cual determina que una significativa mayoría de sus víctimas sean 
mujeres. Esto explica que se utilice el término ‘violencia de género’ 
como un sinónimo de violencia contra las mujeres; sin embargo, 
también se da, aunque en menor número, violencia de género ejer-
cida contra hombres, como la que afecta a hombres homosexuales 
y transgénero o el abuso infantil hacia hombres menores de edad. 
La violencia de género contra los hombres es ejercida también ma-
yoritariamente por hombres y es producto de ese modelo de mas-

15 Merece mencionarse el Programa Regional Ciudades sin violencia hacia las 
mujeres. Ciudades seguras para todos, que ejecuta UNIFEM e implementa la Red 
Mujer y Hábitat de América Latina, el cual viene desarrollando herramientas en 
esta línea de trabajo (www.redmujer.org.ar).



71
Una ciudad al alcance de las mujeres

culinidad autoritario y dominador hacia mujeres y menores, que 
se siente cuestionado ante otros modelos de masculinidad u otras 
opciones sexuales16.

Recapitulando, podemos señalar que la violencia sexual contra 
las mujeres ha constituido un código cultural que controla su vida 
pública (Falú, 2007), determinando sus trayectos en los espacios 
públicos, sus horarios de trabajo y disfrute, sus relaciones persona-
les y, sobre todo, sus proyectos de vida. Al identificar las diversas 
formas en que afecta la inseguridad urbana a las mujeres y a los 
hombres, podemos analizar las condiciones sociales de percepción 
de la misma.

Existe la tendencia a invisibilizar las violencias contra las muje-
res o a minimizar su importancia. En Herramientas para la promo-
ción de ciudades seguras desde la perspectiva de género (Rainero y 
Rodigou, 2005) se establecen los siguientes factores que contribu-
yen a la falta de reconocimiento y a la invisibilización de la violencia 
hacia las mujeres:

•	 La culpabilidad y responsabilidad adjudicada a las mujeres 
por las conductas agresivas de las que son objeto. La res-
ponsabilidad de la violencia recae en las mujeres, en lo que 
hicieron o dejaron de hacer, y no en el victimario.

•	 El desconocimiento de las experiencias de violencia cotidiana 
vividas por las mujeres en las ciudades. El desconocimiento 
se vincula, fundamentalmente, a una concepción de violencia 
centrada solamente en las agresiones físicas con consecuen-
cias en el cuerpo de las víctimas.

•	 La relativización del daño y las consecuencias en la vida de las 
mujeres. Este mecanismo se vincula con el anterior, ya que el 
desconocimiento de algunas formas de violencia implica, a su 
vez, la invisibilización o subestimación y sus consecuencias 
en la cotidianeidad y los proyectos de vida de las mujeres.

•	 La patologización de la violencia. La consideración de la vio-
lencia como un fenómeno individual y psicopatológico, cali-
fica al agresor como un enfermo, obturando la visión de la 
violencia hacia las mujeres como un fenómeno cultural.

•	 La focalización y asociación de la violencia con ciertos gru-
pos sociales. Los estereotipos sociales que asocian la violen-

16 Véase sitio de información sobre violencia intrafamiliar en Cimac Noticias, 
sitio de Comunicación e Información de la Mujer (Cimac), en http//www.cimacno-
ticias.com.



72
Las ciudades, la seguridad urbana y la perspectiva de género: análisis del Plan Maestro de Seguridad

cia hacia las mujeres solamente en referencia a algunos gru-
pos sociales (sectores pobres, mujeres jóvenes, trabajadoras 
sexuales).

De acuerdo con Falú (2008), existen nudos críticos en el trata-
miento de las violencias urbanas y la violencia de género:

•	 La preocupación estatal y social se centra en algunas violen-
cias, específicamente los delitos contra la propiedad.

•	 Identificación de la violencia como un evento aislado, descon-
textualizado.

•	 Los agresores y las víctimas son considerados en su accionar 
individual, por lo tanto se desarrollan políticas represivas para 
unos y asistencialistas para las otras.

•	 Las violencias contra las mujeres, las minorías étnicas y 
sexuales, pasan a un segundo plano y no son abordadas por 
las agendas de seguridad de los gobiernos ni de la sociedad.

La seguridad ciudadana es un tema que actualmente está en la 
agenda de todos los gobiernos de las ciudades y no resulta adecua-
do ni comprensible que la prevención y atención de la percepción y 
los hechos de violencias contra las mujeres no estén incorporados 
en las políticas y estrategias de seguridad ciudadana.

La seguridad ciudadana, como parte de la seguridad humana, 
debe dar garantía de protección y justicia a toda la población de 
una urbe, identificando y teniendo en cuenta las distintas necesi-
dades con base en los distintos tipos de violencias que se ejercen 
contra hombres y mujeres en la ciudad.

A.	Violencia de género vs. violencia intrafamiliar

Otro aspecto a destacar es que bajo el término violencia intra-
familiar se invisibilizan las violencias de pareja ejercidas contra las 
mujeres y se priorizan en los programas e instituciones las violen-
cias de los padres y las madres hacia los niños y las niñas o hacia 
personas mayores, problemáticas que deben ser atendidas pero 
que no justifican la desatención a las violencias hacia las mujeres, 
que tienen lugar tanto en el espacio privado como en el público.

El enfoque de violencia doméstica o familiar (intrafamiliar) es el 
que predomina en las políticas y acciones de los gobiernos locales 
sensibles a los problemas de violencia que sufren las mujeres. No 
obstante, han venido siendo tratadas por los operadores de justicia 
como conflictos conciliables.
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La violencia de género no está referida solamente a expresiones 
de violencia física que pueden ser visibles, como heridas, marcas 
y fracturas; o aquellas que atentan contra la vida de las mujeres, 
como el asesinato consumado. Las violencias por razones de géne-
ro tienen diversas expresiones, además de la violencia física, como 
son los actos coercitivos, la violencia psicológica y emocional. In-
cluye, además, factores estructurales, como la feminización de la 
pobreza, la discriminación salarial, la segregación sexual del mer-
cado de trabajo, el tráfico de mujeres, la esclavitud y la violación 
como arma de guerra.

B.	Rol de los gobiernos locales

Hoy los gobiernos locales han superado la función de presta-
dores de servicios y obras públicas, para convertirse además en 
gestores del desarrollo integral y la inclusión social. Este nuevo 
perfil institucional, sensible y proactivo, posibilita la consideración 
de las violencias que afectan cotidianamente a las mujeres y las 
niñas como obstáculos para la construcción de ciudadanía y para 
la igualdad de oportunidades. Además, implica pasar del enfoque 
de seguridad pública al de seguridad ciudadana (Massolo, 2007).

Las ciudades aparecen como lugares privilegiados de innovación 
democrática. Constituyen el espacio donde más fácilmente pueden 
encontrarse la comunidad, la política y el poder local; donde se 
pueden dar políticas situacionales de prevención social y política y 
de presencia policial. El concepto de ‘seguridad ciudadana’ cam-
bia el énfasis desde la defensa del orden público hacia el enfoque 
de derechos y, por tanto, el sentido de la actuación de las fuerzas 
policiales, porque su función principal pasa de garantizar el orden 
público a garantizar la defensa de los derechos y deberes de los 
ciudadanos y las ciudadanas. La ausencia del enfoque de género 
en el diseño y la gestión de las políticas de seguridad urbana cons-
tituye una fuente de impunidad y reproducción de las violencias de 
las que son víctimas las mujeres, tanto en el espacio público como 
en el privado.

En estos procesos, es importante recuperar la ciudad como “es-
pacio de solución” (Carrión y Torres, 2007), pensarla como espa-
cio de reconocimiento y de interlocución con el Estado, donde las 
luchas de las mujeres se traduzcan en satisfacción de derechos y 
construcción de deberes, extendiendo el discurso de reconocimien-
to a otras colectividades excluidas, como la población LGBT o los 
grupos étnicos discriminados.
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De esta forma es posible generar escenarios en los cuales las 
normas basadas en las diferencias de género puedan ser confron-
tadas, transformadas y reconfiguradas por diversos actores socia-
les. La construcción de espacios urbanos para el desarrollo de las 
mujeres requiere reconfigurar lo jurídico tanto a través de “una le-
gislación que garantice sus derechos, como mediante el compro-
miso de los operadores de justicia en una actuación que visibilice a 
las mujeres como sujetos jurídicos plenos con derechos humanos 
inalienables” (Aucía, 2005).

En el caso de Bogotá, los dos últimos gobiernos distritales han 
definido en sus planes una serie de intervenciones relacionadas 
con la seguridad ciudadana desde el punto de vista del género y la 
diversidad poblacional, que deben quedar expresadas en el plan de 
ordenamiento del territorio para asegurar su sostenibilidad.

Considerando que el énfasis del enfoque de la seguridad ciuda-
dana son las relaciones interpersonales, las lógicas de poder y de 
violencia que atraviesan las relaciones entre los sexos deben ser ob-
jeto de consideración para la formulación de políticas públicas. La 
oportunidad está planteada en el marco de esta revisión del POT, ya 
que los avances de Bogotá en ese sentido servirán para mejorar la 
calidad de vida de las personas y como modelo para otras ciudades 
interesadas en organizar su territorio desde las perspectivas de la 
equidad social y de género.

C.	Violencias contra las mujeres en Bogotá y 
seguridad ciudadana

Bogotá, dada la realidad colombiana, es receptora de poblacio-
nes del resto del país con distintos rasgos culturales y costumbres, 
y de poblaciones expulsadas del campo por la falta de oportuni-
dades y por la violencia producto del conflicto. En este contexto, 
la violencia contra las mujeres tiene múltiples causas, fundamen-
talmente arraigadas en una sociedad patriarcal donde la violencia 
hacia las mismas por el solo hecho de ser mujeres es la máxima 
expresión de discriminación.

Los distintos tipos de violencias hacia las mujeres ejercidas por 
varones conocidos o desconocidos, en el ámbito del hogar y en el 
espacio público son exacerbadas por el conflicto y tienen conno-
taciones y consecuencias distintas a las violencias ejercidas con-
tra los varones, lo que amerita políticas públicas específicas. Los 
datos objetivos y también la percepción de inseguridad impactan 
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en la vida de las mujeres limitando su autonomía, la apropiación 
de la ciudad y, en consecuencia, las oportunidades de desarrollo 
personal y el ejercicio de su ciudadanía. Las políticas y estrategias 
dirigidas a erradicar la violencia de género deben expresarse en el 
territorio de la ciudad con servicios y equipamientos específicos de 
atención, sanción y protección.

Tanto los datos aportados por la Secretaría de Gobierno y otras 
entidades encargadas de registrar la violencia en la ciudad, como 
los diagnósticos participativos realizados en localidades de la ciu-
dad con amplia participación de mujeres, permiten afirmar que las 
mujeres son mayormente afectadas por hechos de violencias que 
los varones, a pesar de los bajos niveles de denuncia estimados. No 
obstante, las mujeres son víctimas en mayor medida de violencias 
de pareja, violencia sexual y violencia interpersonal; y los hombres 
de violencia interpersonal y homicidios. A su vez, los victimarios 
son en su mayoría hombres de la misma familia o desconocidos.

Esta constatación respecto a las diferencias del tipo de violen-
cias que afectan a las mujeres y a los hombres permite, a su vez, 
visualizar la necesidad de políticas, estrategias y programas es-
pecíficos que den atención a las causas culturales, espaciales y 
políticas que las motivan.

En hurtos y robos, si bien los hombres son más afectados en 
términos absolutos que las mujeres, las diferencias entre los sexos 
en términos de días y franjas horarias de afectación resultan intere-
santes para caracterizar la situación de inseguridad de las mujeres 
bogotanas, relacionada con las condiciones bajo las cuales realizan 
sus actividades cotidianas y que merecerían la disposición de ac-
tuaciones y medidas diferenciales.

Los lugares donde se presentan las violencias hacia las mujeres 
son la casa y la calle como un continuo y aunque la vivienda sigue 
teniendo un mayor peso en este tipo de hechos, los distintos tipos 
de violencias que afrontan las mujeres en la ciudad requieren ser 
medidos, tipificados y atendidos.

Según los diagnósticos de las mujeres lideresas de organizacio-
nes barriales de Bogotá, las condiciones de diseño, mantenimiento 
y uso del espacio público y del transporte, son determinantes para 
la mayor o menor percepción de inseguridad en la ciudad.

Reducir las violencias contra las mujeres al término ‘violencia in-
trafamiliar’ invisibiliza las violencias de pareja y la violencia sexual, 
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ejercidas contra las mujeres tanto en el espacio privado como en 
el público, lo que se traduce en políticas erradas con énfasis en la 
conciliación entre agresor y víctima, en vez de políticas que pro-
muevan la protección y la restitución de derechos. Reducir las vio-
lencias contra las mujeres a la ‘violencia doméstica’ oculta el ca-
rácter público y político del problema17.

Con base en las revisiones realizadas 
se pudo constatar que el documento 
POT no cuenta con un objetivo específico 
que describa los alcances del concepto 
de seguridad ciudadana. No obstante, la 
referencia a la seguridad ciudadana se 

encontró implícitamente considerada dentro de: a) los propósitos 
de los objetivos 2 y 5 para el ordenamiento territorial del Distrito 
Capital en perspectiva regional; b) como parte de los programas 
prioritarios (artículo 61), específicamente como un subprograma 
articulado al Programa de Mejoramiento del Índice de Seguridad 
Humana; c) en el artículo 46, como uno de los planes maestros 
prioritarios a ser elaborados, como instrumento de su implementa-
ción a nivel de los usos de suelo.

En este sentido, es en el plan maestro correspondiente elabora-
do con posterioridad al Decreto 190 de 2004, donde se define el 
alcance conceptual y el desarrollo de objetivos, estrategias, planes, 
proyectos y metas.

A continuación se transcriben los artículos en los que se hace 
alusión a la seguridad ciudadana en el documento POT con el ob-
jeto de lograr una apreciación de conjunto, que permita dar un 
marco a las recomendaciones de inclusión del enfoque de género 
a este documento.

En “Objetivos para el Ordenamiento Territorial del Distrito Capi-
tal en Perspectiva Regional”:

17 La Convención de Belém Do Pará define ‘”violencia hacia las mujeres” como 
“cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño, o 
sufrimiento físico, sexual o sicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como 
en el privado”. Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer, Convención de Belém Do Pará (aprobada en Belém Do 
Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el vigésimo cuarto período ordinario de se-
siones de la Asamblea General de la Comisión Interamericana de la Organización 
de Estados Americanos, OEA).

El POT en relación 
con la seguridad 

ciudadana
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•	 “Objetivo 2. Pasar de un modelo cerrado a un modelo abierto 
de ordenamiento territorial. (Red de ciudades)”: explica que 
este objetivo busca mejorar la seguridad alimentaria y facilitar 
y viabilizar las estrategias orientadas a garantizar, la seguri-
dad ciudadana, la seguridad humana y la sostenibilidad eco-
nómica y ambiental de largo plazo.

•	 “Objetivo 5. Avanzar a un modelo de ciudad región diversifi-
cado, con un centro especializado en servicios”: este nuevo 
modelo reconoce que las ventajas descritas para el desarro-
llo y el crecimiento económico dependen en gran medida del 
mejoramiento en los índices de seguridad ciudadana y de se-
guridad humana de la población presente y futura de Bogotá 
y de la adecuada distribución de la presión migratoria en el 
espacio regional.

En “Planes Maestros Prioritarios”18, se determina como priorita-
ria la elaboración de los siguientes planes maestros:

1.	Plan Maestro de Movilidad, que incluye ordenamiento de es-
tacionamientos.

2.	Planes maestros de servicios públicos que incluyen: acue-
ducto y alcantarillado, residuos sólidos, energía, gas y pla-
nes maestros de equipamientos (educativo, cultural, salud, 
bienestar social, deportivo y recreativo, seguridad ciudadana, 
defensa y justicia, abastecimiento de alimentos y seguridad 
alimentaria, recintos feriales, cementerios y servicios funera-
rios, culto).

En “Programas Prioritarios de Ejecución del Plan de Ordena-
miento Territorial”19, se indica que los recursos a que hace referen-
cia el artículo 61 se destinarán prioritariamente a los siguientes 
programas:

1.	Consolidación y sostenibilidad de los Sistemas Generales del 
Plan de Ordenamiento Territorial

2.	Consolidación del centro de la ciudad y de la red de centrali-
dades del D.C.

3.	Articulación física y virtual con el comercio nacional e inter-
nacional

4.	Aumento del índice de seguridad humana
5.	Sostenibilidad ambiental

18 Decreto 469 de 2003, artículo 46.
19 Decreto 469 de 2003, artículo 61.
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6.	Corresponsabilidad en la eficiencia del gasto público y cofi-
nanciación de la plataforma para la competitividad

7.	Fortalecimiento del Sistema de Planeación Regional y Distrital
8.	Plataforma de ciencia y tecnología para la competitividad in-

dustrial, agroindustrial y agrícola

Con relación a esta priorización se determina que el Programa 
Aumento del Índice de Seguridad Humana20 articula ocho subpro-
gramas:

1.	Desarrollo de la política de hábitat
2.	Ejecución de planes maestros de equipamientos
3.	Ejecución de planes maestros de servicios públicos domici-

liarios
4.	Ejecución del Plan Maestro de Espacio Público
5.	Formalización del empleo informal y protección a población 

vulnerable
6.	Participación para la seguridad ciudadana
7.	Concertación para la ubicación de infraestructuras e instala-

ciones de servicios públicos domiciliarios con economías de 
escala regional

8.	Consolidación de una estrategia para evitar la generación de 
nuevos riesgos y la mitigación de riesgos existentes

En términos de clasificación de los equipamientos según la na-
turaleza de las funciones21, que clasifica los equipamientos de se-
guridad ciudadana como instalaciones destinadas a alojar institu-
ciones dedicadas a la salvaguarda de las personas y de los bienes, 
incluye, entre otros, Centros de Atención Inmediata, estaciones de 
Policía, Bomberos y Defensa Civil.

El Área de Actividad Dotacional22 es la que designa un suelo 
como lugar para la localización de los servicios necesarios para 
la vida urbana y para garantizar el recreo y esparcimiento de la 
población, independientemente de su carácter público o privado. 
Dentro de ella se identificaron zonas definidas para edificaciones e 
instalaciones de servicios relacionados con seguridad ciudadana, 
defensa y justicia, abastecimiento de alimentos, recintos feriales, 
cementerios y servicios funerarios, servicios de la administración 
pública, servicios públicos y de transporte.

20 Decreto 469 de 2003, artículo 65.
21 Decreto 469 de 2003, artículo 233.
22 Decreto 619 de 2000, artículo 332.
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Con lupa de género

Respecto a los objetivos 2 y 5 del POT señalados, la seguri-
dad ciudadana, junto a la seguridad humana y la sostenibilidad 
económica y ambiental de largo plazo, se menciona como un 
logro del establecimiento de un modelo abierto de ordenamien-
to territorial. A su vez, se reconoce que en el modelo de ciudad 
región diversificada, “el desarrollo y el crecimiento económico 
dependen en gran medida del mejoramiento en los índices de 
seguridad ciudadana y de seguridad humana de la población 
presente y futura de Bogotá y de la adecuada distribución de 
la presión migratoria en el espacio regional”. Es decir, se con-
sideran la seguridad ciudadana y la seguridad humana como 
medios para el desarrollo económico.

Sin embargo, a pesar de que en el artículo 46 se estableció 
dentro de los planes prioritarios la elaboración del Plan Maestro 
de Seguridad, no se definió en el POT una política de seguridad 
ciudadana independiente. Llama la atención que aunque la de-
nominada Política de Hábitat y Seguridad Humana en su defini-
ción establece que “integra la oferta de viviendas a la oferta de 
movilidad, espacio público y equipamientos dotacionales de sa-
lud, educación, recreación, seguridad, justicia, movilidad local y 
servicios públicos domiciliarios”, se encuentra un vacío respecto 
a cuáles son los lineamientos que el POT establece para aportar-
le contenidos al Plan Maestro de Seguridad.

Asimismo, no se encuentra ninguna definición respecto a los 
alcances del subprograma Participación para la Seguridad Ciu-
dadana que hace parte del programa prioritario Aumento del 
Índice de Seguridad Humana ya mencionado.

Si nos remitimos a los conceptos aportados en el análisis 
precedente, la seguridad humana y la seguridad ciudadana son 
hoy asuntos de política pública de responsabilidad del Estado, 
que permiten transversalizar la realización de los derechos y de-
beres de ciudadanos y ciudadanas, minimizando las amenazas 
de violencia en la población y permitiendo la convivencia segura 
y pacífica y el ejercicio de la ciudadanía sin miedos. De igual ma-
nera, aportamos cifras que muestran claramente las diferencias 
de la percepción y la victimización en hombres y mujeres, por lo 
que el enfoque de género en las políticas de seguridad humana 
y ciudadana es un asunto ineludible.
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Claves para incorporar la perspectiva de género

Es necesario agregar al documento POT una política de se-
guridad ciudadana con enfoque de género y a su vez definir un 
programa de inversión prioritaria que apoye el ajuste y la eje-
cución del Plan Maestro de Seguridad en lo referente a forma-
ción de funcionarios y funcionarias de Policía en violencias de 
género, y defina campañas anuales de sensibilización y cultura 
ciudadana en contra de las violencias hacia las mujeres en el 
espacio privado y en el espacio público.

Una política de seguridad ciudadana debe contemplar la 
identificación y el tratamiento a las distintas violencias hacia 
las mujeres (violencias de género) en el espacio privado y en 
el espacio público, incluyendo las violencias contra otros co-
lectivos gays, transexuales, grupos étnicos, etcétera, con un 
enfoque integral que contemple prevención, atención, sanción 
y reparación.

Diferenciar las violencias de género de la violencia intrafa-
miliar en concordancia con la Ley 1257 de 2008.

Esto exige complejizar los enfoques y las definiciones sobre 
la seguridad ciudadana, tipificando como delitos las distintas 
violencias hacia las mujeres en los espacios privado y público, 
superando concepciones tradicionales sobre las mujeres como 
grupo vulnerable o minusválido y receptoras de políticas asis-
tenciales.

Con base en el documento 
técnico de soporte de este plan 
maestro, se parte del principio 
que la inversión en equipamien-
tos que se requiere para prevenir 
es menor a la que se demanda 
para penalizar y se orienta a cum-
plir las siguientes estrategias:

•	 Divulgar y motivar a la ciuda-
danía sobre el cumplimiento 
voluntario de normas y la co-
rresponsabilidad en el logro 
de estos objetivos.

El Plan Maestro 
de Equipamientos de 

Seguridad Ciudadana, 
Defensa y Justicia para 

Bogotá D.C. y las 
Políticas de Seguridad 
y Convivencia en el 

Distrito Capital
(Decreto 563 

de 2007)
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•	 Promover el uso de los mecanismos de resolución pacífica de 
conflictos y garantizar el acceso a la justicia aproximando la 
oferta a la ciudadanía.

•	 Disminuir los niveles de violencia y criminalidad procurando 
la oportuna, eficaz y permanente intervención de fuerza públi-
ca para garantizar la seguridad ciudadana.

•	 Proteger la población, la infraestructura de servicios públicos 
y los recursos naturales para asegurar la sostenibilidad de la 
Ciudad - Región.

•	 Generar la capacidad requerida para la atención de emergen-
cias y mejorar la calidad y los tiempos de respuesta.

•	 Facilitar el acceso a la justicia formal y mejorar la capacidad 
investigativa del Estado a través de la redefinición de la red 
con criterios de descentralización territorial.

•	 Minimizar la demanda penitenciaria a través de la prevención 
y resolución pacífica de conflictos y garantizar el cumplimien-
to de las funciones de las sanciones.

•	 Optimizar los recursos fiscales, físicos y espaciales, para el 
cumplimiento del plan maestro.

•	 Contribuir a la consolidación social de las comunidades y a la 
construcción del modelo definido en el Plan de Ordenamiento 
Territorial desconcentrado para la ciudad, ubicando los equi-
pamientos como parte integrante y factor de estructuración 
de las centralidades urbanas en el Distrito Capital y de los 
polos de desarrollo de la Ciudad - Región.

El Plan tiene como propósito consolidar a través de los equipa-
mientos un modelo territorial desconcentrado en la Ciudad - Re-
gión, que articulado con las demás estrategias definidas por las 
políticas de seguridad y convivencia, permita reducir en el Distrito 
los riesgos contra la vida, la integridad personal, el patrimonio de 
las personas y la seguridad del Estado, en aras de garantizar las 
condiciones de desarrollo y convivencia a través del fortalecimiento 
de los procesos de cultura ciudadana, coordinación interinstitucio-
nal y corresponsabilidad.

El objetivo se cumplirá a través de la determinación de la ofer-
ta de equipamientos destinados a la prestación de esos servicios, 
a fortalecer la construcción y consolidación de la estructura ur-
bana, con base en la adecuación de la oferta de equipamientos 
en relación con: a) la localización de la demanda, b) los déficits 
existentes, c) la mejor distribución en función de la estrategia de 
ordenamiento del Distrito Capital y en el marco de una adecuada 
integración con la región.
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Como objetivos específicos se encuentran:
•	 Servir de instrumento para la priorización en la inversión de 

equipamientos de prevención y resolución pacífica de conflic-
tos sobre los de penalización.

•	 Definir los parámetros para la construcción de un sistema te-
rritorial de seguridad y justicia coherente con las localidades 
del Distrito Capital, en la búsqueda de lograr altos grados de 
representatividad territorial, de apropiación ciudadana de los 
servicios y de apoyar la construcción de una institucionalidad 
fundamentada en la dimensión comunitaria.

•	 Fortalecer prioritariamente la capacidad de atención de emer-
gencias en el territorio del Distrito Capital.

•	 Desconcentrar la oferta institucional de justicia en el territo-
rio. Los equipamientos de convivencia se localizarán bajo un 
modelo de desconcentración para acercar la oferta a los sitios 
de residencia de la población bajo criterios de economía am-
biental, equilibrio funcional del territorio, accesibilidad social 
y preservación del medio ambiente.

•	 Contribuir desde la infraestructura a la optimización de los 
tiempos de respuesta de las autoridades de seguridad, preven-
ción y atención de emergencias, a través de una distribución de 
los equipamientos acorde con los niveles de movilidad urbana.

•	 Determinar la ubicación y construcción de los equipamientos 
con sujeción a parámetros de calidad, seguridad, accesibili-
dad y positivos impactos sociales.

Equipamientos del Plan Maestro Seguridad y Defensa

Tipo Funcionalidad Equipamientos Equipamientos asociados

Justicia

Prevención 
y resolución 
pacífica de 
conflictos

Casas de 
Justicia

Centros de 
Convivencia

Unidad 
Permanente 
de Justicia

Salas de Atención al Usuario

Centro de Conciliación de la 
Personería

Unidad de Atención y 
Consulta de la Defensoría 

del Pueblo

Comisarías de Familia

Inspecciones de Policía

Unidades de Mediación 
y Conciliación

Centros Zonales del Instituto 
Colombiano de Bienestar 

Familiar
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Tipo Funcionalidad Equipamientos
Equipamientos 

asociados

Seguridad
Prevención y 
atención de 
emergencias

Estaciones de 
Bomberos

Centro Operativo 
de Emergencias

Dirección de 
Prevención y 
Atención de 
Emergencias

Centros de 
capacitación y 
entrenamiento 

del Cuerpo Oficial 
de Bomberos de 

Bogotá

Centro Regulador 
de Urgencias

Unidad Operativa 
de la Cruz Roja

Unidad Operativa 
de la Defensa Civil

Seguridad y 
Defensa

Coerción

Estaciones de 
Policía

Subestaciones 
de Policía

Subestaciones 
de Tránsito

Fuertes 
Ambientales de 

Carabineros

CAI

Equipamientos 
del Ejército 

Nacional y las 
Fuerzas Militares

Sistema de vides 
vigilancia de 
la vía pública 

(infraestructura 
de apoyo)

Centros de 
capacitación y 

entrenamiento de 
la MEBOG

Centros de 
formación y 
capacitación 

de las Fuerzas 
Militares

Centros de 
formación de 

las cuerpos de 
seguridad del 

Estado
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Tipo Funcionalidad Equipamientos
Equipamientos 

asociados

Justicia

Investigación y
Judicialización

Fiscalías 
Seccionales 
y Fiscalías 

Locales

Unidad de 
Reacción 

Inmediata (URI)

Equipamientos del 
Instituto Nacional 

de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses

Dirección del 
Departamento 

Administrativo de 
Seguridad DAS y 

Centros de Formación 
del DAS

SIJIN

SIPOL

Centro de Atención a 
Víctimas de la Violencia 

y el Abuso Sexual, 
CAIVAS

Centro de Atención a 
Víctimas de Violencia 
Intrafamiliar, CAVIF

Escuela de 
Investigación Criminal 

y CTI

Centros de servicios 
judiciales

Equipamientos 
de la Rama 

Judicial

Sede Ciudad 
Salitre de la 

Fiscalía General 
de la Nación

CESPA

Penalización y 
reeducación

Cárceles, 
reclusorio y 

penitenciaría

Equipamientos 
del ICBF 

destinados a la 
penalización y 
reeducación de 
adolescentes

Equipamientos 
destinados por el 

ICBF a las medidas 
de protección y 

emergencia

Criterios de priorización de la inversión

La priorización de las inversiones que se adopta con este Decre-
to se fundamenta en criterios de oferta y demanda de servicios que 
se prestan en equipamientos distritales, así:
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Oferta: para todas las tipologías de equipamientos, el criterio de 
priorización es garantizar una oferta institucional completa para la 
ciudad en general y de cobertura para todas las localidades.

Demanda: teniendo en cuenta la tipología de los equipamientos, 
el criterio de priorización de las inversiones es el siguiente:

1.	Prevención y resolución pacífica de conflictos: mayores ín-
dices de conflictividad en el área de jurisdicción del equipa-
miento o de los servicios que en él se prestan. Por conflictivi-
dad se entiende la demanda de justicia actual y potencial de 
las dependencias identificadas para estos servicios.

2.	Prevención y atención de emergencias: mayores índices de 
riesgo frente a amenaza natural o antrópica en el área de 
jurisdicción del equipamiento o zona de respuesta inmediata 
definida en función de la localización del mismo. Por riesgos 
se entiende la demanda real y potencial de servicios de las 
estaciones de bomberos en su jurisdicción inmediata.

3.	Coerción: mayores índices de criminalidad en el área de ju-
risdicción de los CAI y requerimientos operativos de la Policía 
Nacional y de las autoridades de investigación en orden a 
mejorar su capacidad de respuesta. Por criminalidad se en-
tiende la demanda real y potencial de servicios de los CAI en 
su jurisdicción.

La priorización de inversiones que se indica en este Decreto se 
fundamenta en estudios de demanda local de oferta institucional y 
de servicios, teniendo en cuenta que se garantizará la disponibili-
dad de la oferta para la atención a la población del Distrito Capital. 
Por ello, se prioriza la inversión que sirve para mejorar la cober-
tura a las localidades que enfrentan mayores índices de violencia, 
conflictividad, criminalidad o riesgos frente a amenaza natural o 
antrópica.

Equipamientos para la prevención y resolución 
pacífica de conflictos: equipamientos de convivencia

Los equipamientos de convivencia se consideran como elemen-
tos de consolidación del tejido social que desarrollan y promocio-
nan mecanismos de resolución de conflictos, con el objetivo de 
acercar la justicia a la ciudadanía, asociado a procesos comunita-
rios, cercanos a la población residente. De esta manera se concreta 
su papel en la escala zonal complementario a zonas predominan-
temente residenciales.
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Las tipologías de equipamientos de convivencia establecidas 
son las siguientes:

Casas de Justicia: centros multiagenciales de información, 
orientación, referencia y prestación de servicios para la resolución 
de conflictos, donde se aplican mecanismos de justicia formal y 
no formal. Con ellas se pretende acercar la justicia a los ciudada-
nos y ciudadanas, orientándoles sobre sus derechos, previniendo 
el delito, luchando contra la impunidad, facilitándoles el uso de 
los servicios de justicia formal y promocionando la utilización de 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos23.

Centros de Convivencia: son equipamientos y unidades funcio-
nales que se encargarán de prestar apoyo a la justicia comunitaria 
que, con el fin de mejorar la capacidad de atención de las Casas de 
Justicia, funcionan en red con las mismas dentro del territorio de 
una localidad determinada24.

Unidades Permanentes de Justicia (UPJ): el Programa de Uni-
dades Permanentes de Justicia ha sido creado y desarrollado se-
gún convenios interadministrativos para servir de centro para la 
aplicación de la medida de protección a las personas que deam-
bulen en estado de indefensión o de grave excitación, con peligro 
para su integridad o la de otras personas cuya residencia no pueda 
ser localizada. Complementariamente este equipamiento en aten-
ción al funcionamiento articulado con la URI de la Fiscalía está 
destinado a la investigación y judicialización penal y sirve para dar 

23 Son 19 los inmuebles que se ubicarán en cada una de las localidades según 
lo define la red de equipamientos que hace parte de este Decreto. En cada Casa se 
ubicará por lo menos y según los convenios interinstitucionales que la Secretaría 
de Gobierno suscriba para el efecto: un Centro de Recepción e Información (CRI), 
una Inspección de Policía, una Sala de Atención al Usuario (SAU) de la Fiscalía Ge-
neral de la Nación, un Centro de Conciliación en Derecho de la Personería Distrital, 
un consultorio médico–forense, una Unidad de Asesoría y Consulta al Ciudadano 
(UAC) de la Defensoría del Pueblo, una Unidad de Mediación y Conciliación, una 
Comisaría de Familia, una Inspección del Trabajo, una Oficina de Desarrollo Comu-
nitario, un Centro de Atención a Víctimas de las Violencias (CAVID), o las dependen-
cias y programas que los sustituyan.

24 Son 16 los inmuebles que operarán de manera articulada con la Casa de Jus-
ticia de la localidad en la que se ubiquen, según lo define la red de equipamientos 
que hace parte de este Decreto. En cada Centro de Convivencia se ubicará por lo 
menos: una Unidad de Mediación y Conciliación, una Comisaría de Familia, una 
Inspección de Policía, un CRI, o las dependencias y programas que los sustituyan. 
A ellos se pueden integrar instituciones departamentales o nacionales que tengan 
los mismos fines, siempre que lo soliciten y se sometan a sus reglamentos internos 
y suscriban para tal fin los convenios respectivos con la Secretaría de Gobierno.
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albergue transitorio a las personas capturadas por la comisión de 
delitos comunes.

Equipamientos asociados: son equipamientos asociados a los 
equipamientos de convivencia, el Centro de Conciliación de la Per-
sonería, la Unidad de Atención y Consulta de la Defensoría del 
Pueblo, las Comisarías de Familia, las Inspecciones de Policía, las 
Salas de Atención al Usuario de la Fiscalía, las Unidades de Media-
ción y Conciliación y los Centros Zonales del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar. Las Defensorías de Familia del ICBF hacen 
parte del Programa Distrital de Casas de Justicia y Convivencia, 
pero los servicios a su cargo se podrán prestar desde las Casas de 
Justicia o los Centros Zonales del ICBF.

Con lupa de género

De acuerdo con las estrategias, los objetivos, las políticas y 
los equipamientos para la prestación de los servicios, el Plan 
Maestro de Equipamientos de Seguridad Ciudadana, Defensa 
y Justicia para Bogotá D.C. está orientado a prevención, resolu-
ción pacífica de conflictos, prevención y atención de emergen-
cias, coerción, investigación y judicialización, y a penalización y 
reeducación. Las distintas violencias contra las mujeres (violen-
cias de género) no son reconocidas entre los delitos, desde un 
enfoque de género y de derechos.

El propósito de velar en relación a riesgos contra la vida, de-
finido en el objetivo general del Plan Maestro, implica, como ya 
hemos afirmado, conocer las diferencias que motivan las violen-
cias hacia los hombres y las mujeres y también sus impactos 
desiguales.

Así mismo, las violencias de género ancladas en relaciones 
desiguales de poder exigen una orientación y un tratamiento dis-
tintos, que van más allá del fortalecimiento de la cultura ciuda-
dana para la convivencia, debido a que conllevan la necesidad 
de una transformación de la cultura patriarcal.

La atención de la violencia intrafamiliar, por su parte, está 
ubicada dentro de las funciones de prevención y resolución de 
conflicto y las funciones de investigación y judicialización, y en la 
práctica es concebida como un problema de convivencia que bus-
ca resolverse mediante procesos de conciliación, principalmente.
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En opinión de Javier Pineda (2004), “mientras la conciliación 
busca la solución satisfactoria para ambas partes, la violencia 
demanda el restablecimiento de los derechos vulnerados y la 
redistribución de poder. Se ha observado ampliamente en los 
testimonios de las mujeres, que ellas acuden a las comisarías en 
busca de protección y apoyo en claras condiciones de desventa-
ja frente al demandado… Las condiciones en que se presentan 
las partes para negociar la solución del conflicto violento no son 
entonces iguales, como no lo son las capacidades para expresar 
y representar los intereses y la libertad para tomar decisiones y 
disponer de opciones”.

En este mismo sentido, al no existir un enfoque de género en 
el Plan, que considere las violencias de género, diferenciando 
las violencias que aquejan a las mujeres de las que son víctimas 
los varones y al subsumir las violencias contra las mujeres en la 
violencia intrafamiliar, no se las reconoce como ciudadanas con 
derechos propios.

Es necesario tener en cuenta que la Ley 1257 del 4 de diciem-
bre de 2008 determina nuevas condiciones para la atención de 
las violencias de género, diferenciándolas de la violencia intra-
familiar: “tiene por objeto la adopción de normas que permitan 
garantizar para todas las mujeres una vida libre de violencia, 
tanto en el ámbito público como en el privado, el ejercicio de 
los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno 
e internacional, el acceso a los procedimientos administrati-
vos y judiciales para su protección y atención, y la adopción de 
las políticas públicas necesarias para su realización y otorga a 
las mujeres el derecho a decidir voluntariamente si pueden ser 
confrontadas con el agresor en cualquiera de los espacios de 
atención y en los procedimientos administrativos, judiciales o de 
otro tipo”. Esto modifica sustancialmente la lógica de tratamien-
to de las violencias de género, disposición legal que debe imple-
mentarse en el actual sistema de justicia y sus equipamientos.

Los enunciados del Plan Maestro de Seguridad25 son adecua-
dos para prevenir las violencias de género, pero es necesario 
capacitar y dotar de instrumentos a la Policía, a los operadores 

25 La política pública de seguridad ciudadana con énfasis territorial debe re-
forzar la articulación entre la fuerza pública y la acción civil en el ámbito local. Se 
busca reforzar la relación entre el gobierno local (diversos sectores), la Policía y los 
organismos de seguridad, con una participación decisiva de los alcaldes locales.
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de justicia y a las autoridades locales, para adecuar sus proto-
colos y rutas con base en la Ley 1257 de 2008 y apoyarse en las 
organizaciones locales y redes de mujeres.

Los objetivos específicos del Plan tienen en cuenta varias 
consideraciones que permitirían la incorporación explícita de 
un enfoque de género y del reconocimiento de las violencias de 
género hacia las mujeres, resaltando el siguiente: “desconcen-
trar la oferta institucional de justicia en el territorio. Los equi-
pamientos de convivencia se localizarán bajo un modelo de des-
concentración para acercar la oferta a los sitios de residencia 
de la población bajo criterios de economía ambiental, equilibrio 
funcional del territorio, accesibilidad social y preservación del 
medio ambiente”.

No obstante, desde un enfoque de género, la determinación 
de los equipamientos y la distribución de los mismos en el te-
rritorio implica contar con sistemas efectivos de registros de 
información desagregada por sexo, con una clara clasificación 
de los tipos de violencias que afectan a las mujeres y grupos 
LGTB en el territorio.

El Plan de Desarrollo 2008-
2012 de Bogotá D.C. plantea 
como uno de sus principios en 
materia de seguridad y conviven-
cia ciudadana: “las acciones de 
la administración distrital promo-
verán la reconciliación y la paz, 
la prevención, el alistamiento y 
la respuesta frente a los delitos, 
las violencias y conflictividades, 
en los ámbitos público y privado. 
Se actuará bajo la concepción de 

seguridad como un bien público que propicia las condiciones nece-
sarias para la vida digna y el goce pleno de los derechos humanos 
y la convivencia democrática en un ambiente de solidaridad y desa-
rrollo armónico, con sujeción a las normas”.

Por su parte, en sus dos primeros Objetivos Estructurantes, Ciu-
dad de Derechos y Derecho a la Ciudad, define:

“CIUDAD DE DERECHOS: Su compromiso con la garantía y el 
ejercicio de los derechos individuales y colectivos buscando dismi-

La seguridad 
ciudadana en el  

Plan de Desarrollo 
2008-2012 y sus 

implicaciones en 
el POT y en el Plan 

Maestro de Seguridad 
Ciudadana
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nuir las desigualdades injustas y evitables, con la institucionaliza-
ción de políticas de Estado que permitan trascender los periodos 
de gobierno y consolidar una Bogotá en la cual la equidad, la jus-
ticia social, la reconciliación, la paz y la vida en equilibrio con la 
naturaleza y el ambiente, sean posibles para todas y todos”.

Dentro de Ciudad de Derechos podemos resaltar tres programas 
relacionados con el tema que nos ocupa:

“Toda la vida integralmente protegidos. Adelantar acciones para 
garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las personas en 
cualquier etapa del ciclo vital, reconociendo sus potencialidades 
y valorando el aporte específico y diferencial que niñas y niños, 
adolescentes, jóvenes, adultos, personas mayores y las familias, 
pueden realizar para el logro de una Bogotá positiva”.

“Bogotá respeta la diversidad. Desarrollar e implementar las po-
líticas públicas y los planes de acciones afirmativas orientados a 
reconocer y restablecer los derechos de los grupos religiosos, afro 
descendientes, indígenas, ROM y raizales, y de las lesbianas, gays, 
bisexuales y transgeneristas”.

“Bogotá positiva con las mujeres y la equidad de género. Avan-
zar en el reconocimiento, garantía y restitución de los derechos de 
las mujeres y garantizar las condiciones para el ejercicio efectivo 
de los mismos”.

“DERECHO A LA CIUDAD: La construcción con y para la gente, de 
una ciudad positiva, como escenario de las actividades humanas, 
en la que el ordenamiento territorial promueva el desarrollo inte-
gral, equitativo y ambientalmente sostenible y permita el efectivo 
disfrute de los derechos, para lo cual se desarrollarán acciones que 
dignifiquen el hábitat, hagan más eficiente la movilidad, generen 
condiciones de reconciliación, convivencia, paz y seguridad, y pro-
muevan la identidad, el reconocimiento de la diversidad y el dialo-
go intercultural, con base en un modelo de desarrollo democrático, 
social e incluyente”.

Se destacan dos propósitos, el cuarto y el quinto:

•	 Promover e instaurar una cultura de solidaridad, reconcilia-
ción y no violencia.

•	 Fortalecer la institucionalidad asociada a la seguridad y la 
justicia.
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“Estrategias del Derecho a la Ciudad:  Promover la convivencia ciu-
dadana, a través de acciones que generen sentido de pertenencia e 
identidad, solidaridad, y respeto a la vida y a la diversidad.

“Desarrollar acciones de prevención con intervenciones integra-
les para reducir los factores de riesgo, generadores de violencia y 
delincuencia, en las zonas con problemáticas críticas de seguridad 
y convivencia”.

Programas vinculados al tema de violencias de género 
y diversidad

“Bogotá segura y humana. Generar las condiciones para que 
todas y todos logren desarrollar su proyecto de vida, ejerzan sus 
derechos libremente, y disfruten la ciudad en un entorno seguro y 
socialmente justo”.

Los objetivos, propósitos y estrategias identificados se traducen 
en las siguientes metas de ciudad:

•	 Aumentar en 10% el número de denuncias por hechos de vio-
lencia de género. Reducir en 10% la participación de menores 
de edad en los delitos.

•	 Reducir en 10% los delitos de hurto y lesiones personales.
•	 Aumentar en 10% la denuncia de violencia intrafamiliar y vio-

lencia sexual.

Con lupa de género

El POT es una directriz para los planes de desarrollo de los go-
biernos distritales, pero a su vez los avances en los enfoques de 
los planes de desarrollo, producto de los acuerdos internaciona-
les y nacionales en materia de derechos humanos y ciudadanos, 
en particular en los derechos de las mujeres a la igualdad de 
oportunidades, aportan nuevas visiones y estrategias necesarias 
a ser consideradas en los procesos de revisión del POT.

En los capítulos del Plan de Desarrollo referidos a la seguri-
dad ciudadana encontramos una serie de aportes que posibili-
tan nuevos enfoques, programas y proyectos que representan 
una oportunidad a tener en cuenta en la revisión del POT y el 
Plan Maestro de Seguridad.
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Consideramos que todos los aspectos abordados por el Plan 
de Desarrollo 2008-2012 son pertinentes para ser tenidos en 
cuenta en la definición de una política de seguridad ciudadana 
en el POT en la medida que desarrolla los siguientes plantea-
mientos:

a.	 Parte de una concepción de seguridad como un bien pú-
blico que propicia las condiciones necesarias para la vida 
digna y el goce pleno de los derechos humanos y la convi-
vencia democrática. 

b.	 Define su compromiso con la equidad de género, los jóve-
nes y las poblaciones diversas, para el tratamiento de las 
violencias. 

c.	 Reconoce la necesidad de ampliar la caracterización de 
las violencias y separar las violencias de género de la vio-
lencia intrafamiliar. 

d.	Se compromete con acciones para disminuir el porcentaje 
de no denuncia de las violencias de género. 

e.	 Define estrategias de capacitación de servidores públicos 
sobre identidad de género, orientación y diversidad sexual, 
y la realización de campañas para incidir en cambios cul-
turales sobre los imaginarios de las violencias. 

f.	 Define una estrategia de intervención desde lo local. 
g.	 Crea equipamientos complementarios entre los que se 

cuentan centros comunitarios LGBT y poblaciones diversas, 
crea cuatro Casas Refugio para Mujeres Maltratadas y pro-
pone fortalecer 16 Casas de Igualdad de Oportunidades.

Claves para incorporar el género en relación con la 
seguridad en el POT y el Plan Maestro de Seguridad

La violencia hacia las mujeres es una violación a los derechos 
humanos.

A los fines de orientar los lineamientos específicos para la 
formulación de propuestas al POT y ajustes al Plan Maestro de 
Seguridad se recomienda:

El tratamiento a las distintas violencias hacia las mujeres 
(violencias de género) en el espacio privado y en el espacio 
público debe quedar incorporado de manera expresa en las es-
trategias, los objetivos y las políticas de seguridad ciudadana, 
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de manera específica, con un enfoque integral que contemple 
prevención, atención, sanción y reparación.

Es necesario diferenciar las violencias de género de la vio-
lencia intrafamiliar en concordancia con la Ley 1257 de 2008 y 
complejizar los enfoques y las definiciones sobre la seguridad 
ciudadana, tipificando como delitos las distintas violencias ha-
cia las mujeres en el espacio privado y en el público, y superan-
do concepciones tradicionales sobre las mujeres como grupo 
vulnerable o minusválido, receptoras de políticas asistenciales.

Las violencias de género deben ser abordadas con políticas 
y estrategias diferentes a las políticas de convivencia y resolu-
ción pacífica de conflictos planteadas en el Plan Maestro, ya 
que éstas corresponden a hechos punibles que requieren un 
enfoque diferente a la conciliación, en tanto las mujeres vio-
lentadas requieren del reconocimiento y la restitución de sus 
derechos y la protección frente al agresor. Esto implica que:

Es necesario desarrollar políticas, estrategias y programas 
orientados a la transformación cultural de las relaciones entre 
varones y mujeres y a la sensibilización y capacitación de los 
operadores de justicia, y funcionarios y funcionarias responsa-
bles del diseño y la implementación de políticas públicas, con 
el apoyo de campañas de sensibilización anuales.

Perfeccionamiento constante de un sistema de registro 
y recolección de datos desagregados por sexo, que permita 
georreferenciar lugares donde ocurren hechos de violencia ha-
cia las mujeres, horarios, edades de las víctimas, situación 
social, etcétera, como también de los agresores.

Es necesario profundizar en estudios específicos que per-
mitan identificar, tipificar y sistematizar las causales vincula-
das a las condiciones físicas y sociales de calles, avenidas y 
espacios públicos que potencian o predisponen a las agresio-
nes e incrementan o minimizan la percepción de inseguridad 
(ciclovías, humedales, puentes peatonales, calles y parques, 
zonas con disposición de escombros, lotes baldíos, transporte 
público, entre otros).

Se recomienda la construcción de indicadores específicos 
para el seguimiento y monitoreo de la evolución y los resulta-
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dos de las acciones de prevención de las violencias y acceso a 
la justicia de las mujeres.

Articular el Plan Maestro de Seguridad con las estructuras 
del Plan de Ordenamiento y específicamente la red de cen-
tralidades y el hábitat, así como con otros planes maestros, 
como los de espacio público, bienestar social y movilidad, a 
fin de integrar las acciones tendientes a promover una ciu-
dad más segura. Por ejemplo, profundizar el análisis sobre la 
inseguridad en los transportes públicos en todos sus compo-
nentes, identificando unidades, paradas, lugares de espera, 
recorridos, horarios; fortalecer los espacios de información y 
denuncias para casos de violencias contra las mujeres en el 
transporte y el espacio público, instalando mobiliario urbano 
informativo de rutas de atención y ventanillas especializadas 
en los terminales y paraderos de Transmilenio, futuro metro y 
tren de cercanías.

Al respecto, la Agenda de las mujeres del Grupo Focal para 
Ciudades Seguras de Suba y la Agenda Distrital de Mujeres 
enfatizan una serie de recomendaciones concernientes a la 
prevención de las violencias en el espacio público:

a.	 Aplicación de normas de cerramiento de lotes privados y 
públicos.

b.	 Humedales habilitados para el uso público mediante ad-
ministraciones eficientes, que garanticen su iluminación, 
mantenimiento, debida vigilancia por la Policía ecológica 
y comunitaria y su uso recreativo y educativo apto para 
mujeres, niños, niñas, personas mayores y discapacita-
das. 

c.	 Paraderos seguros para mujeres, niños y niñas, ilumina-
dos, señalizados y vigilados por la Policía comunitaria.

d.	Dotar a la Defensoría del Espacio Público de herramien-
tas para la construcción de espacios públicos respetuo-
sos de las diferencias de género. 

e.	 Propiciar campañas de sensibilización sobre las vio-
lencias contra las mujeres en el espacio público y en el 
transporte urbano del Distrito y la región.

Un análisis inicial de la inseguridad desde una perspectiva 
territorial y de género debe Identificar las interacciones pro-
pias de cada territorio entre factores determinantes del deli-
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to: socioeconómicos, culturales, institucionales y del entorno 
físico y urbano, incluyendo georreferenciación de la violencia 
e inseguridad, desagregada por sexo y localidades, para prio-
rizar la inversión pública.

Construir un mapa de actores (públicos, privados y socia-
les). Cada actor tiene una percepción y un papel a jugar en 
la producción de seguridad. Se trata de sensibilizar sobre la 
corresponsabilidad en la seguridad y la coproducción de segu-
ridad en un ámbito geográfico específico.

Según los enunciados del Plan Maestro de Seguridad, la 
política pública de seguridad ciudadana con énfasis territorial 
debe reforzar la articulación entre la fuerza pública y la acción 
civil en el ámbito local. Se busca reforzar la relación entre el 
gobierno local (diversos sectores), la Policía y los organismos 
de seguridad, con una participación decisiva de los alcaldes 
locales, pero también se debe permitir la participación de 
actores del sector judicial y de actores sociales clave (orga-
nizaciones sociales, juntas de acción comunal, empresarios, 
etcétera). Las mujeres deben ser actoras privilegiadas en la 
definición de las actuaciones de seguridad a nivel de las loca-
lidades.

Las políticas de prevención y disuasión e inteligencia con-
tenidas en el artículo 13 del Plan Maestro tienen un enfoque 
adecuado. No obstante, es necesario identificar e incluir es-
pecíficamente el empoderamiento y la capacitación en dere-
chos y violencias de género de mujeres lideresas locales, con 
el objeto de construir una red de apoyo y asesoría técnica legal 
que articule y potencie el trabajo de las jurisgeneristas, los 
consultorios jurídicos y populares, la Defensoría del Pueblo 
y las Comisarías de Familia, a fin de garantizar el acceso a 
la justicia en condiciones de equidad para las mujeres vícti-
mas y la promoción de comportamientos no violentos hacia 
las mujeres en las localidades, en concordancia con la nueva 
ley integral contra la violencia hacia las mujeres (Ley 1257 del 
4 de diciembre de 2008).

Así mismo, es necesario implementar programas de for-
mación a funcionarios, funcionarias y agentes de la Policía 
Metropolitana y Comunitaria en violencias de género, como 
también a agentes de salud y sector judicial, y todos aquellos 
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que intervienen en las rutas de prevención, atención y sanción 
de las violencias.

Las políticas de seguridad ciudadana con enfoque de gé-
nero deben expresarse en el territorio de la ciudad en equipa-
mientos específicos, distribuidos según una demanda clara-
mente determinada con base en indicadores cuantitativos y 
cualitativos diferenciados, vinculados a las zonas residenciales 
y al transporte.

Se precisa combinar distintas estrategias que disminuyan 
los altos niveles de no denuncia de las violencias de género.

Los equipamientos denominados Centros de Convivencia 
deberán contar con condiciones de diseño espacial adecuado 
para asegurar una atención que considere las necesidades de 
privacidad de las mujeres y niñas que denuncian y con un per-
sonal capacitado en violencias de género.

Es necesario integrar las Casas Refugio para Mujeres Vio-
lentadas y las Casas de Igualdad de Oportunidades como equi-
pamientos básicos para la prevención y el tratamiento de las 
violencias de género.

Se recomienda otorgar a las Casas de Igualdad de Oportu-
nidades una función primordial en la prevención y en la orien-
tación del tratamiento de las violencias contra las mujeres en 
las localidades.



El espacio público
desde el enfoque 

de género
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Si asumimos que las características fundamentales del espacio 
público quedan definidas por “aquellos lugares accesibles a todos, 
que suponen un uso social, dominio público y gratuidad” (De Sa-
blet, 1989), la garantía de la accesibilidad a los mismos por parte 
de la ciudadanía es una condición primera que debe ser garantiza-
da por el Estado. La accesibilidad constituye una dimensión esen-
cial del derecho a la ciudad. Implica ausencia de obstáculos: físi-
cos (barreras arquitectónicas, viales o topográficas), económicos 
(traducidos en costos de traslado), sociales y culturales (espacios 
excluyentes de grupos o personas por género según su condición 
social, edad, sexo, identidad étnica, sexual, etcétera).

La ‘localización’ en relación con su vinculación a la estructura 
urbana y la ‘distancia’, son dos factores que cualifican en primera 
instancia las posibilidades de accesibilidad al espacio público. La 
localización implica vías de conexión, que pueden ser también ba-
rreras en tanto vías de circulación rápida que se interponen entre 
el espacio y el barrio, o barreras topográficas. La distancia se mide 
en tiempo, no sólo porque es uno de los factores que están fuerte-
mente incidiendo en la valoración de decidir el uso del espacio pú-
blico, sino porque es una medida a la que inmediatamente hacen 
referencia las personas, generalmente acompañada del medio de 
movilidad.

El espacio público desde
el enfoque de género
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Ahora bien, la distribución equitativa de los espacios públicos en 
el territorio y específicamente plazas y parques en sus distintas es-
calas que se destinan a usos sociales propios de la vida urbana, tales 
como el esparcimiento, eventos colectivos, actividades culturales, es 
una primera condición necesaria. Sin embargo, esta condición no es 
suficiente en tanto intervienen otras dimensiones que condicionan 
el uso del espacio público, quiénes y cómo lo usan (dimensiones 
sociales, culturales, políticas, económicas, de seguridad).

Con lupa de género

En este sentido, la relación de las mujeres con el espacio pú-
blico aparece mediada por distintos factores, el recurso tiempo, 
la seguridad para transitar y permanecer en los espacios, y las 
condicionantes sociales y culturales que asignan o inhiben de-
terminados comportamientos. Asimismo, a estas mediaciones 
que responden a su condición de género es necesario sumar 
condicionantes compartidas por otros colectivos sociales, como 
la edad, o las discapacidades físicas.

El espacio de la ciudad nos es dado como lugar de la obje-
tividad, un escenario para la acción, indiferente al sexo de los 
individuos que en él se mueven, pero es el escenario en el que se 
determinan las acciones posibles, las acciones legítimas. Como 
toda construcción cultural, está definido y atravesado por líneas 
de poder que lo crean y lo interpretan, zonas abiertas o prohibi-
das, libertad de movimientos o confinamiento, un entorno y sus 
usos. Todo ello es percibido y empleado de forma diferente por 
hombres y mujeres (Pernás, 1998).

Distintos estudios señalan las diferencias en los modelos in-
ternalizados en varones y mujeres referidos a su ubicación en el 
espacio público. Entre ellos, el Programa Regional Instrumentos 
para la Gobernabilidad Urbana26. La dimensión política del es-
pacio público tiene su correlato con la dimensión físicoespacial 

26 El Programa Regional Instrumentos para la Gobernabilidad Urbana: Indica-
dores Urbanos de Género, con apoyo de UNIFEM, tuvo dos etapas. La segunda, 
coordinada por L. Rainero y M. Rodigou, consistió en el desarrollo del instrumento 
(encuesta) sobre el uso del espacio público, las dimensiones de análisis y su aplica-
ción en cinco ciudades, Rosario y Mendoza (Argentina), Asunción (Paraguay), Talca 
(Chile) y Montevideo (Uruguay). La primera etapa, coordinada por A. Falú, reunió a 
expertas de distintos países para conceptualizar el tema.
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que se manifiesta en las opiniones y percepciones acerca de la 
autorización de presencias y ausencias en el espacio público 
para unos y otras, estereotipos de género que están en la base 
de las percepciones que aún hoy prevalecen, aunque se mani-
fiesten de distinto modo –la mujer en el espacio de la casa y el 
varón en la calle– y de las actividades posibles de realizar en el 
espacio público, asignadas desde los valores predominantes a 
uno y otro sexo (Rainero y Rodigou, 2004).

El equipamiento y mobiliario urbano de los espacios públicos 
es un factor que estimula o inhibe determinadas prácticas en 
dicho espacio. La falta de mobiliario genera espacios deshabita-
dos; por otra parte, espacios con ciertos equipamientos, como 
por ejemplo, vegetación, asientos, juegos, senderos peatonales, 
instalaciones deportivas, resueltos con calidad estética y fun-
cional, estimulan el tránsito y la permanencia y facilitan las in-
teracciones entre las personas. Sin embargo, se ha observado 
que la lógica del equipamiento o mobiliario urbano descuida las 
demandas de la diversidad de población que potencialmente los 
utiliza y responde a patrones genéricos (ejemplo de esto son las 
instalaciones para deportes masculinos priorizadas sobre otras 
infraestructuras posibles).

El espacio es un escenario activo de las relaciones sociales 
que incide en las mismas, orientándolas y construyéndolas. Una 
mirada al uso y la apropiación de los espacios públicos urba-
nos, en relación a quiénes, cómo y para qué lo usan, nos per-
mite visualizar las distintas relaciones sociales que se ponen en 
juego: relaciones entre géneros, intra e intergeneraciones, intra 
e interestrato socioeconómico, intra e interbarriales, etcétera. 
También cuáles son los obstáculos sociales que se perciben o 
construyen para la apropiación del espacio y que devienen de 
las relaciones sociales que se plasman en la vida de cada una de 
las personas (Rainero y Rodigou, 2003).

El estudio realizado en cinco ciudades de América del Sur27 
sobre el uso del espacio público por parte de varones y muje-
res aporta algunas conclusiones: tanto varones como mujeres 
tienen una alta valoración del espacio público de las ciudades 
como lugar de esparcimiento y sociabilidad. Al mismo tiempo, 
las actividades que en él se desarrollan y los horarios y frecuen-
cia en que se utiliza son diferentes para varones y mujeres. Los 

27 Ibíd.
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que sí las reconocen hacen alusión al tipo de actividades desa-
rrolladas en el espacio: activas para los varones y pasivas para 
las mujeres. Las mujeres concurren al espacio público, por lo 
general, en horas diurnas y acompañadas por amigos y amigas 
o integrantes de la familia y en un alto porcentaje el tiempo libre 
o espacio de recreación de las mujeres se ve invadido por el cui-
dado de hijos e hijas pequeños.

Al mismo tiempo, estas actividades que se vinculan específi-
camente con la división sexual del trabajo en nuestra sociedad 
y que señalamos en distintos apartes de este documento, gene-
ralmente no se tienen en cuenta ni son visibilizadas por quienes 
planifican y diseñan los espacios públicos y, por lo tanto, no 
tienen un correlato en el equipamiento de los mismos (lugares 
de descanso en la cercanía de juegos infantiles, sanitarios, ram-
pas). Asimismo, esto se vincula también con la importancia de 
la existencia de espacios públicos barriales cercanos a la vivien-
da para las personas dependientes de otro adulto o adulta. De 
igual manera, para mujeres sin trabajo remunerado fuera de su 
hogar, el espacio público barrial, en particular para los sectores 
más empobrecidos, constituye uno de los pocos espacios de 
socialización, habida cuenta que por lo general ven limitada su 
posibilidad de traslado a lugares distantes de su barrio y menos 
aun con niñas y niños pequeños.

El estudio mencionado permitió constatar que mientras el 
reconocimiento de diferencias de aptitudes asociadas a la “na-
turaleza del ser mujer y varón” encuentra un bajo porcentaje de 
adeptos, esta posición aparece debilitada con relación a las con-
ductas y los roles sociales que varones y mujeres deben desem-
peñar. La ideología patriarcal que sostiene el sistema de género 
aún persiste en las conductas, prácticas y representaciones de 
varones y mujeres y las respuestas de las y los entrevistados lo 
reflejan, asignando a las mujeres horarios y lugares “adecuados 
o inadecuados” para transitar o permanecer y culpabilizándolas 
por las posibles agresiones adjudicadas a su forma de vestir 
o actitud. Esto tiene un correlato directo con la percepción de 
inseguridad por parte de las mujeres. El estudio demostró que 
son las mujeres quienes cambian sus rutinas cotidianas por te-
mor y abandonan el espacio público.

La seguridad en el espacio público es otra dimensión con-
dicionante del uso y la apropiación del mismo por parte de las 
mujeres, como desarrolláramos específicamente en el tercer ca-
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pítulo de este trabajo. La reclusión en el espacio privado tiende 
a aumentar su inseguridad en el espacio público.

La percepción de la seguridad física y sicológica es importan-
te para las mujeres, quienes pueden percibir un espacio como 
seguro no por la mera ausencia de elementos indeseables, sino 
también porque existe un grado elevado de control espacial y 
cierto grado de control grupal (Madariaga et. al., 2004).

Las mujeres deben negociar día a día la apropiación del es-
pacio público, particularmente por la inseguridad que les re-
presenta. Si bien las personas deben tener la libertad de poder 
transitar la trama urbana a cualquier hora del día y de la noche, 
factores como la falta de alumbrado y las dificultades en la ac-
cesibilidad, pueden hacer que un espacio público resulte poco 
placentero, poco atractivo y poco seguro para una parte de las 
personas, sobre todo para las mujeres (Bofill, 2008).

Las condiciones del ambiente urbano como factor de percep-
ción de seguridad en la ciudad surge hace más de dos décadas 
e implica un cambio en la importancia dada a la prevención del 
delito,  donde los factores subjetivos (percepción de seguridad) 
son tan importantes como los factores objetivos (existencia de 
delitos). Los municipios canadienses fueron precursores en el 
desarrollo del concepto ciudades seguras (Safe Cities) y desa-
rrollaron, al igual que muchos municipios europeos, normas e 
informes técnicos sobre la prevención del delito a través del ur-
banismo, proyectos de unidades residenciales, de oficinas y de 
comercios. Estas propuestas que tienen como antecedente teo-
rías e investigaciones acerca de la prevención del delito a través 
del mejoramiento del ambiente, sabemos que son un aspecto 
de la inseguridad que puede contribuir de hecho a mejorar la 
misma, pero que no son excluyentes de acciones que focalicen 
en las causas sociales y estructurales de la violencia urbana.

En este contexto es que surge el concepto de ciudades se-
guras para las mujeres y donde, siguiendo la misma línea de 
reflexión, se apunta a dos dimensiones: las causas estructurales 
de la violencia de género que es necesario atender y el mejora-
miento del ambiente urbano como posibilitador de la apropia-
ción del espacio público por parte de las mujeres.

La prevención del delito a través del mejoramiento de las 
condiciones del entorno urbano, la accesibilidad y apropiación 
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de los espacios por parte de sus habitantes y la centralidad de 
experiencia de las mujeres a la hora de realizar un diagnóstico 
sobre la inseguridad del espacio público y diseñar el mismo, 
son dos perspectivas que se han tenido en cuenta en otras ex-
periencias.

En investigaciones previas se han tenido en cuenta también 
seis principios en los que se sintetizan las condiciones que todo 
espacio público debe cumplir (Michaud, 2002):

•	 Principio 1: la señalización, saber dónde se está y a dónde 
se va.

•	 Principio 2: la visibilidad, ver y ser visto.
•	 Principio 3: oír y ser oído, la concurrencia de personas.
•	 Principio 4: la vigilancia formal y el acceso a la ayuda, ob-

tener auxilio.
•	 Principio 5: la planificación y el mantenimiento de los luga-

res, vivir en un ambiente limpio y acogedor.
•	 Principio 6: la participación de la comunidad, actuar en 

conjunto.

Estos principios se han incorporado a las reglamentaciones 
urbanísticas que regulan la habilitación de los espacios y edifi-
cios públicos.

Claves para incorporar la perspectiva de género 
en el Plan Maestro de Espacio Público

La política sobre recuperación y manejo del espacio públi-
co debe incorporar, específicamente, un nuevo principio que 
refiera a la seguridad de los espacios públicos, en cuanto a ga-
rantizar, a través de la planificación y el diseño de los espacios 
públicos, la seguridad de las personas en lo concerniente a la 
prevención de accidentes y contra posibles delitos y violencias.

Objetivos

En los objetivos 5 y 7 referidos a la “equidad en la regu-
lación del uso y aprovechamiento por diferentes sectores so-
ciales”, se debe explicitar la necesidad de tener en cuenta las 
diferencias de género.
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El objetivo 8 debe explicitar que los indicadores de gestión 
deben contemplar la evaluación de las acciones realizadas en 
el espacio público, a la luz de la satisfacción y el impacto que 
generen en la población beneficiaria, según sector social, gé-
nero u otros colectivos sociales.

En el objetivo 11 se propone incluir, explícitamente, el en-
foque de género en el diseño y la metodología de gestión del 
espacio público. Es importante, además, resaltar la función 
de los urbanizadores como principales generadores de espa-
cio público, con base en la norma que determina cesiones pú-
blicas obligatorias (tipo A). Las cesiones públicas deben ser 
reguladas con el fin de que haya una exigibilidad a los urba-
nizadores respecto al diseño de los espacios de cesión cons-
truidos y libres, que permita garantizar que estos cubran las 
necesidades de recreación, esparcimiento y equipamientos de 
los colectivos sociales desde un enfoque de género, teniendo 
en cuenta la diversidad social, generacional y de sexo y, en par-
ticular, las necesidades específicas de las mujeres en relación 
con: servicios comunales para personas dependientes, espa-
cios recreativos diferenciados de zonas deportivas, dotación de 
mobiliario urbano que tenga en cuenta el diseño de peatonales 
sin obstáculos, que cumplan con criterios que garanticen la se-
guridad como iluminación, visibilidad, señalización, y faciliten 
el paso de cochecitos, carros de la compra, sillas de ruedas y 
otros elementos que utilizan las personas con alguna discapa-
cidad, de acuerdo con necesidades de cada localidad o UPZ.

Esto implica, en primer lugar, revisar las metodologías de-
sarrolladas por las entidades distritales hasta el presente (a 
las que hace alusión el artículo 12), para garantizar que sus 
contenidos incluyan las demandas diferenciadas por género 
a las que se ha venido haciendo mención en este documento. 
Para esto se recomiendan estudios específicos que aporten 
datos sobre el uso del espacio público por parte de las muje-
res y los distintos colectivos sociales.

Políticas y programas

Analizaremos aquí las políticas del Plan, seleccionando las 
estrategias y los programas para cada una de ellas, que desde 
esta consultoría se consideran potencialmente relevantes para 
la inclusión del enfoque de género.
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Política de Gestión del Espacio Público (artículo 7) y sus 
estrategias de gestión social, de gestión económica y de 
coordinación institucional

Se recomienda que el Programa de Creación y Consoli-
dación de Redes para la Gestión Social y el Programa para 
Diseño, Construcción y Mantenimiento del Espacio Público, 
establezcan los mecanismos para garantizar la participación 
efectiva de las mujeres en las redes de gestión social, que ten-
drán injerencia en la recuperación, la revalorización y el diseño 
de los espacios públicos de la ciudad.

No obstante, es necesario tener en cuenta las limitaciones 
que tienen las mujeres para participar. Estas limitaciones es-
tán dadas por la falta de tiempo, la falta de recursos para 
traslados, los horarios en que se realizan reuniones y eventos, 
la falta de facilidades para el cuidado de niños y niñas, las di-
námicas y metodologías de las reuniones que invisibilizan las 
opiniones de las mujeres. Otro aspecto para considerar es que 
si bien existen numerosas organizaciones barriales que traba-
jan por el mejoramiento de condiciones de vida, los actuales 
procesos de participación del Distrito en torno a planes de 
desarrollo y de inversión han conducido a un desgaste de los 
mismos, dado por ejercicios masivos de consulta ciudadana a 
nivel local sin resultados en la incidencia.

Programa de Valoración Social de los Conjuntos 
Monumentales de Espacio Público

Un aspecto importante para el cambio cultural que permita 
la valoración de los aportes de las mujeres a la sociedad es 
promover procesos de recuperación de la historia colectiva de 
la construcción de los barrios e incluir mujeres en calles, pla-
zas y monumentos.

Programa Anual de Actividades Culturales, Recreativas 
y Deportivas en Espacios Transversales y Singulares 
de la Ciudad y Región

Es potencialmente apto para trabajar, desde un enfoque 
de género, actividades de apropiación del espacio público 
por parte de las mujeres, tendientes a resignificar lugares pú-
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blicos, remover estereotipos de género en el uso del espacio 
público y promover cambios culturales que transformen las 
relaciones sociales y de género basadas en la discriminación 
y la violencia. Es recomendable establecer, por lo menos, dos 
actividades culturales al año para la promoción de la igualdad 
de oportunidades para la equidad entre hombres y mujeres.

Programa de Creación del Marco Regulatorio del 
Aprovechamiento Económico del Espacio Público

En relación con este programa, los distintos estudios a los 
que hicimos referencia en este documento demuestran que el 
sector informal de la economía está compuesto por un alto 
porcentaje de mujeres de los estratos socioeconómicos más 
bajos. En este sentido, el punto c que establece “la determi-
nación de la ubicación y delimitación de los elementos consti-
tutivos y complementarios del espacio público con capacidad 
para generar aprovechamiento económico” es particularmente 
pertinente a los fines de contemplar esta realidad.

Esto implica la realización de estudios específicos referi-
dos al sector informal de la economía para conocer su com-
posición y situaciones de máxima vulnerabilidad; por ejemplo, 
mujeres solas, con hijos o hijas pequeños, o con personas de-
pendientes a cargo, actividades que desarrollan, lugares de la 
ciudad donde efectivizan la comercialización de los productos, 
medios de movilidad, situaciones de inseguridad a las que se 
ven enfrentadas. Es necesario, además, considerar medidas 
de redistribución positiva a favor de mujeres desempleadas y 
jefas de familia para la asignación de espacios de aprovecha-
miento económico en la ciudad.

Política de Calidad y Cubrimiento del Espacio Público

Respecto a esta política, la ampliación y complementa-
ción de andenes y mobiliario del espacio público requiere, a 
su vez, de la definición específica de mobiliarios urbanos no 
contemplados tradicionalmente en los espacios públicos, que 
incorporen facilidades para el traslado de coches de niños y 
niñas, carros de mercado, personas con paquetes, personas 
con sillas de ruedas y caminadores y el concepto de seguridad 
(prevención de delito), siguiendo los criterios de iluminación, 
visibilidad, señalización, etcétera.
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La accesibilidad constituye una dimensión esencial del 
derecho a la ciudad. Implica ausencia de obstáculos: físicos 
(barreras arquitectónicas, viales o topográficas), económicos 
(traducidos en costos de traslado), sociales y culturales (espa-
cios excluyentes de grupos o personas por su condición social, 
edad, género, identidad étnica, sexual, etcétera). Es necesario, 
por lo tanto, complementar los manuales de espacio público 
incluyente para las mujeres, las niñas y los niños, incorporan-
do pautas de diseño y criterios señalados en los subsistemas 
vial arterial y de transporte, cartillas de andenes y mobiliarios 
de espacio público.

Programa Construcción de un Subsistema Transversal 
de Espacio Público

Sus componentes son: ciclo rutas, senderos para bicicle-
tas, alamedas, puntos de encuentro, parques viales, nodos 
viales, pasos peatonales, nodos ambientales y alamedas pe-
rimetrales. Debe contemplar la integración de los humedales 
y las áreas recuperadas de protección ambiental, evitando su 
deterioro y ocupación indebida mediante una administración 
eficiente que permita vincularlos a un sistema de utilización 
recreativa y pedagógica, en el que las organizaciones locales 
de mujeres integradas a las redes de gestión social del espacio 
público puedan jugar un papel primordial, permitiendo, a su 
vez, generar el aprovechamiento económico de estos espacios 
a favor de mujeres desempleadas.

Instrumentos de evaluación, control y seguimiento 
del Plan Maestro

Los indicadores de gestión deben contemplar la evaluación 
de la satisfacción y el impacto en la población beneficiaria, 
según sector social, género u otros colectivos sociales, de las 
acciones realizadas en el espacio público. No obstante, el de-
sarrollo de indicadores que expresen la inclusión de género en 
el espacio público tiene un alcance más complejo que un índi-
ce solamente cuantitativo, medido en metros lineales o áreas 
de parques. Es necesario, por lo tanto, realizar un estudio base 
que dé cuenta de las limitaciones actuales que tiene la po-
blación por razones de género, edad, condición social, disca-
pacidad u opción sexual, para el uso incluyente del espacio 
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público en relación con la función, la escala, la accesibilidad, 
la localización y la cantidad, y con esta base determinar nue-
vas metas para la provisión, el diseño y el mantenimiento del 
espacio público.
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El Índice de Desarrollo Humano de los países, que promueve el 
Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas, PNUD, hace referen-
cia a algunos aspectos del Índice del Desarrollo Humano Urbano 
entendido como la ampliación de las capacidades de los individuos 
en el contexto de las ciudades. En el caso de Bogotá, el primer 
tema que el IDH aborda es la movilidad como una capacidad bá-
sica para acceder a la mayoría de las oportunidades que brinda la 
vida urbana, sean éstas económicas, sociales, políticas o culturales 
(Moro, 2006).

El equipo del IDH para Bogotá expresa que: el futuro de la mo-
vilidad es un medio de acceso a varias de las capacidades básicas 
de DH urbano, con la posibilidad de tener un empleo digno, el 
acceso a servicios de salud, a oportunidades de estudio o espa-
cios de esparcimiento. Especialmente en las grandes ciudades de 
los países en desarrollo como Bogotá que han padecido muy altas 
tasas de crecimiento, sin la posibilidad de responder con una pla-
neación urbana adecuada, hay un enorme acervo de oportunidades 
a las cuales no tienen acceso barrios o localidades, que imponen 
la necesidad de estudiarlas. Este es el caso de los hogares de ba-
jos recursos, pues allí los precios del suelo son menores. En una 
metrópoli como Bogotá, la imposibilidad de transportarse impide 

La movilidad desde 
el enfoque de género
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el desarrollo de las capacidades y limita profundamente las reali-
zaciones de los individuos28.

En este sentido, Miralles Guasch (2006) señala que la relativa 
facilidad para salvar una distancia es una variable relacionada con 
las características físicas de un espacio, las oportunidades para 
realizar ciertas actividades y las características individuales de 
los ciudadanos y las ciudadanas. La accesibilidad, además de una 
dimensión territorial, es también una característica individual en 
relación con el número de opciones que tiene la ciudadanía para 
acceder a los lugares y las actividades. Cada persona o colectivo de 
individuos tiene su ámbito espaciotemporal definido por la organi-
zación territorial que caracteriza su ámbito espacial, pero también 
por los vínculos de relación, el nivel de renta, los roles sociales de 
género, edad y procedencia sociocultural. Por lo tanto, la accesi-
bilidad, como bien señala la autora, no está uniformemente distri-
buida entre todos los habitantes, entonces es necesario analizar la 
accesibilidad en ámbitos concretos e individualizados, según las 
posibilidades de cada ciudadano y ciudadana de utilizar los bienes 
y servicios urbanos.

Es aquí donde las diferencias de género adquieren particular 
relevancia en tanto la división sexual del trabajo no se modifique 
sustantivamente y las mujeres, en todas las sociedades, continúen 
asumiendo las responsabilidades domésticas y de cuidado, que se 
traducen en una movilidad diferente en la ciudad. Las mujeres, al 
decir de Turner y Grieco (2005), “se desplazan con objetivos múl-
tiples”. Sin embargo, según estos autores, el desplazamiento que 
concentra la mayor parte de la atención de los planificadores en el 
mundo es “el ir a trabajar” casi como único objetivo y mayoritaria-
mente masculino.

Los demás grupos gozan de muy pocas oportunidades de incidir 
en el paradigma, lo cual sumado a la centralización de servicios au-
menta la discriminación que existe en la organización del territorio. 
Podríamos acotar aquí que aunque la atención de los planificado-
res no se focalice sólo en la movilidad que demanda el trabajo mas-
culino, los estudios de origen y destino generalmente no se realizan 
desagregados por sexo, como así tampoco las encuestas sobre la 
percepción de los usuarios y usuarias acerca de la eficiencia de la 
movilidad. En el caso de considerarlas, sus resultados aparecen, 
finalmente, agregados, no pudiendo diferenciar respuestas corres-

28 Ibíd.
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pondientes a varones o mujeres y desconociendo así los patrones 
de movilidad de unos y otras.

Ejemplo de lo expuesto es la encuesta realizada a varones y mu-
jeres de Bogotá, compilada en Cómo avanza el Distrito en Movilidad 
2007 (Veeduría Distrital, 2007), a la que luego haremos referencia. 
Dicha encuesta arroja valiosos datos sobre la percepción de la po-
blación en lo que refiere a la movilidad en la ciudad para pensar las 
políticas de transporte público, pero no es posible distinguir deman-
das diferenciadas, en tanto bajo la categoría “jefe de hogar” quedan 
subsumidos varones y mujeres. Sabemos que las mujeres realizan 
en mayor medida que los varones trabajos informales, viajan con 
niños y niñas o deben prever su cuidado por otros u otras, además 
de que no son lineales los trayectos que recorren producto de sus 
responsabilidades domésticas sumadas al trabajo remunerado.

Un estudio realizado en la ciudad de Córdoba, Argentina, (Falú, 
Rainero y Morey, 1995), arrojó como resultado los impactos so-
ciales, especialmente en las mujeres, de la relocalización de un 
grupo poblacional, de un área central a la periferia de la ciudad y 
las consecuencias de la insuficiencia y la ineficiencia del transporte 
público sumadas a la falta de servicios y equipamientos educati-
vos, sanitarios y de cuidado en el propio barrio: pérdida del trabajo 
remunerado, accidentes de niños y niñas que quedan solos en las 
viviendas, pérdida de la escolaridad de las niñas que quedan al 
cuidado de los menores porque sus padres o madres (en hogares 
monoparentales) trabajan fuera del hogar, privación de atención en 
salud por la distancia a los servicios correspondientes, por citar 
solo algunas de las consecuencias ligadas a la organización del 
territorio y la planificación de la movilidad.

Sin embargo, los efectos negativos de la calidad e insuficiencia 
del transporte público sobre la vida de las mujeres con escasos 
recursos económicos no han sido asimilados por la corriente del 
pensamiento de las políticas de transportes, como bien señalan 
Turner y Grieco (2006).

Cuando la ciudad, la movilidad y el sistema de transporte, no 
responden a las necesidades de la población, como es el caso de la 
mayoría de urbes, los impactos en la cotidianidad específicamente 
de las mujeres son altamente relevantes, medidos en costos econó-
micos y de tiempo, en salud, pérdida de oportunidades de mejorar 
sus condiciones de vida, sobre todo las más pobres, llegando hasta 
la inmovilidad. Son numerosos los estudios que muestran la escasa 
movilidad de las mujeres de sectores empobrecidos, la cual redunda 



116
La movilidad desde el enfoque de género

en la pérdida de un derecho esencial como es el derecho a la ciudad 
donde viven. Muchas de las mujeres del estudio en la ciudad argenti-
na, transcurrían su existencia en su barrio o en el entorno cercano al 
mismo, y esto no es una excepcionalidad sino que es una realidad de 
las condiciones de vida de mujeres de muchas ciudades, de los sec-
tores más empobrecidos. Esta realidad podemos hacerla extensiva 
a adultos mayores o personas con limitaciones físicas disminuidas.

Turner y Grieco (2005) hacen referencia a distintos estudios rea-
lizados en el Reino Unido y Norteamérica, que ponen de relieve el 
vínculo entre privación de transporte y ubicación de los servicios 
que contribuyen a la exclusión social impidiendo que las perso-
nas con pocos ingresos utilicen los servicios de salud y educativos, 
asistan a eventos sociales y aprovechen las oportunidades para 
participar en el proceso democrático. Y señalan que las inversio-
nes deberían responder a la demanda y concentrase en la calidad 
y la fiabilidad del servicio público de transporte para aliviar estos 
efectos negativos, en particular para los sectores con pocos ingre-
sos, pero esta premisa no ha sido asimilada por las corrientes de 
pensamiento de las políticas de transporte.

El equipo del Informe de Desarrollo Humano para Bogotá (PNUD, 
2006) expresa que en la sociedad contemporánea las titularidades 
se adquieran por el ingreso, razón por la cual en los informes de 
desarrollo humano se insiste en que éste es condición necesaria 
pero no suficiente  para lograr una mejor calidad de vida. Según 
este informe, un estudio del Centro de Investigaciones para el De-
sarrollo (CID, 2004) examinó la capacidad de pago de los hogares 
de Bogotá, para evaluar el peso o la importancia que tiene el pago 
de las tarifas de los servicios públicos domiciliarios. Entre 1997 y 
2004, la participación que tiene el pago de los servicios públicos 
en el ingreso se ha incrementado en 175,5% para el estrato uno y 
0% para los estratos cuatro y cinco. El estrato uno destina 17,5% 
de su ingreso al pago del transporte público.

El informe señala, también, que entre el ingreso y la movilidad 
hay una clara interacción. El ingreso condiciona la capacidad de 
movilidad y, a su vez, la movilidad incide en el ingreso. El pobre 
puede perder oportunidades laborales porque no tiene dinero sufi-
ciente para transportarse de un sitio a otro. La movilidad es funda-
mental en una ciudad grande como Bogotá. La inmovilidad termina 
siendo sinónimo de exclusión. Pensar la estructura tarifaria impli-
ca tener en cuenta la capacidad de pago y las condiciones de las 
personas. Cuando el ingreso cae, los hogares ajustan el gasto en 
vivienda, salud, educación y transporte.
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El consumo que menos se reduce es el de los servicios públicos. 
Esto se refleja en un deterioro de la calidad de vida. Otra de las 
observaciones del informe en relación con esta realidad es que la 
política pública debe favorecer a quienes están en situación más 
desfavorable. Si el transporte público es un bien necesario, es in-
equitativo que los más pobres le destinen un monto tan alto de 
su gasto. En los estratos uno, dos y tres, entre 66% y 70% de los 
viajes se hacen en transporte público y 90% de los pobres recono-
ce que no tiene posibilidad de escoger otro medio de transporte. 
El estrato uno (más pobres), realiza a pie 25% de sus viajes. Las 
normas que fijan tarifas no tienen en cuenta criterios de equidad, 
por lo tanto, sería necesario pensar en subsidios29.

En este sentido, nuevamente es necesario conocer las diferen-
cias no sólo sociales sino de género, que permitan pensar respues-
tas alternativas eficaces y, sobre todo, equitativas, que den res-
puesta a las demandas reales.

Turner y Grieco (2005), ya citados, hacen especial mención a la 
existencia de las nuevas tecnologías de información con que hoy 
cuentan los municipios y que permiten capturar datos para el sis-
tema de transporte mucho más exactos y específicos, para hacerlo 
más eficiente y que responda a las demandas del conjunto de la 
población, permitiendo nuevas formas de retroalimentación direc-
tas para conocer incluso las demandas de los grupos más desfavo-
recidos por su localización en la ciudad. En tal sentido, promueven 
el aprovechamiento de esta herramienta y adoptar las nuevas me-
todologías que posibiliten la participación activa de la población en 
la definición de la planificación de la movilidad. Las necesidades y 
demandas de los usuarios y usuarias del transporte ya no deben 
ser únicamente interpretadas a través de una visión profesional, 
sino que puede accederse a ellas directamente. La voz de las mu-
jeres de distintos sectores y edades es imprescindible y las nuevas 
tecnologías son una herramienta a ser utilizada.

Otro aspecto de relevancia es la seguridad asociada a la movi-
lidad y en este caso no nos referimos solamente a la ausencia de 
accidentalidad, la cual es un objetivo a lograr, sino la seguridad 
asociada al temor y miedo que las mujeres vivencian producto, 
como ya hemos señalado en este documento, de la violencia de 
género a la que están expuestas. Como bien expresa Teresa del 

29 Ibíd.
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Valle (2007), el gran reto es articular la movilidad que es libertad 
con la seguridad y para que ambas puedan vivirse en articulación, 
es preciso el estudio “al pie de calle’’, así como el relevamiento de 
datos que den cuenta de modelos positivos de movilidad. Prestar 
atención a las sugerencias y expresiones de las mujeres respecto 
a la movilidad en la ciudad, para poder incrementar las cuotas de 
libertad y de seguridad, debe situarse en el mismo nivel de impor-
tancia que cuando una mujer dice sentir miedo en el contexto de la 
violencia de género.

En el artículo 3 del capítulo único del 
Decreto 319 de 2006 que establece el 
Plan Maestro para Bogotá, se hace men-
ción a una serie de términos que consi-
deramos llevan implícita una referencia 
a la diversidad de la población en rela-

ción con la movilidad y la relación de ésta con las centralidades 
y otros usos posibles de ser localizados en los intercambiadores 
modales. Destacamos aquí algunos de ellos:

•	 Accesibilidad: condición que permite en cualquier espacio o 
ambiente exterior o interior, el fácil y seguro desplazamiento y 
la comunicación de la población en general y en particular de 
los individuos con discapacidad y movilidad o comunicación 
reducida, ya sea permanente o transitoria.

•	 Usuarios más vulnerables: aquellos que utilizan los medios no 
motorizados y el transporte escolar.

•	 Vulnerabilidad: factor de riesgo interno de un elemento o gru-
po de elementos expuestos a una amenaza, correspondiente 
a su predisposición intrínseca o susceptibilidad física, eco-
nómica, social y política, que tiene una comunidad de ser 
afectada o de sufrir efectos adversos en caso de que se mani-
fieste un fenómeno peligroso de origen natural, socionatural 
o antropogénico.

•	 Intercambiador modal: lugar de intercambio entre diversos 
modos de transporte. Centro de generación y atracción de 
actividades y servicios públicos y privados en el que confluyen 
autobuses urbanos e interurbanos, taxis, automóviles, perso-
nas con movilidad reducida, peatones y ciclistas.

En relación al alcance de la política del Plan Maestro de Movili-
dad, destacamos aquí los puntos más relevantes en relación con el 
objetivo de este estudio:

El Plan Maestro 
de Movilidad 
para Bogotá
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1.	Movilidad sostenible: la movilidad es un derecho de las perso-
nas que debe contribuir a mejorar su calidad de vida.

2.	Movilidad competitiva: la movilidad debe regirse por la efec-
tividad en el uso de sus componentes para garantizar la cir-
culación de las personas y de los bienes bajo criterios de 
logística integral.

3.	Prioridad del peatón: el peatón debe tener el primer nivel de 
prevalencia dentro del sistema de movilidad.

4.	Transporte público eje estructurador: el transporte público y 
todos sus componentes constituyen el eje estructurador del 
sistema.

5.	Racionalización del vehículo particular: el uso del vehículo 
particular debe racionalizarse teniendo en cuenta la ocupa-
ción vehicular y la demanda de viajes.

6.	Integración modal: los modos de transporte deben articular-
se para facilitar el acceso, la cobertura y la complementarie-
dad del sistema de movilidad urbano, rural y regional.

7.	Movilidad inteligente: las tecnologías informáticas son nece-
sarias para una eficiente gestión del sistema de movilidad.

8.	Movilidad socialmente responsable: los efectos negativos re-
lacionados con la movilidad son costos sociales que deben 
ser asumidos por el actor causante.

9.	Movilidad orientada a resultados: la adopción de un modelo 
de gestión gradual es indispensable para lograr los objetivos 
del plan bajo un principio de participación.

El Plan Maestro de Movilidad tiene por objeto concretar las po-
líticas, las estrategias, los programas, los proyectos y las metas 
relacionados con la movilidad del Distrito Capital, y establecer las 
normas generales que permitan alcanzar una movilidad segura, 
equitativa, inteligente, articulada, respetuosa del medio ambien-
te, institucionalmente coordinada, y financiera y económicamente 
sostenible para Bogotá y para la Región. Para el logro de estos fi-
nes, se establecen objetivos específicos, entre los que destacamos 
los siguientes:

1. Priorizar los subsistemas de transporte más sostenibles, 
como el transporte público o el transporte no motorizado 
(peatonal o bicicleta).

2. Garantizar la seguridad vial a los diferentes grupos poblacio-
nales, especialmente a los más vulnerables.

3. Articular mediante intercambiadores modales los diversos 
modos de transporte urbano e interurbano de pasajeros con 
el fin de optimizar los flujos de tráfico y de privilegiar aque-
llos modos menos contaminantes del medio ambiente.
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Con lupa de género

En sus observaciones al documento del Plan Maestro de Mo-
vilidad, Jorge Acevedo (2006), de la Universidad de Los Andes, 
señala que la planificación de la movilidad parte de entender 
la demanda para organizar la oferta con el fin de prestarle el 
mejor servicio posible a esa demanda. Es necesario partir del 
conocimiento y del análisis de la demanda de transporte, de 
los viajes que las personas desean hacer, y para conocer dicha 
demanda hay que realizar estudios que deben actualizarse cada 
cierto tiempo. La ciudad crece a un ritmo de 200.000 personas 
por año y la gente cambia de vivienda, de trabajo y de estudio 
con frecuencia. Planificar la movilidad es responder de forma 
eficiente y efectiva a esa demanda. Asimismo, el autor expresa 
que el Plan no utiliza los datos actualizados de la Encuesta de 
Hogares 2005-2006 ya que fue desarrollado antes de contar con 
los resultados de dicha encuesta.

Como ya señalamos precedentemente, existe poca informa-
ción desagregada por sexo que permita identificar la deman-
da específica de las mujeres en relación con la movilidad, si 
bien la Encuesta de Calidad de Vida 2005 identificó las perso-
nas entrevistadas, según se trate de varones o mujeres, lue-
go son pocas las conclusiones específicas que den cuenta de 
diferencias. Es posible inferir algunos aspectos por el tipo de 
trabajo que realizan las mujeres (oficios del hogar, empleo do-
méstico), pero esto no es suficiente. Asimismo, la encuesta 
realizada a la ciudadanía por la Veeduría Distrital, Cómo avan-
za el Distrito en Movilidad 2007, tampoco permite conocer las 
demandas específicas por sexo sobre movilidad en la ciudad, 
pues los resultados aparecen agregados haciendo referencia a 
“jefes de hogar”.

De la consulta a distintas fuentes30, podemos inferir algu-
nas conclusiones aunque sean parciales respecto a las carac-
terísticas de movilidad de la demanda desde un enfoque de 
género:

30 Fuentes consultadas: Encuesta Calidad de Vida 2007; Cómo avanza el Distrito 
en Movilidad 2007 (Veeduría Distrital, 2008); Bogotá Cómo Vamos (2007); Rompien-
do el Silencio. Mujeres Victimas y Victimarias (SUIVD, 2007); documentos Planes 
Maestros.
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Utilización del transporte público

Los viajeros de estrato bajo (estratos uno y dos) utilizan el 
transporte público en 68,6% de los casos. De este dato, sólo 1,1 
puntos porcentuales corresponden al taxi y únicamente en 4% 
de los viajes se utiliza vehículo particular. Conviene destacar que 
a medida que aumenta el estrato, disminuye la participación de 
los viajes no motorizados al pasar de 23,4% en el estrato bajo a 
sólo 4,9% en el estrato alto31.

La encuesta Cómo avanza el Distrito en Movilidad 2007 señala 
un incremento de 82,9% en usuarios de los estratos uno y dos 
movilizados en el sistema masivo de transporte con relación al 
año 2006. Mientras que el número de pasajeros del estrato más 
bajo se incrementó, el estrato tres, que venía presentando un 
incremento año a año, entre 2004 y 2006, bajó su participación 
en 2007 a 14,8% con relación al año anterior. Los estratos cinco 
y seis presentaron la más baja utilización del sistema masivo 
durante 2007, con sólo 2,2% del total de pasajeros movilizados. 
Esto confirma la dependencia de los sectores sociales más bajos 
al uso del transporte público masivo como medio de movilidad 
en la ciudad y si a esto sumamos que las mujeres son las que 
más utilizan el transporte público, la necesidad de incorporar 
un enfoque de género al modelo de movilidad es indispensable.

Caracterización de viajeros32

En primer lugar, se caracteriza la población mayor de cinco 
años según la ocupación, dado que esta variable motiva la ma-
yoría de los viajes. Los resultados se presentan para Bogotá y el 
conjunto de 17 municipios de la región de la sabana, desagrega-
dos por estrato socioeconómico. La mayor participación corres-
ponde, en ambos casos, a la población que trabaja, seguida por 
los estudiantes y, más lejos, las personas dedicadas a oficios del 
hogar. Este mismo patrón de comportamiento se repite para to-
dos los estratos. Desde el punto de vista de la movilidad, son pre-
cisamente el trabajo y el estudio las dos actividades que generan 
la mayor cantidad de viajes rutinarios y representan 71% y 70% 
de la población de Bogotá y los municipios de la sabana, respec-

31 Caracterización Socioeconómica de Bogotá y la Región V8 Formulación del 
Plan Maestro de Movilidad Para Bogotá D.C., que incluye ordenamiento de esta-
cionamientos.

32 Ibíd.
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tivamente. En este sentido, sería necesario profundizar acerca 
del tipo de movilidad utilizada para los “oficios del hogar”, como 
así también el empleo domestico. Este último dato conduce a 
sustentar la necesidad de un tren de cercanía, por ejemplo.

Los datos reportan que un alto porcentaje de la población no 
tiene vehículo particular (68%) y que muchos de desplazan en 
bicicleta (la propiedad de las bicicletas se concentra en los estra-
tos más bajos de la población) y a pie. Las mujeres se encuentran 
comprendidas mayoritariamente en esta última alternativa.

La encuesta 2005 encontró que en promedio para la ciudad, 
90% de las personas que viajan en transporte público no poseen 
automóvil o no lo tienen disponible, es decir, no tienen esco-
gencia modal y por consiguiente son cautivos de este modo de 
transporte al no tener otra alternativa de viaje en modo motori-
zado. Al desagregar por tipo de transporte público utilizado, la 
cantidad de personas sin escogencia modal varía entre un míni-
mo de 84,7% para los viajeros en Transmilenio y un máximo de 
93,1%. En este sentido, es importante conocer la movilidad de 
las mujeres, cuyo patrón de movilidad tiene objetivos múltiples, 
como señalamos antes.

Para viajeros en bus alimentador, la encuesta menciona que 
la población de Usme es la que menor opción de escogencia tie-
ne pues 98,4% de los viajeros es cautivo del transporte público. 
Le siguen Bosa y Santa Fe con 97%. Por su parte, la localidad 
de Teusaquillo registra el porcentaje más bajo de población sin 
escogencia modal con 85%. Las recomendaciones del estudio 
expresaban la necesidad de mejorar el servicio de transporte 
público en términos de accesibilidad, conectividad y calidad, en 
todas las localidades del Distrito, sin excepción alguna. En con-
junto las tres localidades mencionadas contribuyen con 42,7% 
de todos los viajeros de transporte público sin escogencia mo-
dal y, por consiguiente, los primeros esfuerzos para mejorar el 
sistema de transporte público deben dirigirse prioritariamente 
a estas tres localidades.

Un aspecto importante a señalar es que 3% de la población 
de Bogotá presenta limitaciones físicas permanentes que le im-
piden la movilidad de manera libre e independiente. El estudio 
expresa que si a esto se agregan personas con limitaciones tem-
porales, “señoras” (se reconoce de esta manera que en general 
son casi excluyentemente mujeres) que se trasladan con coches 
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o niños y niñas de brazos y ancianos o ancianas, se hace evi-
dente la necesidad de contar con infraestructura y facilidades 
adecuadas para la movilidad de este grupo poblacional. De este 
3% de personas con limitaciones de movilidad, 2,5% presenta 
limitaciones físicas para acceder al transporte público y este 
porcentaje es proporcionalmente mayor en los grupos más po-
bres de la población, donde alcanza a ser de 3%, siendo este 
grupo el que requiere mayoritariamente movilizarse en trans-
porte público al no disponer de otra opción.

En la Encuesta de Percepción sobre la Movilidad 200833, respec-
to a las actividades que realiza el ”jefe de hogar’’ aparecen, en-
tre otras, las siguientes clasificaciones: trabaja como empleado, 
independiente, en el hogar, labores del hogar, desempleados, es-
tudia y la combinatoria estudios y trabajo (ya sea como emplea-
do o independiente). Sería importante, como ya explicitamos, 
desagregar por sexo esta clasificación y fundamentalmente con-
siderar la combinatoria de trabajo en el hogar y trabajo como 
empleada, o bien trabajo en el hogar y trabajo independiente. 
Este conocimiento aportaría un mapa más cierto de la deman-
da de movilidad, los horarios y tipos de desplazamientos de la 
población.

•	 Tiempo de desplazamiento: del total de la población en-
cuestada, 168 trabajan como empleados y 135 son inde-
pendientes. Interrogados sobre el tiempo que invierten en 
su desplazamiento, más de 48,0% no contestó la respues-
ta o no sabía cuánto era el tiempo empleado para llegar 
a su lugar de trabajo. Por su parte, 13,0% de los inde-
pendientes y empleados dicen gastar hasta media hora en 
su desplazamiento, mientras que 11,0% respondió gastar 
hasta una hora en el recorrido realizado entre su hogar y 
su sitio de trabajo.

33 La Encuesta de Percepción sobre la Movilidad 2008 se estructuró en una serie 
de diez preguntas básicas, que le permiten a la ciudadanía calificar el desempeño 
de la movilidad respecto a: transporte público colectivo y masivo, aspectos de 
movilidad, transporte particular y ciclorutas. Asociadas a las preguntas se emplea-
ron diferentes variables que permiten al usuario o la usuaria, determinar el grado 
de acuerdo o desacuerdo y satisfacción con el servicio. Se entrevistó a mujeres 
y varones y se definieron once puntos estratégicos de la ciudad para realizar las 
encuestas de movilidad: los cuatro portales de Transmilenio (Norte frente al éxito, 
Tunal, Suba y Américas), en la autopista sur en la entrada a Bosa, la calle 45 y la 
calle 76 en los dos sentidos, el SuperCADE de la carrera 30, las urbanizaciones de 
Metrovivienda y en las zonas de alto riesgo o ilegales.
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•	 Preferencia de medios de transporte: Transmilenio pasó a 
ser el modo de transporte de mayor preferencia en 2008, 
con una afirmación de 75% de los encuestados, le sigue el 
bus con 46%. La población encuestada que prefiere usar 
Transmilenio tiene la percepción que el tiempo de despla-
zamiento de este medio de transporte es bueno, al mismo 
tiempo que es considerado muy costoso.

•	 Trasbordos: 40% de la población encuestada debe realizar 
transbordos. De estos, 38% manifestó que debía realizar 
dos transbordos y 40% manifestó que debía realizar un 
transbordo. Nuevamente aquí es necesario verificar datos 
desagregados por sexo.

Movilidad y seguridad34

Hurto en buses

En las mujeres pesan más los hurtos (sin uso de arma), por eso 
se menciona el ‘raponazo’ y el ‘cosquilleo’ (el ladrón sutilmente 
mete la mano en los bolsillos). La encuesta de percepción sobre 
la movilidad (2008) ya mencionada señala que entre la población 
encuestada el medio de transporte que representó mayor insegu-
ridad fue Transmilenio, del cual 11% de los entrevistados que di-
jeron usarlo le dieron una calificación de muy malo. El medio de 
transporte en que los usuarios perciben una excelente seguridad es 
en el taxi, sobre el cual 17% de los encuestados manifestaron que 
prefieren usar ese tipo de vehículo para sus desplazamientos. Nue-
vamente sería importante conocer si se trata de varones o mujeres.

Horarios

Entre las seis y las doce del día las mujeres son víctimas de 
atracos proporcionalmente algo más que los hombres (ellos son 
más afectados en términos generales que las mujeres en hurtos y 
atracos). Este horario es un rango crítico, pues incluye la salida de 
trabajo, hora en que asaltan en los principales ejes viales, en Trans-
milenio y en el camino para tomar el transporte. Entre las 12 y 
las 18 horas sube críticamente tanto para hombres (34,3%) como 
para mujeres (37,4%), lo cual muestra cómo las horas entre el 
medio día y las primeras horas de la salida del trabajo son críticas 

34 Óp. cit. 
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para las mujeres. De las 18 a las 24 horas nuevamente las mujeres 
son las más afectadas, aquí se recorre la franja de las mujeres que 
llegan tarde de trabajar o estudiar y son más afectadas en los ejes 
viales o en el camino al hogar, siendo perjudicadas en tramos oscu-
ros, destapados y lugares solitarios.

En términos absolutos, las localidades más afectadas son Usa-
quén, Suba, Chapinero, Kennedy, Engativá, Teusaquillo y Santa Fe, 
que en su conjunto acumulan 71% de las denuncias. Esto se debe 
a que concentran importantes ejes viales, zonas comerciales, zo-
nas rosas y de tolerancia, y a que en sus entornos se producen los 
hechos de mayores cuantías, que son los que más se denuncian. 
En Chapinero, Santa Fe y aún La Candelaria, las denuncias dibu-
jan los ejes viales y sus entornos. El sector entre la Caracas y la 
séptima es muy afectado y presenta una alta densidad de hurtos 
y atracos.

Por su parte, los diagnósticos que motivaron la Agenda de Muje-
res de la Localidad de Suba, ya citada con anterioridad, señalan las 
persistentes situaciones de inseguridad en buses y paraderos, así 
como la falta de transporte interbarrial, especialmente nocturno, 
trayendo serias dificultades a las jóvenes y mujeres que trabajan o 
estudian en centros vespertinos y nocturnos.

Claves para incorporar la perspectiva de género 
en el Plan Maestro de Movilidad

En “Definiciones” (artículo 3), el Plan Maestro reconoce la 
existencia de población con demandas diferenciadas de acce-
sibilidad, con limitaciones transitorias o permanentes, lo cual 
es altamente positivo si tenemos en cuenta los datos prece-
dentes sobre el porcentaje de población con limitaciones físi-
cas y la población que se traslada con carga y niños y niñas, 
sobre todo mujeres.

Política (artículo 7) 

La política general de movilidad se basa en la premisa de 
mejorar la calidad de vida de las personas. Para hacer cohe-
rente esta premisa, se requiere de programas y proyectos que 
respondan a la misma teniendo en cuenta la diversidad de 
demandas de la población, entre ellas las mujeres.
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Objetivos

Se recomienda incorporar un artículo específico que garan-
tice la movilidad segura de las mujeres y la accesibilidad a los 
distintos servicios urbanos, reduciendo los costos de tiempo 
y económicos. Asimismo, la inseguridad, como ya lo hemos 
explicitado, tiene consecuencias en la vida de las mujeres que 
se traduce en restricciones a su movilidad, la cual debe ser 
entendida como un problema social y no personal, y debe ser 
tenida en cuenta en los distintos componentes de la movilidad.

El artículo 11 promueve un “modelo de gestión de la movi-
lidad participativo”. Sería recomendable que incluyera meca-
nismos que garantizaran la participación de organizaciones de 
mujeres para incorporar demandas y propuestas específicas 
al modelo de movilidad, derivadas de sus experiencias y viven-
cias de la ciudad.

Estrategias

Para el transporte no motorizado (artículo 37), la imple-
mentación de redes peatonales y la optimización de las ciclo-
rutas y el mejoramiento de las condiciones de habitabilidad 
de los entornos, es sin duda una estrategia que aporta a la 
movilidad de las mujeres en tanto son en su mayoría quienes 
se desplazan peatonalmente.

Proyectos

Coherente con la estrategia de promover el transporte no 
motorizado, se recomienda en lo referente a “Proyectos Cons-
trucción de redes peatonales” y optimización de la red de ci-
clorutas (artículo 28), especial atención a la conectividad entre 
los servicios de apoyo para el cuidado de personas dependien-
tes, centros de salud y educación.

Asimismo y atendiendo a lo expresado en el mencionado 
artículo respecto a estudiar en detalles aspectos vinculados 
a “capacidad, densidad, niveles de servicio y dispositivos 
de control, pero también condiciones de la población usua-
ria respecto de su vulnerabilidad, percepción de amenazas, 
exigencias técnicas para personas con movilidad reducida, 
y toda otra circunstancia que pueda influir en su uso”, se 
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recomienda tener en cuenta la seguridad de las mujeres y 
prevención de los riesgos a los que se ven expuestas, contem-
plando los principios de visibilidad, mantenimiento del entor-
no, servicios de vigilancia y atención en casos de agresiones 
o violencias. Se recomienda considerar en los proyectos pi-
loto, estudios específicos que den cuenta de la percepción 
de inseguridad de las mujeres y los factores asociados a la 
misma, para incorporar los resultados al diseño de las redes 
peatonales y ciclorutas.

Las “auditorías de seguridad” vial deben considerar la per-
cepción de las mujeres en relación con la funcionalidad y se-
guridad de las redes peatonales y ciclorutas.

El artículo 21 establece la realización de estudios técnicos 
y de detalle para las distintas vías. Se recomienda especial 
atención a las vías locales para definir los recorridos y para-
das interbarriales que corresponden a demandas de viajes de 
corta distancia para acceder a distintos servicios, que no son 
necesariamente casa o trabajo.

Iniciativas complementarias

El artículo 29, en su punto e, prevé implantar un sistema 
de indicadores de impacto de la gestión distrital peatonal y 
monitorearlo permanentemente; se recomienda incorporar es-
pecíficamente la seguridad de mujeres y niñas como parte de 
los derechos en relación con la movilidad.

El punto f  de ese artículo establece apoyar organizaciones 
no gubernamentales, desarrollar mecanismos de cofinancia-
ción de sus investigaciones y proyectos, y asegurar mecanis-
mos de interlocución efectivos y permanentes con tales organi-
zaciones; se recomienda apoyar estudios específicos sobre la 
movilidad de las mujeres en la ciudad y apoyar específicamen-
te a organizaciones de mujeres para desarrollar los mismos.

Respecto a los intercambiadores modales (artículo 40), se 
propone estudiar la posibilidad de localizar en ellos servicios 
especiales de apoyo que se definan en cada caso, como por 
ejemplo, cuidados de niños y niñas; asimismo, servicios de 
información complementarios de atención a la violencia de 
género.
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El artículo 67 propone capacitación a los conductores del 
servicio público en coordinación con la Secretaría de Educa-
ción. En este sentido se recomienda incorporar la prevención 
de la violencia hacia las mujeres, información sobre las rutas 
de atención y acceso a servicios específicos, lo que posibilita-
ría al mismo tiempo una sensibilización sobre la problemática 
como potenciar los recursos humanos de apoyo en caso de 
emergencias.

El artículo 81 propone la conformación de un observatorio 
de movilidad regional. Se recomienda integrar al mismo, datos 
sobre movilidad desagregada por sexo y edad respecto a ori-
gen y destino de los viajes, a los fines de aportar a un modelo 
de movilidad con eficiencia y equidad.

El artículo 100 propone la articulación con otros planes 
maestros. Evidentemente un plan maestro de movilidad debe 
ser coherente con los otros planes maestros. Además del Plan 
Maestro de Espacio Público y Equipamientos, se recomien-
da especialmente tener en cuenta la articulación con el Plan 
Maestro de Seguridad. Respecto a los equipamientos, conside-
rar la necesidad de nuevos servicios de apoyo que pueden vin-
cularse con la localización de los intercambiadores modales.

El artículo 101 se refiere al Sistema de Indicadores de Ges-
tión y explicita que para el control, el seguimiento y la evalua-
ción de la ejecución y el cumplimiento de las metas contem-
pladas por el Plan Maestro de Movilidad, las entidades del 
sector aplicarán dentro del Sistema de Información Integrado 
de Movilidad Urbano y Regional, el Sistema de Indicadores de 
Gestión que determinará la eficacia, la eficiencia y la efectivi-
dad de la gestión. Se recomienda específicamente, como ya se 
viene señalando, la incorporación de datos que den cuenta de 
la eficiencia y eficacia del modelo de movilidad desde el enfo-
que de género, para lo cual es indispensable el conocimiento 
específico de los patrones de movilidad de las mujeres. El mis-
mo artículo expresa que la efectividad de la gestión se medirá 
en términos de los impactos causados por la implementación 
de las estrategias, los programas y proyectos del Plan. En di-
chos impactos se recomienda considerar especialmente a las 
mujeres y a los sectores más pobres con mayores restricciones 
de movilidad.
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Respecto al artículo 102 (“de los indicadores en particu-
lar”), se recomienda el desarrollo de los mismos, evitando 
invisibilizar a más de la mitad de la población en términos 
neutrales (“pasajeros”) y desagregar según se trate de varones 
o mujeres, los datos sobre la distancia promedio de los viajes 
que realizan unos y otras, la distancia promedio recorrida a 
pie, en bicicleta, los viajes rutinarios que se originan en muni-
cipios vecinos y tienen como destino Bogotá D.C.

Asimismo se recomienda incorporar un índice que dé cuen-
ta de las agresiones sufridas por las mujeres en el transporte 
público y en la vía pública, en articulación con el Plan Maestro 
de Seguridad, para ser tenido en cuenta por el Centro de Es-
tudios y Análisis de Seguridad y Convivencia Ciudadana, de la 
Secretaría Distrital de Gobierno, CEASC.

El artículo 109, “de la revisión del Plan Maestro”, establece 
que el mismo podrá revisarse cuando varíen sustancialmente 
las condiciones de demanda de viajes de acuerdo con los re-
sultados de una nueva encuesta de movilidad. Desde esta con-
sultoría se recomienda especialmente que la nueva encuesta 
de movilidad incluya el enfoque de género para conocer fe-
hacientemente los patrones de movilidad según se trate de 
varones y mujeres y aportar a un modelo de movilidad no sólo 
eficiente, sino con equidad.
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Apuesta

El POT debe reflejar el compromi-
so de Bogotá con la equidad de género, 
mediante la incorporación de un objetivo 
específico que permita el desarrollo del 
mismo en las estrategias, las políticas, 
los programas, los planes y los proyectos.

Este compromiso se desprende del Plan de Igualdad de Opor-
tunidades para la equidad de género 2004-2016, la institucionali-
zación de la política pública Mujer y Géneros, los Planes de Desa-
rrollo 2004-2008 y 2008-2012 y las convenciones internacionales 
(CEDAW) ratificadas por Colombia.

Asimismo el Plan de Acción para la Igualdad de Género (GEAP) 
de Naciones Unidas (UN Hábitat) promueve que gobiernos, ciuda-
des y autoridades locales, cumplan los compromisos relacionados 
con la igualdad de género en la urbanización sustentable a fin de 
aportar a los objetivos del milenio. Entre estos, promueve invertir 
en infraestructura para reducir las cargas de tiempo de mujeres y 
niñas; eliminar las inequidades de género en cuanto a empleo, dis-
minuyendo el trabajo informal de las mujeres, acercar las brechas 
de género salariales y reducir la segregación ocupacional; incremen-
tar la participación de mujeres en los parlamentos nacionales y los 
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gobiernos locales; y combatir la violencia en contra de las niñas y 
mujeres (UNDP, 2005).

Apuesta

En el Sistema de Información para la 
Región que establece el POT, debe estruc-
turarse y definirse de manera obligatoria 
la desagregación de datos por sexo y el 

análisis con enfoque de género de la información estadística, que 
luego debe sustentar la definición de políticas públicas. Asimismo, 
implica reformular algunas de las categorías de análisis utilizadas 
para recabar dicha información, y que justifican los diagnósticos en 
los que debieran basarse las políticas, los programas y los proyectos, 
como son la Encuesta de Calidad de Vida, Bogotá Cómo Vamos, estu-
dios sectoriales específicos que sustentan el POT y planes maestros.

Esto se relaciona también con la eficiencia y el uso de los recur-
sos públicos, porque si no conocemos las diferencias, los requeri-
mientos específicos que tienen los ciudadanos y las  ciudadanas, 
tampoco es posible dar respuesta a esas demandas. El concepto 
‘género’ aporta entonces a visualizar la sociedad como es, com-
pleja, heterogénea, y por lo tanto innovar en las respuestas dando 
cuenta de los cambios y las transformaciones sociales. Permite, a 
su vez, focalizar las inversiones y los recursos más equitativamente 
y más eficientemente.

Planificar desde un enfoque de género es un acto de justicia y 
de racionalidad.

Implica también desarrollar indicadores de impacto de género 
acordes con los compromisos de promover la igualdad de opor-
tunidades.

A modo de ejemplo, el GEAP35 (UN Hábitat) propone entre sus 
áreas de acción:

Objetivos

Promover la urbanización sustentable a través de la investiga-
ción basada en evidencia, diálogo político, alianzas estratégicas, 

35 GEAP, Plan de Acción para la Equidad de Género. UN-Hábitat, Nairobi, 2009.

El Sistema de 
Información
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campañas globales, educación, comunicación e intercambio de 
prácticas positivas.

Indicadores de logros

Un número acordado de países, ciudades y autoridades locales 
que usan indicadores de género en el monitoreo, reporte y disemi-
nación de tendencias urbanísticas clave, que incluyan la pobreza 
urbana y el crecimiento de los barrios marginales.

Resultados estratégicos

Políticas urbanas y prácticas a nivel nacional y local pueden 
ser mejoradas a través de educación, análisis de género, desa-
rrollo y uso de desglosados por sexo y conocimiento basado en 
la evidencia.

Resultados

Datos desglosados por sexo y conocimiento basado en la evi-
dencia sobre género en las ciudades, producidos y usados en el 
desarrollo de políticas y prácticas; aumentar la sensibilización y la 
acción mediante actores estratégicos clave.

Productos

•	 Mensajes clave, publicaciones y materiales de promoción
•	 Indicadores de género
•	 Base de datos con información urbana de género
•	 Estudios analíticos de género
•	 Apoyo a universidades e instituciones de investigación
•	 Foros de mujeres en las ciudades, apoyo a grupos y redes de 

mujeres
•	 Incremento de la participación de las mujeres jóvenes y cen-

tros con recursos informativos
•	 Fortalecimiento de las organizaciones de mujeres y una mayor 

cooperación sur-sur

Además, un sistema de información debiera dar cuenta, entre 
otras cosas, de:

•	 Accesibilidad física: distancia en tiempos y características 
de los recorridos para el acceso a las distintas actividades 
urbanas. Merece especial atención la distancia a los lugares 
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de trabajo de las mujeres, medida en costos y tiempos de 
traslado.

•	 Accesibilidad a redes de Infraestructura instalada: redes exis-
tentes, (agua, energía eléctrica, desagües cloacales, recolec-
ción de residuos, otros).

•	 Oferta de servicios: cuidado infantil, transporte público, edu-
cación, salud, recreación. Medidos en cantidad y calidad. Cos-
tos con relación a la renta de los hogares y de los hogares 
monoparentales con mujeres a cargo y con hijos o hijas de-
pendientes.

•	 Seguridad urbana: delitos; agresiones físicas, desagregadas 
por edad y sexo; espacios identificados como de alto riesgo; 
tiempos de permanencia en los espacios públicos; horarios en 
que transitan.

•	 Características ambientales, detectando las fuentes de con-
taminación y su vinculación con la vida doméstica de las 
mujeres.

Apuesta

Incorporar al POT una definición am-
pliatoria del concepto de seguridad ciu-
dadana que no se restrinja a la protec-
ción de personas y sus bienes, sino que 
genere condiciones para “el uso de la 
libertad de ciudadanos y ciudadanas”. 

Esto implica tipificar como delito la violencia que se ejerce hacia 
las mujeres tanto en el ámbito privado como público, y considerar-
la en las políticas de seguridad ciudadana para garantizar ciuda-
des seguras para las mujeres.

La complejización del enfoque sobre seguridad ciudadana in-
corporando la violencia de género debe traducirse en el POT y en 
el Plan Maestro de Seguridad Ciudadana y los equipamientos de 
justicia en el territorio.

Las violencias hacia las mujeres tienen causas complejas, ba-
sadas en factores culturales vinculados a la construcción de las 
relaciones de género caracterizadas por la subordinación de las 
mujeres y niñas, a los que se suma el desconocimiento de sus de-
rechos como personas y ciudadanas. Esta realidad requiere, por lo 
tanto, el desarrollo de políticas públicas diversificadas y orientadas 
a la transformación cultural de las relaciones entre varones y mu-
jeres, la visibilización de la problemática, la sensibilización de los 

Violencias 
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y seguridad 
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operadores de justicia, de funcionarios y funcionarias responsables 
de diseñar e implementar políticas públicas, y de la ciudadanía en 
general.

Las políticas de seguridad ciudadana deben tener un enfoque in-
tegral orientado a prevención, programas de atención, protección, 
sanción y reparación a las víctimas, y expresarse en el territorio 
de la ciudad en equipamientos específicos distribuidos según una 
demanda claramente determinada con base en indicadores de gé-
nero diferenciados cuantitativos y cualitativos.

Articular el Plan Maestro de Seguridad con las estructuras del 
Plan de Ordenamiento, y específicamente la red de centralidades 
y el hábitat; asimismo con otros planes maestros, como los de 
espacio público, bienestar social y movilidad a fin de integrar las 
acciones tendientes a promover una ciudad más segura.

Debe establecerse una clara diferenciación entre las violencias 
de género y la violencia intrafamiliar. La violencia intrafamiliar afec-
ta a niños, niñas, varones, ancianos, ancianas, mientras que la vio-
lencia de género afecta a las mujeres por el sólo hecho de serlo y 
ocurre tanto en el espacio privado como en el público.

Es necesario tener en cuenta que la Ley 1257 del 4 de diciem-
bre de 2008 determina nuevas condiciones para la atención de las 
violencias de género, diferenciándolas de la violencia intrafamiliar: 
tiene por objeto la adopción de normas que permitan garantizar 
para todas las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el ámbi-
to público como en el privado, el ejercicio de los derechos reconoci-
dos en el ordenamiento jurídico interno e internacional, el acceso a 
los procedimientos administrativos y judiciales para su protección 
y atención, la adopción de las políticas públicas necesarias para su 
realización y otorga a las mujeres el derecho “a decidir voluntaria-
mente si puede ser confrontada con el agresor en cualquiera de los 
espacios de atención y en los procedimientos administrativos, judi-
ciales o de otro tipo”, lo cual modifica sustancialmente la lógica de 
tratamiento de las violencias de género, disposición legal que debe 
implementarse en el actual sistema de justicia y sus equipamientos.

Los enunciados del Plan Maestro de Seguridad establecen que 
la política pública de seguridad ciudadana con énfasis territorial 
debe reforzar la articulación entre la fuerza pública y la acción civil 
en el ámbito local. Se busca reforzar la relación entre el gobierno 
local (diversos sectores), la Policía y los organismos de seguridad, 
con una participación decisiva de los alcaldes locales, pueden ser 
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adecuados para prevenir las violencias de género pero es necesario 
capacitar y dotar de instrumentos a la Policía, a los operadores de 
justicia y a las autoridades locales para tal fin, y apoyarse en las 
organizaciones locales y redes de mujeres.

Se asume que una óptica de igual-
dad de oportunidades entre mujeres 
y hombres debe tener como condición 
cambios culturales que modifiquen la di-
visión sexual del trabajo entre varones y 
mujeres y avanzar en la búsqueda de un 
nuevo contrato social donde el Estado y 

los gobiernos locales tienen una responsabilidad para promover di-
chos cambios. La planificación del territorio es uno de los aspectos 
que pueden contribuir a efectivizar los mismos.

Apuesta

Transformación del concepto de equipamiento asistencial de 
bienestar social al de responsabilidad social del Estado en la eco-
nomía del cuidado.

Esto implica reconocer la división sexual del trabajo como obs-
táculo para la igualdad de oportunidades para las mujeres. Como 
respuesta, la ciudad debe garantizar posibilidades de acceso a 
equipamientos y servicios de proximidad, de cuidado de niños y 
niñas y personas dependientes, comedores, centros de apoyo esco-
lar, centros educativos y servicios de salud, entre otros, vinculados 
a rutas de transporte público.

Asimismo debe priorizarse el acceso a los mismos de los estra-
tos uno, dos y tres, que son los más afectados por la dependencia 
con el transporte público y menores ingresos.

Esto requiere de un estudio específico de la demanda en la ciu-
dad y la identificación de posibles fuentes de recursos y articula-
ción con la Secretaría de Integración Social, para priorizar, definir 
metas y garantizar la dotación básica de nuevos equipamientos en 
la ciudad.

La incorporación masiva de las mujeres al empleo en las últi-
mas décadas, con una participación alta en el sector informal de 
la economía, viene representando nuevos retos que afectan la vida 
cotidiana, dada la necesidad de compatibilizar la vida familiar con 
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la vida laboral o con las actividades de generación de ingresos, 
dentro o fuera de la vivienda (casa).

La resolución de las contradicciones que afectan la vida cotidia-
na de todos y todas para compatibilizar responsabilidades en el 
mundo privado y en el público se resuelven a partir de estrategias 
individuales y familiares: contratación de servicios privados, recu-
rrir al apoyo de otros familiares para el cuidado de los niños y las 
niñas (madres, hermanas, hijas mayores, elección de trabajos de 
medio tiempo por parte de las mujeres). Los poderes públicos de 
algunos países comienzan a alertarse porque el impacto de esta 
realidad que tiene en su centro la división del mundo en productivo 
y no productivo, donde al primero se le asigna un valor y al segundo 
(lo que hoy se denomina la economía del cuidado: de niños, niñas, 
enfermos, ancianos y ancianas), en la mayoría de las sociedades es 
responsabilidad casi excluyente de las mujeres.

El impacto que esta situación tiene es el descenso alarmante 
de los índices de natalidad en países europeos y también en los 
países de América Latina, o como ya se señaló, en la disminución 
de oportunidades, sobrecargos y sobrecostos que recaen en las 
mujeres. En los países desarrollados se han verificado cambios en 
la estructura poblacional con el consecuente impacto en la produc-
ción, los beneficios sociales, el desequilibrio entre personas econó-
micamente activas y pensionadas, etcétera.

Por ello, desde esta consultoría se apuesta a que las actividades 
que garantizan la reproducción social deben ser una responsabili-
dad compartida, en la cual el Estado tiene especial protagonismo 
y debe traducirse en una premisa que oriente la distribución de los 
servicios y equipamientos en el territorio y que el POT debe reflejar.

Apuesta

Garantizar el acceso a la tenencia se-
gura de la vivienda a las mujeres, prio-
rizando hogares monoparentales con 
mujeres a cargo y con hijos o hijas de-

pendientes, trabajadoras en el sector informal de la economía, des-
plazadas, mujeres que sufren violencia de género, mediante:

Implementación de un sistema distrital de información con en-
foque de género, sobre demanda de vivienda y hábitat que per-
mita diversificar la oferta como alternativa a la construcción de 

Vivienda y 
hábitat
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nuevas viviendas. Para esto es necesario caracterizar la demanda 
desagregando por sexo las jefaturas de hogar, la composición de 
los hogares, los ingresos, la existencia del trabajo incorporado a 
la vivienda, familias en hacinamiento, así como disponibilidad de 
suelo, infraestructura, servicios barriales, stock de vivienda des-
ocupadas, etcétera.

Implementar los mecanismos necesarios para que las estrate-
gias y acciones definidas en el POT (capítulo 1, Programa de Vivien-
da de Interés Social, artículos 285 al 290) se efectivicen: en cuanto 
a la reducción del hacinamiento, a recuperar la ciudad construida, 
a disminuir la segregación social y espacial y a diversificar alter-
nativas de solución: vivienda distrital en arriendo, reformas y den-
sificación edificios centrales para vivienda social, (stock viviendas 
desocupadas y en remodelación), vivienda productiva.

Se propone implementar sistemas de subsidios distritales com-
plementarios que reduzcan requisitos de créditos bancarios a fami-
lias más pobres y principalmente mujeres jefas de familia a cargo 
de hijos o hijas menores o personas dependientes, así como a mu-
jeres violentadas.

De igual manera se propone una revisión del concepto de vivien-
da digna, de áreas mínimas habitables, de acuerdo con funciones 
de cuidado y composición familiar, articulada con servicios públi-
cos, sociales y mercado laboral.

En este sentido, cada uno de los planes maestros que se diseñan 
en el Distrito Capital y que operativizan el POT deben contemplar la 
inclusión de la perspectiva de género, tanto en sus fases de gestión 
(planeación, ejecución y seguimiento) como en sus estrategias eco-
nómicas, para lo cual deben ser consolidados sistemas de informa-
ción y de indicadores desde la perspectiva de género, de acuerdo 
con las recomendaciones que se hacen en este documento.



Bibliografía





143

Acevedo, J. (2006). Comentarios al Documento del Plan Maestro de 
Movilidad. En: El Futuro del Movilidad en Bogotá, Reflexiones a Pro-
pósito del Plan Maestro de Movilidad. Cuadernos del Desarrollo 
Humano para Bogotá No. 1. Bogotá.

Alcaldía Mayor de Bogotá (2005). Sistemas de Transporte Masivo. 
Instituciones Políticas y Contratos. Serie Estudios e Investigacio-
nes. Bogotá. 

Alcaldía Mayor de Bogotá (2007). Agenda de Políticas Públicas de 
las Mujeres de Bogotá Distrito Capital. Política Pública Mujer y Gé-
neros. Bogotá: Corporación de Investigación y Acción Social y 
Económica, CIASE.

Alcaldía Mayor de Bogotá (2007). El Derecho a un Espacio Público 
Amable e Incluyente. Bogotá: Secretaría de Gobierno, Colección 
Políticas Públicas.

Alcaldía Mayor de Bogotá (2007). Informe de Gestión Sector Gobier-
no, Seguridad y Convivencia. 2004-2007. Bogotá: Secretaría de 
Gobierno. 

Alcaldía Mayor de Bogotá (2007). Rompiendo el Silencio. Mujer Víctima 
y Victimaria. Bogotá: Colección Estudios Secretaría de Gobierno.

Bibliografía



144
Bibliografía

Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. (2003). Acuerdo 091 de 2003. Con-
sejo de Bogotá, por el cual se establece el Plan de Igualdad de 
Oportunidades para la Equidad de Género en el Distrito Capital. 
Bogotá.

Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. Plan de Desarrollo, Económico, 
Social, Ambiental y de Obras Públicas para Bogotá D.C. 2008-
2012. Bogotá.

Alvear, M. y Dalmazzo, M. (2007). Proyecto Pares Iniciativa Regional 
para la Igualdad de las Mujeres en el Ámbito Laboral. Equidad en 
el Empleo. Diagnósticos de Argentina, Colombia, Paraguay y Perú. 
Alter Vida. Red Mujer y Hábitat América Latina. Unión Europea.

Aucía, A. (2005). Sexo, dinero y derechos Humanos. Dilemas en torno 
a la prostitución y el trabajo sexual. En: Derechos Humanos. Publi-
cación del Centro de Estudios e Investigaciones en Derechos Hu-
manos. Facultad de Derecho, Universidad Nacional de Rosario. 
Rosario: Editorial Juris.

Barrera, S. y Massolo, A. (Comp.) (2003). El Municipio. Un Reto para 
la Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres. Instituto 
Nacional de las Mujeres. UNDP México. México: GIMTRAP.

Bianchi, M. (1994). Más allá del doble trabajo. En: Diccionario de es-
tudios de género y feminismos. Gamba, S. (coord.); Barrancos, D.; 
Giberti, E.; Maffía, D.; Diz, T. Buenos Aires: Biblios, 2007.

Bofill Levi, A. (2008). Guía para el Planeamiento Urbanístico y la Or-
denación con la Incorporación de Criterios de Género. Barcelona: 
Ahora Ideas. 

Bonaccorsi, N. (2007). Doble Jornada Laboral. En: Diccionario de es-
tudios de género y feminismos. Gamba, S. (coord.); Barrancos, D.; 
Giberti, E.; Maffía, D.; Diz, T. Buenos Aires: Biblios, 2007. 

Boulin, J. Y. Gobernar los tiempos de la ciudad. En: Le Courrier Du 
CNRS No. 82. 

Cardona, L. y Dalmazzo M. (2007). Agenda de las Mujeres de la Lo-
calidad de Suba. Programa Ciudades Seguras para las Mujeres. Bo-
gotá: UNIFEM-AECID, Red Mujer y Hábitat. 

Cardona, L.; Dalmazzo, M. y Rainero, L. (2004). La Vivienda como 
Derecho. Igualdad Formal y Desigualdad Real. En: Mujer y Vivienda 



145
Una ciudad al alcance de las mujeres

Adecuada; S. Emanuelli, Ed. HIC AL - Coalición Internacional del 
Hábitat, América Latina. 

Carmona, M.; Falú, A. y Muga, E. (eds.) (2007). Bordes e Intersticios 
Urbanos. Impacto de la Globalización. Undécima Conferencia In-
ternacional Red Alfa-Ibis. TUDelft. Buenos Aires: Universidad de 
Valparaíso y Universidad Nacional de Córdoba. 

Carrión, F. y Torres A. (2007). Comentarios a la ponencia de Massolo, 
A.: Análisis y Propuestas para la Acción de los Gobiernos Locales en 
la Seguridad de las Mujeres en las Ciudades: En Falú, A. y Segovia, 
O. (eds.): Ciudades para Convivir sin Violencia Hacia las Mujeres. 
Debates Para la Construcción de Propuestas. Santiago de Chile: 
Ediciones Sur, Red Mujer y Hábitat, UNIFEM et.al. 

Centro de Investigaciones para el Desarrollo (2004). Equidad en Ta-
rifas de los Servicios Públicos. Bogotá: Universidad Nacional de 
Colombia.

Dalmazzo, M. (1997). Los caminos a partir de Beijing y Estambul en 
Centroamérica, México y el Caribe. Compilación artículos. Lou-
cel, Y. y Zschaebitz, U. (eds.). El Salvador: Centro de Iniciativa 
de El Salvador de la Red Mujer y Hábitat para América Latina 
de HIC.

Dalmazzo, M.; Serrano, N. y Cardona, L. (2008). Documento de 
avance y resultados. Programa Regional Ciudades Seguras sin Vio-
lencias hacia las Mujeres. Edición: Red Mujer y Hábitat Colombia. 
UNIFEM - Oficina Regional Brasil y Cono Sur del Fondo de De-
sarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer; AECID - Agencia 
Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Dalmazzo, M.; Suremain, M. D. y Cardona, L. (1994). Las Mujeres y 
la Crisis Urbana o la Gestión Invisible de la vivienda y los servicios. 
Bogotá: UN Hábitat, CEAAL, Ediciones Antropos.

Dammert, L. (2007). Entre el temor difuso y la realidad de la victimiza-
ción femenina en América Latina. En: Falú, A. y Segovia, O.: Ciuda-
des para Convivir: Sin Violencia Hacia las Mujeres. Ediciones Sur.

De Sablet, M. (1989). Les espaces urbains agréables à vivre. Citado 
por Abogabir y Rodríguez en: Introducción a Espacio Público, par-
ticipación ciudadana. Segovia y Dascal (eds., 2000). Santiago de 
Chile: Ediciones Sur Profesionales.



146
Bibliografía

Del Valle, T. (2007). Mujeres, globalización y derechos humanos. El 
derecho a la movilidad libre y segura. Cátedra S.A. Ediciones. 

Durán, M. A. (2008). La Ciudad Compartida. Conocimiento, Afecto y 
Uso. Santiago de Chile: Ediciones Sur.

Falú, A. (2008). Intervención en el Seminario Internacional Seguridad 
Urbana y las Mujeres. 25 y 26 de Noviembre de 2008. Bogotá.

Falú, A. (ed. y coord.) y Massolo, A. (2003). Guía para la Formulación 
y Ejecución de Políticas Municipales Dirigidas a las Mujeres. Quito: 
Programa de Gestión Urbana. Coordinación para América Latina 
y El Caribe. Red Mujer y Hábitat. 

Falú, A. (ed.) (2002). Ciudades para Varones y Mujeres. Herramientas 
para la Acción. Córdoba: CISCSA, UNIFEM, Red Mujer y Hábitat 
de América Latina. 

Falú, A. (ed.) (2009). Mujeres en la ciudad. De violencias y derechos. 
Red Mujer y Hábitat de América Latina, Ediciones SUR, UNIFEM 
AECID, 1ª edición.

Falú, A. y Rainero, L. (2007). Hábitat y Género. En: Diccionario de 
estudios de género y feminismos. Gamba, S. (coord.); Barrancos, 
D.; Giberti, E.; Maffía, D.; Diz, T. Buenos Aires: Biblios, 2007. 

Falú, A. y Rainero, L. (eds.) (1993). Hábitat Urbano: Una Visión de 
Género. CISCSA, Red Mujer y Hábitat América Latina. 

Falu, A. y Segovia, O. (eds.) (2007). Ciudades para convivir, Sin vio-
lencia hacia las Mujeres. Red Mujer y Hábitat de América Latina, 
Ediciones SUR, UNIFEM-AECID, 1ª edición. 

Falú, A.; Morey, P. y Rainero, L. (2001). Ciudad y Vida Cotidiana: Asi-
metrías en el Uso del Tiempo y el Espacio. Córdoba: SECyT-UNC.

Falú, A; Morey, P. y Rainero, L. (1995). Los servicios urbanos en el 
marco de las políticas habitacionales y la problemática de género. 
En Falú, A. y Rainero, L.: Hábitat Urbano, una visión de género. 
Córdoba: CISCSA, Red Mujer y Hábitat.

García Nart, M. (1996). La Calle como Camino o Tropiezo para la 
Igualdad. En: Dossier Mujer y Ciudad. Mujer y Ciudad. Una visión de 
género sobre la vida cotidiana en la ciudad. Recuperado en:http://



147
Una ciudad al alcance de las mujeres

guiagenero.mzc.org.es/GuiaGeneroCache/Pagina_Decisio-
nes_000066.html

Instituto Nacional de las Mujeres. 2003. Oportunidades entre Hom-
bres y Mujeres. México: UNDP, GIMTRAP. 

ISIS Internacional. Conferencias Internacionales. Serie Mujeres Hoy. 
Recuperado en: www.isis.cl/temas/conf/beijing.htm 

Laub, C. (2007). Inseguridad, Violencia y Género en la Ciudad. En: Ciu-
dades para Convivir: Sin Violencia Hacia las Mujeres. Ediciones Sur.

Madariaga, I.; Callejo, M. y Sánchez, J. (2004). Ciudades para las 
personas. Género, Urbanismo y estado de la cuestión. Madrid: Ins-
tituto de la Mujer.

Massolo, A. (2007). Análisis y Propuestas para la Acción de los Go-
biernos Locales en la Seguridad de las Mujeres en las Ciudades. En 
Falú A. y Segovia O. (eds.): Ciudades para Convivir sin Violencia 
Hacia las Mujeres. Debates Para la Construcción de Propuestas. 
Santiago de Chile: Ediciones Sur et. al. 

Massolo, A. (textos) y Falú, A. (ed. y coord.) (2003). Guía para la 
Formulación y Ejecución de Políticas Municipales Dirigidas a las Mu-
jeres. Quito: Programa de Gestión Urbana, Coordinación para 
América Latina y El Caribe, Red Mujer y Hábitat. 

Medeiros, M.  y Costa, J. (2008). ¿Qué queremos decir con “femini-
zación de la pobreza”? Centro Internacional de Pobreza. Recupe-
rado en: http://www.ipc-undp.org/pub/esp/IPCOnePager58.pdf

Michaud, A. (coord.) (2002). Pour un environment urban securitaire. 
Guide d’amenagement. Montreal: Programme Femme et Ville. 

Miralles Guasch, C. (2006). Transporte y Accesibilidad. En: Urbanis-
mo y Género. Una visión necesaria para todos. Barcelona: Diputa-
ción de Barcelona. 

Morey, P. y  Rainero, L. (1998). Paradigmas de Género. Un Panorama 
de las Polémicas Actuales. Córdoba: CISCSA, Red Mujer y Hábitat. 

Moro, B. (2006). La Movilidad un problema inaplazable del Desarrollo 
Humano en Bogotá. En: El Futuro del Movilidad en Bogotá, Reflexio-
nes a Propósito del Plan Maestro de Movilidad. Cuadernos del de-
sarrollo Humano para Bogotá No 1.



148
Bibliografía

Organización de las Naciones Unidas (2000). Further Actions and 
Initiatives to Implement the Beijing Declaration and the Platform for 
Action. Documento final sin editar aprobado por el plenario de la 
Asamblea General en su vigésimo tercer período extraordinario 
de sesiones. Nueva York: Departamento de Información Públi-
ca, Naciones Unidas; y Naciones Unidas. 10 de junio de 2000. 
"General Assembly Reaffirms Commitment to 1995 Beijing Con-
ference Goals, as "Women 2000" Special Session Concludes at 
Headquarters" (GA/9725). Boletín de prensa. Nueva York: Orga-
nización de las Naciones Unidas. 

Pérez de Armiñon, K. (2007). El concepto y el uso de la seguridad hu-
mana: análisis crítico de sus potencialidades y riesgos. En: Revista 
Cidob D’Afers Internacionals 76. Seguridad Humana: Conceptos, 
Experiencias y Propuestas, No. 76. 

Pernás, B. (1998). Reinventando el Espacio. Recuperado en: http://
guiagenero.mzc.org.es/GuiaGeneroCache/Pagina_Decisio-
nes_000066.html.

Pineda, J. (2004). Género, violencia intrafamiliar e intervención públi-
ca en Colombia. En: Revista de Estudios Sociales No. 17, Facultad 
de Ciencias Sociales, Universidad de los Andes, pp. 19-31.

PNUD (2006). Informe sobre Desarrollo Humano 2006. Más allá de la 
escasez: Poder, pobreza y crisis mundial del agua.

PNUD (2008). Boletín No 42. Revista Latinoamericana de Desarro-
llo Humano. Recuperado en: www.revistadesarrollohumano.org 

Portal Moreno, R. y Recio Silva, M. (2003). Comunicación y Comuni-
dad. La Habana: Editorial Félix Varela.

Prats Ferret, M. (1997). IV Conferencia Mundial sobre la Mujer. Bei-
jing, septiembre de 1995. Documento Analítico, Departamento 
de Geografía, Barcelona.

Rainero, L. (2001). Una Mirada de Género a los Asentamientos Huma-
nos. En: Medio Ambiente y Urbanización: Gestión Urbana, Género y 
Programas Sociales. Ed. IIED-ALL, Año 17 Nº 56. Buenos Aires. 
Pp. 73-92

Rainero, L. (2008). Las visibles ausencias en las políticas urbanas y de 
seguridad ciudadana. En: Red Mujeres y Ciudad, FLACSO Ecuador, 
Municipio del Distrito Metropolitano de Quito. 



149
Una ciudad al alcance de las mujeres

Rainero, L. y Rodigou, M. (2004). El Espacio Público de las Ciudades. 
Procesos de Construcción de Indicadores Urbanos de Género. En: 
Discurso Social y Construcción de Identidades: Mujer y Género. Cór-
doba: Centro de Estudios Avanzados, CEA, Universidad Nacional 
de Córdoba. Pp. 73-87. 

Rainero, L.; Rodigou, M. y Pérez, S. (2005). Herramientas para la 
Promoción de Ciudades Seguras desde la Perspectiva de Género. 
Ed. CISCSA. Red Mujer y Hábitat - UNIFEM Córdoba, diciembre 
2005 (1ª ed.).

Ramírez, C. C. (2006). Corporación Sisma Mujer. Violencias contra 
las mujeres en Colombia Los acuerdos internacionales y las leyes 
nacionales. Ponencia presentada en el Seminario Taller Violencia 
hacia las mujeres, las niñas y los niños: de lo cotidiano a lo político, 
un asunto de derechos humanos, Bogotá.

Rico, M. N. (1998). Género, Medioambiente y Sustentabilidad del De-
sarrollo. Santiago de Chile: CEPAL, Unidad Mujer y Desarrollo.

Saavedra, M. R. (2005). Género en las Políticas institucionales del 
Centro de Investigación y Acción Popular, Cinep. Recuperado en: 
www.cinep.org.co

Saavedra, M. R. (2008). Enfoque de Género en la Planeación de la 
Recuperación Post-sismo en Bogotá. Proyecto PNUD COL/54254. 
Bogotá.

Salvador, S. (2007). Estudio comparativo de la “economía del cuida-
do” en Argentina, Brasil, Chile, Colombia, México y Uruguay. IGTN/
CIEDUR.

Serna, C. A. (2008). De la heteronomía a la autonomía en la concep-
ción de Género. Recuperado en: www.umanizales.edu.co, consul-
tada el 26 de agosto de 2008. Citado en: Saavedra, M. R.: Enfo-
que de Género en la Planeación de la Recuperación Post-sismo en 
Bogotá: Proyecto PNUD COL/54254. Bogotá.

Tobío, C. (1995). Movilidad y género en el espacio urbano. En Tobío 
y Denche: El espacio según el género, ¿un uso diferencial? Madrid: 
Universidad Carlos III de Madrid, Dirección General de la Mujer 
de la Comunidad Autónoma de Madrid, p. 61.

Turner, J. y Grieco, M. (2005). El Género y los Protocolos de Grupos 
de Usuarios: La necesidad de nuevas prácticas de Planificación del 



150
Bibliografía

Transporte. En: Urbanismo y Género. Una visión necesaria para to-
dos. Barcelona: Diputación de Barcelona. Pág. 222.

UNDP. Gender Equality Strategy 2008-2011. (Millennium Project 
2005). Taking Action: achieving gender equality and empowering 
women. UNDG. New York pp. 33-35 and Box 1.1 p. 29.)

UNFPA (2006). Vigilancia Superior a la Garantía de los Derechos des-
de una Perspectiva de Género con Énfasis en Mujeres y Adolescen-
tes. Bogotá: Procuraduría General de la Nación.

UNIFEM, AECID (2008). Documento Avance y resultados. Localidad 
de Suba. Programa Regional Ciudades Seguras: Violencias contra 
las Mujeres y Políticas Públicas Red Mujer y Hábitat. Bogotá.

Universidad de Antioquia (2008). Encuesta de Percepción de Insegu-
ridad en Medellín. Medellín.

Universidad Nacional de Colombia (2007). Segregación Socioeconó-
mica en el Espacio Urbano de Bogotá D.C. Bogotá: Alcaldía Mayor 
de Bogotá D.C.

Veeduría Distrital Bogotá. Cómo avanza el Distrito en movilidad 2007. 
Serie: Cómo avanza el Distrito, publicación No. 011, octubre 
2008.






